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INTRODUCCION 
 
 
 
Terrorismo se define como la “denominación por el terror” ó “la sucesión de actos de violencia ejecutados 
para infundir terror”1, y aunque podamos advertir a simple vista – y no sin razón – que éste ha 
estado presente desde los inicios de la humanidad (como el asesinato de Julio César en la 
antigua Roma o el alzamiento de las colonias americanas desde el siglo XVIII a partir de la 
independencia de los Estados Unidos de América), el término se acuñó por primera vez para 
referirse al gobierno del terror provocado bajo  el mando de la Convención en la Revolución 
francesa, presidido por el diputado Jacobino Maximilien Robespierre. 
 
Este gobierno (la Convención) es la segunda etapa de la Revolución francesa, y nació producto 
de la abolición de la Asamblea Legislativa con los asesinatos de septiembre de 1792, en donde 
se sacó de las prisiones y ejecutó brutalmente a unos mil realistas, para luego elegir mediante 
sufragio universal una Convención Nacional que diera una Constitución democrática a 
Francia2, la cual duró hasta Agosto de 1795. 
 
Durante la Convención, se produjeron disputas externas e internas que originaron el traspaso 
del poder ejecutivo al Comité de Salud Pública, integrado por doce miembros bajo la 
presidencia de Maximilien Robespierre, jacobino fanático que consideraba que los ideales de la 
revolución sólo podrían ser puestos en práctica mediante la violencia, con lo cual estableció la 
dictadura del terror para neutralizar y liquidar todo intento contrarrevolucionario3. Este 
gobierno (que duró desde 1793 hasta 1794 con la ejecución de Robespierre y veintiún 
seguidores en la guillotina) se caracterizó por condenar sumariamente a toda persona 
sospechosamente hostil a la revolución mediante el fusilamiento, ahogo o decapitación en la 
guillotina, y de establecer un nuevo orden social y cultural mediante medidas dictatoriales 
propiciadas por una minoría4, provocando el terror y caos en la población en general. 
                                                 
1 Diccionario de la Real Academia Española en su Vigésima Segunda Edición, disponible en 
http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=terrorismo. 
2 KREBS, RICARDO, Breve Historia Universal, Editorial Universitaria, Vigésima Cuarta Edición, Santiago, Chile, 
año 2006, p. 346. 
3 Ibídem, p. 347. 
4 Ibídem, p. 348. 
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Lo anterior,  originó el término “terrorismo de Estado” para referirse a los estados o fuerzas 
oficialistas que usen métodos similares a los empleados por los jacobinos en la revolución, el 
cual sirvió como base e inspiración para referirse a las actuaciones políticas de ciudadanos 
opositores al régimen zarista ruso a mediados del siglo XIX, constituyendo así finalmente el 
concepto de terrorismo criminalizado y perseguido por las legislaciones modernas a través de 
delitos terroristas bajo actos que infundan terror en la población, cometidos por grupos o 
particulares distintos y no relacionados con el Estado. 
 
El terrorismo, para lograr sus objetivos y producir las consecuencias queridas, requiere 
necesariamente de delitos comunes u ordinarios ya reconocidos en la legislación de la nación 
objeto de ataque, los cuales son elevados a la categoría de delito especial y distinto al resto de 
los ilícitos contenidos en un ordenamiento jurídico, sólo por las intenciones deseadas o 
buscadas de sus autores, mas no por actos, omisiones, o medios nuevos y distintos a otros 
hechos punibles, de ahí que en lo que sigue plantearemos la hipótesis de la inexistencia del 
terrorismo como delito penal especial y penal en general, sin perjuicio, naturalmente, que exista 
como fenómeno social con características especiales que lo distingan de otro tipo de ilícitos 
graves como narcotráfico, trata de blancas o lavado de dinero, entre otros. 
 
Con todo, es un problema real y latente en nuestras sociedades modernas que trae como 
nefastas consecuencias no sólo los delitos cometidos bajo su alero, sino también la respuesta 
punitiva del sistema penal del país que las sufre, que se traduce en tipos penales confusos y 
difusos, y en procedimientos alejados de las garantías procesales consagradas para todo 
imputado en virtud de la Constitución y las leyes, incluyendo a los tratados internacionales de 
derechos humanos sobre la materia. Por ello, se han vertido críticas a las legislaciones 
terroristas a nivel global (y en nuestro país determinados organismos internacionales han 
mostrado preocupación en los procesos que se siguen a raíz de casos de alta connotación 
pública en relación a los mapuches5), y que como veremos, adolecen de inconsistencias con el 
derecho penal sustantivo y procesal. 
 
 
                                                 
5 VIAL REYNA, PAULA, “Cuatro comuneros fueron condenados a altas penas: Juicio a mapuches desnuda las 
deudas de la justicia”, en Le Monde diplomatique, Edición chilena, Año XI, N° 118, Mayo 2011, p. 8. 
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CAPITULO I 
 
BREVE HISTORIA DE LA LEY Y SUS MODIFICACIONES 
 
 
 
La ley 18.314 que “Determina conductas terroristas y fija su penalidad” de 17 de Mayo de 1984 
fue creada durante la dictadura del Régimen Militar de la Junta de  Gobierno como respuesta a 
“la aparición reciente en nuestro país de actividades terroristas de graves consecuencias para la población”6, para 
lo cual se sirvió de leyes dictadas por países americanos y europeos para ayudar a resolver de 
mejor forma esta problemática que aquejaba a la nación por ese entonces.   
 
En los años en que ésta se discutió y dictó, con una nueva Constitución aprobada por un 
cuestionado 67,04% de la población por plebiscito del 11 de Septiembre de 19807; con una 
recesión económica mundial producto de la revolución iraní; con una oposición reagrupada en 
grupos como Alianza Democrática, Movimiento Democrático Popular y Frente Patriótico 
Manuel Rodríguez; y con una oposición creciente en la ciudadanía en general, que llevó a que 
se realizaran las primeras protestas masivas en contra de las situaciones antedichas y del 
régimen de gobierno en general (incluso con ataques efectivos de grupos de extrema izquierda) 
provocaron, a la postre, un ambiente poco propicio para la paz civil que pretendía imponer la 
Junta, llevándola incluso a reprimir las protestas con auxilio de miembros de las Fuerzas 
Armadas. Con todo, y sin perjuicio de atentados totalmente ilegales al orden público y a 
determinadas autoridades con armas u otros objetos peligrosos ingresados o producidos 
clandestinamente en el país (al igual que los grupos que lo ejecutaban), los fines de una protesta 
o reivindicación no son únicos ni se les puede atribuir un móvil desestabilizador y terrorista a 
todos ellos,  por lo que la frase citada en el primer párrafo conduce a errores de aplicación por 
justificar un marco regulatorio amplio (en cuanto a tipo penal se trata) en una materia que 
                                                 
6 HISTORIA DE LA LEY 18.314, pág. 4, considerando 3° inciso 2º. 
7 Es cuestionado debido a diversas irregularidades toda vez que no existen registros electorales ni tribunales para 
tal efecto por haber sido derogados por Decreto Ley Nº 130 de 13 de noviembre de 1973 - siendo así acreedor del 
derecho y de la obligación de sufragar sólo exhibiendo la Cédula Nacional de Identidad o de Extranjería en su 
caso, todo ello según las reglas contenidas en el Decreto Ley Nº 3.465 de 12 de Agosto de 1980 -, y por haber una 
campaña política que beneficiaba en exposición pública al régimen en desmedro de la oposición, entre otras 
causas. 
 4
debería ser restringida, pudiendo aplicar la norma a casos distintos a los que el espíritu de una 
ley de esta naturaleza contempla8. 
 
Este tipo penal amplio al que hacemos alusión ha sido criticado no sólo en las actas que dan 
cuenta de la historia fidedigna de la ley, sino también por organismos de derechos humanos 
chilenos y extranjeros, que han señalado - y en forma particular el organismo Human Rights 
Watch -, que a pesar de que el Presidente Ricardo Lagos Escobar señalaba que en Chile no 
había terrorismo, sí se estaba juzgando por estos hechos a comuneros mapuches, quedando en 
prisión preventiva algunos por más de un año para luego ser dejados en libertad, o 
condenando por el delito común de incendio o amenaza de incendio a penas de hasta diez 
años de cárcel en el caso de siete mapuches y una activista9. 
 
Con respecto a sus modificaciones, y entrando en detalle en esta materia, esta ley ha tenido 
doce enmiendas desde 1984 hasta la fecha, cambiando directa o indirectamente el contenido de 
esta legislación ya sea en cuestiones de forma o de fondo, aunque en estricto rigor las 
enmiendas se reduzcan a once. 
 
En cuanto a las mismas, si bien es efectivo que todas en mayor o menor medida han sido 
vitales para mejorar el sistema penal contenido en la ley convocatoria de esta investigación, es 
un hecho innegable que una de las mayores modificaciones - por razones históricas y técnicas 
(particularmente la Ley 19.027 que reforma en forma directa la legislación en estudio) - han 
sido las denominadas “Leyes Cumplido” impulsadas por Francisco Cumplido Cereceda, 
Ministro de Justicia del gobierno de Patricio Alwyin Azócar, las que comenzaron a discutirse 
en el Congreso Nacional en Agosto de 1990 y contenían en términos generales normas 
                                                 
8 Sobre esto, hay que tener presente el Informe Técnico de la Secretaría General de la Presidencia que analiza y 
explica las principales disposiciones del articulado del proyecto, el cual señala desde el mismo conocimiento del 
anteproyecto de ley una definición general sobre la materia -cuestión que aunque ha sido enmendada, hasta la 
fecha sigue teniendo el problema de fondo expuesto- diciendo:  
“El proyecto se ha inclinado por definir de una manera genérica las conductas terroristas y, en tal virtud, todo 
crimen o simple delito puede ser una conducta terrorista si se le agregan determinados medios y finalidades. 
En razón de lo anterior constituirá conducta terrorista cualquier crimen o simple delito que, como un medio sean 
realizados para crear conmoción o grave temor o bien mediante la comisión de actos atroces o crueles; y con una 
finalidad determinada: un fin revolucionario o subversivo” (HISTORIA DE LA LEY 18.314, pág. 8, 
considerando 3º, Artículo 1º). 
9 Conclusión extraída del documento indebido proceso, STAVENHAGEN, RODOLFO, Indebido proceso: Los 
Juicios antiterroristas, los tribunales militares y los mapuches en el sur de Chile. Human Rights Watch, Octubre de 2004, 
párrafos 3° y 4°, p. 2.  
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sancionatorias y preventivas en temas de Derechos Humanos, proponiendo la adecuación de la 
Ley 18.314 a los Tratados Internacionales dictados sobre la materia (leyes 19.027 y 19.047 
respectivamente); el reforzamiento de los derechos de las personas en el proceso penal (a 
saber, el sistema antiguo vigente a ese entonces); y la derogación de la pena de muerte 
(consagrada finalmente con la ley 19.734 de 5 de Junio de 2001). 
 
Dicho lo anterior, la primera de las modificaciones es la Ley 18.585 de 19 de Diciembre de 
1986 que crea el cargo de Abogado Procurador General, dependiente de la planta de Secretaría 
y Administración General del Ministerio del Interior con las facultades conferidas por el 
Artículo 3º 10, cargo que finalmente fue suprimido con la Ley 18.925 de 20 de Febrero de 
199011, constituyendo la segunda modificación. 
 
La tercera modificación viene dada con la Ley 18.937 de 22 de Febrero de 1990, la cual en su 
artículo único deroga los números 3°, 7°, 8°, 12, 13, 14 y 16 del Artículo 1° (numeral 1°)12,   los 
artículos 3°, 6°, 8°, y 9° 13(numeral 3°); y reemplaza el Artículo 2° de la ley 14(numeral 2°). 
                                                 
10 Artículo 3°: “Agréganse los siguientes incisos al artículo 10 de la ley N° 18.314: "En todos los procesos que se 
inicien por infracción a esta ley y que se generen por denuncia o requerimiento del Ministerio del Interior o de las 
demás autoridades señaladas en el inciso segundo, y que sean de la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios de 
Justicia, intervendrá en representación del Ministerio del Interior, el Abogado Procurador General, quien actuará 
en lugar del abogado del Ministerio del Interior a que se refiere la letra a) del artículo 27 de la ley N° 12.927, y le 
corresponderá ejercer todas las facultades que este precepto señala para aquél. Podrá, igualmente intervenir, 
haciéndose parte, en cualquier proceso iniciado por infracción a esta ley. 
Sin perjuicio de las facultades antes mencionadas, corresponderá, asimismo al Abogado Procurador General, la 
misión de centralizar la defensa del Gobierno constituido y de la sociedad amenazada en todos los procesos de 
esta naturaleza, debiendo para ello apreciar la eventual participación de las mismas personas en procesos 
tramitados ante tribunales diversos, las vinculaciones entre los diferentes hechores y las particularidades o 
semejanzas en los medios o procedimientos empleados. Deberá, igualmente, velar por el oportuno empleo de 
todas las facultades y recursos que la ley N° 18.314 autoriza e iniciar las nuevas acciones penales que fueren 
necesarias. 
En los casos que lo estimare conveniente, el Abogado Procurador General podrá delegar sus funciones en 
abogados que actuarán en su representación, designación que podrá hacerse aún telegráficamente. Todos ellos 
tendrán derecho al conocimiento del sumario, por el solo ministerio de la ley. Si en el proceso se dedujere 
acusación, se pondrá ésta en conocimiento del Abogado Procurador General o del abogado que lo represente, 
según el caso”. 
 
11 Artículo 1°.- “Derógase el artículo 1° de la ley N° 18.585 y los incisos cuarto y siguientes del artículo 10 de la 
ley N° 18.314”.  
Artículo 4°.- “La presente ley regirá a contar del 1° de marzo de 1990”. 
 
12 Artículo 1° - numerales derogados - : 
3.- Los que en la perpetración de un crimen o simple delito cometido con violencia o intimidación contra las 
personas, emplearen armas o artefactos de aquellos a que se refiere el artículo 3° de la Ley N° 17.798; 
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7.- Los que con peligro de causar un estrago, atentaren contra vías de comunicación, diques u otras obras de 
similar naturaleza, o contra las instalaciones o elementos destinados al funcionamiento de servicios de utilidad 
pública; 
8.- Los que envenenaren alimentos, medicamentos, aguas o fluidos destinados al consumo de la población; 
12.- Los que incitaren públicamente a la comisión de alguno de los delitos contemplados en esta ley; 
13.- Los que hicieren la apología del terrorismo, de un acto terrorista o de quien aparezca participando en él; 
14.- Los que impartieren o recibieren con fines terroristas, en el país o en el extranjero, instrucción o enseñanza 
para la fabricación o uso de bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, granadas, cohetes u 
otros de similar capacidad ofensiva, cuya utilización cause o pueda causar grave peligro a la vida, la salud o la 
integridad física de las personas o bienes; 
16.- Los que provocaren maliciosamente conmoción o grave temor en la población o en un sector de ella, 
mediante la información relativa a la preparación o ejecución de actos terroristas falsos”. 
 
13 Artículos derogados: 
Artículo 3°.- “Los cómplices serán sancionados con la misma pena señalada para los autores, y los encubridores a 
que se refieren los números 1°, 2°, 3° y 4° del artículo 17 del Código Penal, con la misma pena del autor, 
disminuida en uno o dos grados”. 
Artículo 6°.- “El delito frustrado se sancionará como consumado. 
La tentativa se sancionará con la pena asignada al delito consumado, pudiendo ésta rebajarse hasta en dos grados”. 
Artículo 8°.- “Los que sabiendo de los planes y actividades desarrollados por otras personas para cometer alguno 
de los delitos contemplados en el artículo 1°, omitieren informar sobre ellos oportunamente a la autoridad, serán 
castigados con la pena de prisión en su grado máximo a presidio menor en su grado mínimo. 
Quedarán exentos de las penas a que se refiere el inciso anterior el cónyuge, los parientes legítimos por 
consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, y el padre, hijo 
natural o ilegítimo de alguno de los implicados. 
La autoridad mantendrá en reserva la identidad de quienes dieren oportuno cumplimiento a la obligación 
prevista”. 
Artículo 9°.- “Los que sean activistas de doctrinas que propugnen la violencia o existan sospechas de que lo son y 
oculten su verdadero nombre o disimulen su personalidad o falseen su domicilio, mediando requerimiento 
legítimo hecho por la autoridad o sus agentes, incurrirán en la pena de sujeción a la vigilancia de la autoridad en 
cualquiera de sus grados, en los términos del artículo 45 del Código Penal. 
Después de ejecutoriada la sentencia, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá dejar sin efecto la condena 
o disminuir la pena, cuando los nuevos antecedentes agregados al proceso lo hagan procedente”. 
 
14 Artículo reemplazado: 
Artículo 2°.- “Los autores de los delitos contemplados en el artículo 1° serán castigados con presidio mayor en su 
grado mínimo o presidio mayor en su grado máximo. No obstante, los autores de los delitos a que se refieren los 
números 12, 13, 14, 15 y 16 del mismo artículo, serán sancionados con presidio mayor en su grado mínimo a 
presidio mayor en su grado medio. 
Si a consecuencia del crimen o simple delito penado en esta ley se causaren lesiones de aquellas a que se refiere el 
número 1° del artículo 397 del Código Penal, la pena será presidio mayor en su grado medio o presidio mayor en 
su grado máximo. Si se causare la muerte de alguna persona, la pena será de presidio mayor en su grado máximo a 
muerte. Las mismas penas se aplicarán a los delitos descritos en los números 1 y 2 del artículo 1°. 
Si con motivo u ocasión del secuestro se cometieren, además, algunas de las lesiones comprendidas en los 
artículos 395, 396 y 397, número 1°, del Código Penal o la muerte del ofendido, la pena será de presidio perpetuo 
a muerte. Si el hechor liberare voluntariamente a la víctima antes de causarle cualquier mal grave distinto de la 
mera privación de libertad, el juez podrá rebajar la pena en uno o dos grados. 
Para la determinación de las penas establecidas en el presente artículo, tendrán aplicación las disposiciones de los 
artículos 74 y 75 del Código Penal y 509 del Código de Procedimiento Penal, según el caso”. 
 
Artículo reemplazante: 
Artículo 2°.- “Los autores de los delitos contemplados en el artículo 1° serán castigados con presidio mayor en su 
grado mínimo a presidio mayor en su grado máximo. 
Si a consecuencia de dichos delitos se causaren lesiones de aquellas a que se refiere el número 1° del artículo 397 
del Código Penal, la pena será presidio mayor en su grado máximo. Si se causare la muerte de alguna persona, la 
pena será de presidio mayor en su grado máximo a muerte. 
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La cuarta reforma se produce con la Ley 19.027 de 31 de Diciembre de 1990 (“Ley 
Cumplido”), siendo ésta una importante modificación debido a que enmienda una gran 
cantidad de artículos donde muchos de los cuales han mantenido prácticamente inalterado el 
fondo de sus disposiciones, siendo así una ley capital en cuanto a modificaciones 
fundamentales se trata. 
 
Su primera modificación está en su Artículo 2°, que sustituye el Artículo 1° de la ley 18.314 por 
unos artículos 1° y 2° 15 más reducidos en extensión que el artículo objeto de cambio y que en 
                                                                                                                                                    
Si con motivo u ocasión del secuestro se cometieren, además, algunas de las lesiones comprendidas en los 
artículos 395, 396 y 397, número 1° del Código Penal o la muerte del ofendido, la pena será de presidio  perpetuo 
a muerte. Si el hechor liberare voluntariamente a la víctima antes de causarle cualquier mal grave distinto de la 
mera privación de libertad, el juez podrá rebajar la pena en uno o dos grados. 
Para la determinación de las penas establecidas en el presente artículo, tendrán aplicación las disposiciones de los 
artículos 74 y 75 del Código Penal y 509 del Código de Procedimiento Penal, según el caso”. 
 
15 Reproducción de artículo sustituido: 
Artículo 1°.-  “Cometen delito terrorista: 
1.- Los que atentaren en contra de la vida o integridad corporal del Jefe del Estado, su cónyuge, ascendientes o 
descendientes; 
2.- Los que atentaren en contra de la vida o integridad corporal de los Ministros y Subsecretarios de Estado, los 
Miembros del Consejo de Estado, los Senadores y Diputados, los Intendentes, Gobernadores y Alcaldes, los 
Ministros de la Corte Suprema, los Miembros del Tribunal Constitucional y del Tribunal Calificador de 
Elecciones, los Ministros de las Cortes de Apelaciones, los Fiscales de esos Tribunales, los Jueces Letrados, el 
Contralor General de la República, los Arzobispos y Obispos, los Vicarios Generales, los Provisores, los Vicarios 
y Provicarios Capitulares, los Párrocos y los Ministros de cualquier culto permitido en el país, las personas 
internacionalmente protegidas en conformidad con las normas del derecho internacional, los funcionarios que 
pertenezcan a las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública; sus cónyuges, ascendientes o descendientes, en 
su caso, y que por las características o circunstancias de su perpetración no pudiere menos que presumirse que se 
cometieron contra dichas personas en su calidad de tales; 
4.- Los que atentaren en contra de una aeronave en vuelo o en servicio o realizaren actos que pongan o puedan 
poner en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o de su tripulación, tales como: 
a) Ejecutar cualquier acto de violencia contra una persona a bordo, que por su naturaleza constituya un peligro 
para la seguridad de la aeronave; 
b) Desviar indebidamente una aeronave en vuelo de su ruta, alterar su itinerario, apoderarse de ella o ejercer su 
control; 
c) Destruir una aeronave en servicio o causarle daño que la incapacite para el vuelo o constituya un peligro para la 
seguridad de la aeronave en vuelo; 
d) Destruir o dañar las instalaciones o servicios de la navegación aérea, o perturbar su funcionamiento, si tales 
actos, por su naturaleza, constituyen un peligro para la seguridad de la aeronave;  
e) Comunicar a sabiendas informes falsos, poniendo con ello en peligro la seguridad de una aeronave; 
f) Portar indebidamente armas o sustancias explosivas, inflamables, asfixiantes, tóxicas o corrosivas, sean sólidas, 
líquidas o gaseosas que sirvan para matar, herir o golpear, disuadir o vencer una resistencia, aun cuando no se 
haga uso de ellas, a menos que por su escasa potencia o cantidad, por los antecedentes personales del inculpado y 
por las circunstancias del hecho, resulte manifiesto que ni siquiera eventualmente se quiso crear el peligro a que se 
refiere el inciso primero de este número. 
Para los efectos de esta ley, se entenderá que una aeronave se encuentra en vuelo o en servicio desde el momento 
que en la base, aeródromo, aeropuerto o helipuerto es colocada para recibir a su tripulación, hasta que aterriza en 
la última base, aeródromo, aeropuerto o helipuerto de destino y queda desocupada. 
5.- Los que cometieren alguno de los delitos de secuestro contemplados en el artículo 5° b) de la ley N° 12.927, 
sobre Seguridad del Estado; 
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cuestiones de fondo son muy parecidos a los que tenemos en la actualidad, con la diferencia 
que ya no existe la presunción terrorista (dolo terrorista) ni se aplica a menores de dieciocho 
años. En efecto, el artículo reformado señala en qué consiste y cuáles son los fines de un delito 
de estas características, además de presumir legalmente la finalidad terrorista. 
                                                                                                                                                    
6.- Los que colocaren, lanzaren o dispararen bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, que 
afecten o puedan afectar a la integridad física de las personas o los bienes, en la vía pública, centros de 
esparcimiento o recreación, instituciones de enseñanza, iglesias; medios de locomoción colectiva o de carga, tales 
como naves, aeronaves, trenes, buses, transportes escolares o de trabajadores; en lugares caracterizados por la 
concurrencia habitual de personas; en edificios públicos o privados; en lugares habitados o destinados a la 
habitación; en instalaciones industriales, o instalaciones o recintos militares o policiales. 
Se entiende por recinto militar o policial todo espacio debidamente delimitado, vehículos, naves o aeronaves en 
los cuales ejerza sus funciones específicas una autoridad militar o policial. 
9.- Los que con un fin revolucionario o subversivo y por cualquier medio destruyan, inutilicen, paralicen o dañen 
medios de transporte marítimo, aéreo o terrestre. 
10.- Los que enviaren cartas o encomiendas explosivas de cualquier tipo que afecten o puedan afectar la vida o la 
integridad corporal de las personas; 
11.- Los que se asociaren u organizaren y los que recibieren o impartieren instrucción o enseñanza con el objeto 
de cometer alguno de los delitos a que se refiere esta ley; 
15.- Los que amenazaren seriamente con cometer alguno de los delitos a que se refiere este artículo, que cree o 
pueda crear conmoción o grave temor en la población o en un sector de ella, o para imponer exigencias o arrancar 
decisiones a la autoridad o a cualquier persona”. 
 
Reproducción artículos sustitutos: 
Artículo 1°.- “Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2°, cuando en ellos concurriere alguna 
de las circunstancias siguientes: 
1a Que el delito se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado 
de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la 
evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de 
personas. 
Se presumirá la finalidad de producir dicho temor en la población en general, salvo que conste lo contrario, por el 
hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, 
medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o mediante el envío de 
cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos. 
2a Que el delito sea cometido para arrancar resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias. 
 
Artículo 2°.- Constituirán delitos terroristas, cuando reunieren algunas de las características señaladas en el 
artículo anterior: 
1.- Los de homicidio sancionados en los artículos 390 y 391; los de lesiones penados en los artículos 395, 396, 397 
y 399; los de secuestro, sea en forma de encierro o detención, sea de retención de una persona en calidad de 
rehén, y de sustracción de menores, castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de efectos explosivos del 
artículo 403 bis; los de incendio y estragos, reprimidos en los artículos 474, 475, 476 y 480; las infracciones contra 
la salud pública de los artículos 313 d), 315 y 316; el de descarrilamiento, contemplado en los artículos 323, 324, 
325 y 326, todos del Código Penal. 
2.- Apoderarse o atentar en contra de una nave, aeronave, ferrocarril, bus u otro medio de transporte público en 
servicio, o realizar actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o 
tripulantes. 
3.- El atentado en contra de la vida o la integridad corporal del Jefe del Estado o de otra autoridad política, 
judicial, militar, policial o religiosa, o de personas internacionalmente protegidas, en razón de sus cargos. 
4.- Colocar, lanzar o disparar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, que afecten o 
puedan afectar la integridad física de personas o causar daño. 
5.- La asociación ilícita cuando ella tenga por objeto la comisión de delitos que deban calificarse de terroristas 
conforme a los números anteriores y al artículo 1°”. 
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En segundo término se sustituye el Artículo 2° de la ley por los artículos 3° y 3° bis 16, siendo 
nuevamente similar al que tenemos en nuestras jornadas debido a que se mantienen los delitos 
de lesiones y la ocasión de muerte al ofendido. 
Como tercera modificación, el Artículo 5° sustituye al Artículo 7° de la ley referido a la 
conspiración y proposición (las cuales se castigaban con la pena asignada al delito consumado 
rebajada en uno o dos grados) por uno abocado a la conspiración y tentativa en su conjunto17 
                                                 
16 Artículo Sustituido - por incorporación de artículos 1º y 2º que dejan sin efecto el artículo 2º transcrito a 
continuación vigente hasta esa fecha - : 
Artículo 2°.- “Los autores de los delitos contemplados en el artículo 1° serán castigados con presidio mayor en su 
grado mínimo a presidio mayor en su grado máximo. 
Si a consecuencia de dichos delitos se causaren lesiones de aquellas a que se refiere el número 1° del artículo 397 
del Código Penal, la pena será presidio mayor en su grado máximo. Si se causare la muerte de alguna persona, la 
pena será de presidio mayor en su grado máximo a muerte. 
Si con motivo u ocasión del secuestro se cometieren, además, algunas de las lesiones comprendidas en los 
artículos 395, 396 y 397, número 1° del Código Penal o la muerte del ofendido, la pena será de presidio  perpetuo 
a muerte. Si el hechor liberare voluntariamente a la víctima antes de causarle cualquier mal grave distinto de la 
mera privación de libertad, el juez podrá rebajar la pena en uno o dos grados. 
Para la determinación de las penas establecidas en el presente artículo, tendrán aplicación las disposiciones de los 
artículos 74 y 75 del Código Penal y 509 del Código de Procedimiento Penal, según el caso”. 
 
Artículo sustituidor: 
Artículo 3°.- “Los delitos señalados en los números 1.- y 3.- del artículo 2° serán sancionados con las penas 
previstas para ellos en el Código Penal, o en la ley N° 12.927, en sus respectivos casos, aumentadas en uno, dos o 
tres grados. 
Los delitos contemplados en el número 2.- del artículo 2° serán sancionados con presidio mayor en cualquiera de 
sus grados. Si a consecuencia de tales delitos resultare la muerte o lesiones graves de alguno de los tripulantes o 
pasajeros de cualquiera de los medios de transporte mencionados en dicho número, el delito será considerado 
como de estragos y se penará conforme a los artículos 474 y 475 del Código Penal, en sus respectivos casos, y al 
inciso primero de este artículo. Los delitos señalados en el número 4.- del artículo 2° serán penados con presidio 
mayor en cualquiera de sus grados. 
El delito de asociación ilícita para la comisión de actos terroristas será penado conforme a los artículos 293 y 294 
del Código Penal, y las penas allí previstas se aumentarán en dos grados, en los casos del artículo 293 y en un 
grado en los del artículo 294. Será también aplicable lo dispuesto en el artículo 294 bis del mismo Código. 
 
Artículo 3° bis.- Para efectuar el aumento de penas contemplado en el artículo precedente, el tribunal 
determinará primeramente la pena que hubiere correspondido a los responsables, con las circunstancias del caso, 
como si no se hubiere tratado de delitos terroristas, y luego la elevará en el número de grados que corresponda. 
Dentro de los límites de las penas imponibles, además de las reglas generales del Código Penal, el tribunal tomará 
especialmente en consideración, para la determinación final de la pena, la forma innecesariamente cruel de su 
ejecución y la mayor o menor probabilidad de la comisión de nuevos delitos semejantes por parte del reo, 
atendidos los antecedentes y la personalidad de éste y los datos que arroje el proceso sobre las circunstancias y 
móviles del delito.” 
 
17 Artículo sustituto: 
Artículo 7°.- “La tentativa de comisión de un delito terrorista de los contemplados en esta ley será sancionada 
con la pena mínima señalada por la ley para el delito consumado. Si esta última constare de un solo grado, se 
aplicará lo dispuesto en el artículo 67 del Código Penal y se impondrá a la tentativa el mínimo de ella. 
La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los mencionados delitos, será castigada como tentativa del 
mismo.  
La conspiración respecto de los mismos delitos se castigará con la pena correspondiente al delito consumado, 
rebajada en uno o dos grados”. 
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(esto debido a que el Artículo 6° en su inciso 2° se refería a la tentativa, sancionándola con la 
pena asignada al delito consumado rebajada hasta en dos grados). 
 
La cuarta modificación está dada por el Artículo 6°, el cual agrega al Artículo 11 dos incisos a 
continuación del primero referidos a la resolución que amplía el plazo y a la negligencia del 
juez; el primero referido a la ampliación del plazo de la detención hasta por diez días 
decretando el examen médico del detenido, y el segundo relativo a la negligencia grave en la 
protección del detenido por parte del magistrado18.  
 
La quinta modificación deroga y suprime las frases que hacen remisión a la Central Nacional de 
Informaciones19, la cual fue creada por el Decreto Ley 1.878 de 13 de Agosto de 1977 en 
reemplazo de la Dirección de Inteligencia Nacional (creada formalmente en Junio de 1974) y 
disuelta por la Ley 18.943 de 22 de Febrero de 1990; que en la materia que nos concierne, era 
                                                 
18 Disposición sin modificar:  
Artículo 11: “El Tribunal podrá, por resolución fundada y siempre que las necesidades de la investigación así lo 
requieran, ampliar hasta por diez días el plazo para poner al detenido a su disposición, pudiendo disponer durante 
este lapso su incomunicación. 
El juez podrá revocar en cualquier momento la autorización que hubiere dado y ordenar que se ponga al detenido 
inmediatamente a su disposición”. 
Incisos agregados: 
“En la misma resolución que amplíe el plazo, el tribunal ordenará que el detenido sea examinado por el médico 
que el juez designe, el cual deberá practicar el examen e informar al tribunal el mismo día de la resolución. El 
nombramiento en ningún caso podrá recaer en un funcionario del organismo policial que hubiere efectuado la 
detención o en cuyo poder se encontrare el detenido. 
La negligencia grave del juez en la debida protección del detenido será considerada como infracción a sus deberes, 
de acuerdo con el artículo 324 del Código Orgánico de Tribunales”. 
 
19 Artículo 12: “Las diligencias ordenadas por los Tribunales serán cumplidas por las Fuerzas de Orden y 
Seguridad Pública, separada o conjuntamente según lo disponga la respectiva resolución”. 
“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, en las causas que conozcan los Tribunales Militares, éstos 
podrán ordenar el cumplimiento de diligencias a la Central Nacional de Informaciones” (inciso derogado por el 
Artículo 7° que dispone: “Derógase el inciso segundo del artículo 12”). 
 
Artículo 13 inciso 1°.- “En la investigación de los delitos a que se refiere esta ley y sin perjuicio de las normas 
generales, los miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de la Central Nacional de Informaciones 
podrán proceder, previa orden escrita del Ministerio del Interior, de los Intendentes Regionales, de los 
Gobernadores Provinciales o de los Comandantes de Guarnición, sin necesidad de mandato judicial, pero sólo 
cuando el recabarlo previamente pudiere frustrar el éxito de la diligencia, a la detención de presuntos 
responsables, así como el registro e incautación de los efectos o instrumentos que se encontraren en el lugar de 
detención y que pudieren guardar relación con los delitos que se investigan” (Artículo 8°.- “Suprímese en el 
inciso primero del artículo 13 la frase "y de la Central Nacional de Informaciones”). 
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un organismo con patrimonio de afectación fiscal 20 y personal21 vinculado al Ministerio del 
Interior encargado de recopilar la información a nivel nacional que el Gobierno requiera 
tendiente a resguardar la seguridad nacional22, en donde se subsumen las hipótesis de delitos 
terroristas al marco de la Ley Sobre Seguridad del Estado toda vez que se hace referencia a 
tráfico de armas, explosivos y enfrentamiento con la autoridad entre otras causas. 
 
El sexto cambio que introdujo la ley fue reemplazar por mandato del Artículo 9º el Artículo 14  
de la ley, en orden a la adopción judicial de medidas coercitivas o restricción de determinadas 
garantías al reo pero manteniendo a las autoridades que pueden solicitar la intercepción, 
apertura o registro de comunicaciones23. 
                                                 
20 Encabezado Artículo 5° Decreto Ley 1.878. 
21 El personal está considerado según la normativa “como integrante de las Fuerzas Armadas para todos los 
efectos jurisdiccionales y disciplinarios”, Artículo 3° inciso final Decreto Ley 1.878. 
22 Definida en el Artículo 4° de la Ley 12.927 – que no ha sido modificado- , siendo en síntesis los delitos que en 
cualquier forma o por cualquier medio se alcen contra el gobierno constituido o provoquen una guerra, sin 
perjuicio de las disposiciones del Código Penal y las disposiciones especiales del mismo artículo en comento. 
 
23 Disposición reemplazada: 
Artículo 14.- “Las autoridades señaladas en el artículo 10 podrán solicitar la interceptación, apertura o registro de 
las comunicaciones y documentos privados o la observación, por cualquier medio, de personas sospechosas de la 
comisión o preparación de delitos terroristas. Corresponderá resolver sobre esta petición al Tribunal que estuviese 
conociendo o le correspondiese conocer del delito cometido o en preparación. 
La resolución se dictará sin conocimiento del afectado, será siempre fundada y no será susceptible de recurso 
alguno. Las medidas no podrán decretarse por un plazo superior a treinta días, prorrogables hasta por igual 
período. 
En casos de urgencia, esta medida podrá ordenarla el Ministro del Interior, comunicándolo al Tribunal respectivo, 
por escrito y dentro de las veinticuatro horas siguientes. El Tribunal, mediante resolución fundada, revocará o 
confirmará tal medida en un plazo máximo de setenta y dos horas, desde que fue ordenada la interceptación, 
apertura o registro”. 
 
Autoridades señaladas en el Artículo 10: los procesos se pueden iniciar de oficio, por denuncia o querella, o por 
requerimiento o denuncia del Ministro del Interior, del Intendente Regional, del Gobernador Provincial y del 
Comandante de Guarnición aún cuando ya se haya iniciado el proceso, cuya tramitación se hará conforme a las 
normas del Código Procesal Penal (Código de Procedimiento Penal para esta ley) con ciertas modificaciones 
contenidas en el Artículo 27 letra ñ) de la Ley 12.927, cuya letra está derogada por la Ley 19.806 de Normas 
Adecuatorias del Sistema Legal Chileno a la Reforma Procesal Penal de 31 de Mayo de 2002. 
 
Disposición reemplazante: 
Artículo 14.- “En los casos del artículo 1° de esta ley declarada reo una persona, el juez, mediante resolución 
fundada, calificará la conducta como terrorista, pudiendo entonces decretar por resolución igualmente fundada 
todas o algunas de las siguientes medidas: 
1.- Recluir al reo en lugares públicos especialmente destinados a este objeto. 
2.- Establecer restricciones al régimen de visitas. 
3.- Interceptar, abrir o registrar sus comunicaciones telefónicas e informáticas y su correspondencia epistolar y 
telegráfica. 
Las medidas indicadas precedentemente no podrán afectar la comunicación del reo con sus abogados y la 
resolución que las imponga sólo será apelable en el efecto devolutivo. 
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El séptimo y último cambio contenido en esta ley está dado por el Artículo 10 que agregó un 
nuevo artículo (Artículo 18), señalando que en caso de condena por un delito terrorista y por 
otro tipo de delito se deberá cumplir la pena asignada al primero y luego la del resto, 
contándose esta última desde la fecha de detención. 
 
La quinta modificación se produjo en virtud de la Ley 19.047 de 14 de Febrero de 1991 que 
“Modifica diversos cuerpos legales que indica, a fin de garantizar en mejor forma los derechos 
de las personas” (“Ley Cumplido”), la cual en su Artículo 1° Transitorio inciso 8° nos señala 
que lo dispuesto en los incisos precedentes quinto y sexto serán aplicables a la Ley 18.31424, 
pasando los procesos a un ministro de la Corte de Apelaciones. 
                                                                                                                                                    
Asimismo, el Ministerio del Interior, los Intendentes, los Gobernadores y los Comandantes de Guarnición  
podrán solicitar la intercepción, apertura o registro de las comunicaciones, registros privados o la observación, por 
cualquier medio de personas respecto de las cuales existan fundadas sospechas de la comisión o preparación de 
delitos que constituyan conductas terroristas. 
Corresponderá resolver sobre esta petición al tribunal que estuviere conociendo o le correspondería conocer del 
delito cometido o en preparación. La resolución se dictará sin conocimiento del afectado, será siempre fundada y 
no será susceptible de recurso alguno. Las medidas no podrán decretarse por un plazo superior a treinta días. 
El juez, de oficio o a petición de parte, podrá dejar sin efecto las medidas anteriormente señaladas en cualquier 
momento y su resolución será cumplida de inmediato por la autoridad competente. 
El abuso de poder en el ejercicio de las atribuciones que confiere el presente artículo será sancionado con la 
inhabilitación temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos. 
En ningún caso las medidas a que se refiere este artículo podrán adoptarse en contra de los Ministros de Estado, 
los subsecretarios, los parlamentarios, los jueces, los miembros del Tribunal Constitucional y del Tribunal 
Calificador de Elecciones, el Contralor General de la República, los Generales y los Almirantes”. 
 
24 Artículo 1° Transitorio inciso 8°: Lo dispuesto en los incisos quinto y sexto de este artículo será aplicable a 
los procesos por delitos de la Ley N° 18.314, sobre Conductas Terroristas y su Penalidad, que deben pasar a un 
ministro de Corte de Apelaciones por aplicación de las modificaciones efectuadas por esta ley. 
 
Incisos en cuestión: 
Inciso 5° Artículo 1° Transitorio: “El ministro en visita extraordinaria deberá cerrar el sumario en el plazo de 
cuarenta y cinco días, prorrogable por igual período por una sola vez, por la Corte Suprema. Contra las 
resoluciones de los ministros en visita extraordinaria podrá recurrirse ante la Corte de Apelaciones de que 
formaren parte”. 
Inciso 6° Artículo 1° Transitorio: “Si los procesos a que se refiere el inciso tercero de este artículo se 
encontraren en estado de plenario en la justicia militar, el tribunal militar deberá dictar sentencia dentro del plazo 
de treinta días contados desde la vigencia de la presente ley, prorrogable por quince días más, a petición del 
procesado”. 
 
En concordancia con lo anterior, y aunque no sea parte directa de la modificación que comentamos, es pertinente 
señalar los siguientes artículos: 
Artículo 2°.- Las Cortes de Apelaciones remitirán los procesos que reciban en virtud de lo dispuesto en el artículo 
transitorio anterior y que se encuentren en primera instancia, al Ministro que le corresponda, si se trata de 
infracciones a la Ley sobre Seguridad del Estado. En los restantes casos los enviarán a los Tribunales de su 
territorio jurisdiccional, sin sujetarse para ello a lo dispuesto en los párrafos 5 y 7 del Título VII del Código 
Orgánico de Tribunales. 
Artículo 3°.- Los procesos que en virtud de las normas anteriores deban seguir siendo conocidos por tribunales 
ordinarios se sujetarán en su tramitación al procedimiento correspondiente, con las siguientes modificaciones: 
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La sexta reforma fue realizada por el Artículo 4° de la Ley 19.241 de 28 de Agosto de 1993 que 
“Modifica artículos que indica del Código Penal y de la Ley 18.314”, el cual agrega un párrafo 
relativo al secuestro contenido en el número 5 del Artículo 2º de la ley25. 
 
La séptima enmienda se materializó con la Ley 19.734 de 5 de Junio de 2001 (una de las leyes 
cumplido en su proyecto original) correspondiente a la derogación de la pena de muerte, la cual 
no es una reforma directa a la ley en comento toda vez que sustituye la pena máxima del 
ordenamiento jurídico penal en general y no sólo la legislación terrorista en particular. En 
efecto, el Artículo 1° número 1° reemplaza la palabra “muerte” por “presidio perpetuo 
calificado” (contenida en el Artículo 21 del Código Penal); y el número 4° (del mismo) 
sustituye en la escala de penas del Artículo 59 del Código Penal la expresión “muerte” por 
“presidio perpetuo calificado”, cuestión que naturalmente afecta a esta ley toda vez que la 
escala de penas para todo delito en general cambió. 
 
La octava modificación, al igual que la cuarta, es de vital trascendencia toda vez que al ser una 
ley de norma adecuatoria del sistema legal chileno a la reforma procesal penal, contiene frases, 
expresiones y vocablos que dejan obsoleto el lenguaje jurídico penal de antaño con los nuevos 
términos empleados. 
 
Así, el Artículo 49 de la Ley 19.806 de 31 de Mayo de 2002 introduce modificaciones a una 
serie de articulados - que a pie de página se detallan - y que en lo medular son referidas a la 
                                                                                                                                                    
1° Cualquiera sea el estado de la causa el inculpado o reo podrá solicitar se le tome nueva declaración sobre su 
participación en los hechos materia del proceso. 
Si en esta nueva declaración se retractare de sus anteriores declaraciones, no tendrá aplicación lo establecido en el 
artículo 483 del Código de Procedimiento Penal y el tribunal ponderará todas las declaraciones de conformidad 
con lo establecido en el artículo 481 del mismo cuerpo legal. 
2° Los procesos se sujetarán a lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 7° y en los incisos quinto 
y siguientes del artículo 1° transitorio”. 
 
25 Artículo 2º Nº 5 sin modificación:  
“La asociación ilícita cuando ella tenga por objeto la comisión de delitos que deban calificarse de terroristas 
conforme a los números anteriores y al artículo 1°”. 
Inciso agregado: 
“Los delitos de secuestro, sea en forma de encierro o detención, sea de retención de una persona en calidad de 
rehén y de sustracción de menores, establecidos en los artículos 141 y 142 del Código Penal, cometidos por una 
asociación ilícita terrorista, serán considerados siempre como delitos terroristas”. 
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figura del Ministerio Público, de la Fiscalía y del Juez de Garantía, así como también a la 
derogación o reemplazo de normas26. 
                                                 
26 Detalle de Modificaciones: 
1) Se reemplaza Artículo 10: 
Artículo 10 reemplazado: “Los procesos a que dieren lugar los delitos previstos en esta ley se iniciarán de oficio 
por lo Tribunales de Justicia o por denuncia o querella, de acuerdo con las normas generales. 
Sin perjuicio de lo anterior, también podrán iniciarse por requerimiento o denuncia del Ministro del Interior, de 
los Intendentes Regionales, de los Gobernadores Provinciales y de los Comandantes de Guarnición, caso en el 
cual se aplicará lo dispuesto en el Título VI, sobre Jurisdicción y Procedimiento, de la ley N° 12.927, con 
excepción de lo señalado en la letra ñ) de su artículo 27. 
Las autoridades a que se refiere el inciso anterior podrán, además, formular requerimiento, aun cuando se haya 
iniciado el proceso, caso en el cual también se aplicarán las normas sobre jurisdicción y procedimiento señaladas 
en dicho inciso”. 
Artículo 10 reemplazante: “Las investigaciones a que dieren lugar los delitos previstos en esta ley se iniciarán de 
oficio por el Ministerio Público o por denuncia o querella, de acuerdo con las normas generales. 
Sin perjuicio de lo anterior, también podrán iniciarse por querella del Ministro del Interior, de los Intendentes 
Regionales, de los Gobernadores Provinciales y de los Comandantes de Guarnición”. 
 
 
2) Se reemplaza inciso 1° Artículo 11 (aunque ya mencionado volveremos a anotarlo) y reemplaza y agrega frases 
en incisos siguientes: 
Artículo 11 inciso 1º sin reemplazar: 
“El Tribunal podrá, por resolución fundada y siempre que las necesidades de la investigación así lo requieran, 
ampliar hasta por diez días el plazo para poner al detenido a su disposición, pudiendo disponer durante este lapso 
su incomunicación. 
El juez podrá revocar en cualquier momento la autorización que hubiere dado y ordenar que se ponga al detenido 
inmediatamente a su disposición”. 
Artículo 11 inciso 1° en reemplazo: “Siempre que las necesidades de la investigación así lo requieran, a solicitud 
del fiscal y por resolución fundada, el juez de garantía podrá ampliar hasta por diez días los plazos para poner al 
detenido a su disposición y para formalizar la investigación.". 
 
Frases reemplazadas y/ó agregadas: 
Artículo 11 inciso 2°: se reemplaza la frase "el tribunal ordenará" por "el juez de garantía ordenará que el 
detenido ingrese en un recinto penitenciario". 
Artículo 11 inciso final: se agrega antes del punto final la frase “y se formalice la investigación dentro de tercero 
día contado desde la detención o, si este plazo ya hubiere transcurrido, dentro de las veinticuatro horas 
siguientes”. 
 
3) Se sustituye el Artículo 12: 
Artículo 12 sustituido: “Las diligencias ordenadas por los Tribunales serán cumplidas por las Fuerzas de Orden y 
Seguridad Pública, separada o conjuntamente según lo disponga la respectiva resolución”. 
Artículo 12 sustituto: “Las diligencias ordenadas por el Ministerio Público, y autorizadas por el juez de garantía 
cuando corresponda, serán cumplidas por las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, separada o conjuntamente 
según lo disponga la respectiva comunicación, o resolución en su caso”. 
 
4) Se derogan los artículos 13 y 17: 
Artículo 13: “En la investigación de los delitos a que se refiere esta ley y sin perjuicio de las normas generales, los 
miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública podrán proceder, previa orden escrita del Ministerio del 
Interior, de los Intendentes Regionales, de los Gobernadores Provinciales o de los Comandantes de Guarnición, 
sin necesidad de mandato judicial, pero sólo cuando el recabarlo previamente pudiere frustrar el éxito de la 
diligencia, a la detención de presuntos responsables, así como el registro e incautación de los efectos o 
instrumentos que se encontraren en el lugar de detención y que pudieren guardar relación con los delitos que se 
investigan. 
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La autoridad que ordenare practicar las diligencias a que se refiere el inciso anterior, deberá dar aviso, dentro de 
las cuarenta y ocho horas, al Tribunal al que corresponda el conocimiento del delito, de las detenciones y registros 
que se hubieren efectuado, poniendo a disposición de aquél, dentro del plazo señalado, al o a los arrestados y los 
efectos o instrumentos incautados. 
El Tribunal, por resolución fundada, podrá ampliar dicho plazo hasta en diez días, en las condiciones señaladas en 
el artículo 11”. 
Naturalmente, las condiciones del Artículo 11 no son aplicables toda vez que ha sido reemplazado y reformado en 
su caso. 
Artículo 17: “Respecto de los delitos contemplados en el artículo 1°, no procederá la libertad provisional de los 
procesados”; se deroga en el contexto de agregación de nuevos artículos que lo desplaza al Artículo 22 . 
 
5) Artículo 14: - encabezamiento reemplazado antes transcrito-  
“En los casos del artículo 1° de esta ley declarada reo una persona, el juez, mediante resolución fundada, calificará 
la conducta como terrorista, pudiendo entonces decretar por resolución igualmente fundada todas o algunas de las 
siguientes medidas:”  
Artículo 14: - encabezamiento reemplazante –  
“En los casos del artículo 1° de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez 
formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público solicitará al juez de 
garantía que califique la conducta como terrorista. En virtud de esta calificación, que se efectuará mediante 
resolución fundada, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, por resolución igualmente 
fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:” 
 
Se sustituye la palabra “procesado” por “imputado” en: - incisos ya transcritos- 
Artículo 14 N° 1° Inciso 1°: “Recluir al reo en lugares públicos especialmente destinados a este objeto”. 
Artículo 14 inciso 2°: “Las medidas indicadas precedentemente no podrán afectar la comunicación del reo con 
sus abogados y la resolución que las imponga sólo será apelable en el efecto devolutivo”. 
 
Incisos tercero, cuarto, quinto y sexto reemplazados:  - ya transcritos -  
“Asimismo, el Ministerio del Interior, los Intendentes, los Gobernadores y los Comandantes de Guarnición  
podrán solicitar la intercepción, apertura o registro de las comunicaciones, registros privados o la observación, por 
cualquier medio de personas respecto de las cuales existan fundadas sospechas de la comisión o preparación de 
delitos que constituyan conductas terroristas. 
Corresponderá resolver sobre esta petición al tribunal que estuviere conociendo o le correspondería conocer del 
delito cometido o en preparación. La resolución se dictará sin conocimiento del afectado, será siempre fundada y 
no será susceptible de recurso alguno. Las medidas no podrán decretarse por un plazo superior a treinta días. 
El juez, de oficio o a petición de parte, podrá dejar sin efecto las medidas anteriormente señaladas en cualquier 
momento y su resolución será cumplida de inmediato por la autoridad competente. 
El abuso de poder en el ejercicio de las atribuciones que confiere el presente artículo será sancionado con la 
inhabilitación temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos”. 
Inciso en reemplazo: 
“Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento el Ministerio Público podrá solicitar autorización judicial para 
la realización de diligencias de investigación que la requieran, en los términos del artículo 236 del Código Procesal 
Penal”. 
 
6) Artículo sustituido: 
Artículo 15.- “Cuando a juicio del Tribunal resulte conveniente para el éxito de la investigación mantener en 
secreto las declaraciones y la individualización de los testigos, de denunciantes o de cualquier persona que deba 
comparecer en el proceso, o cuando cualquiera de dichas personas así lo requiera, el Tribunal hará constar dichos 
antecedentes en cuaderno separado, que tendrá carácter de confidencial y al cual tendrá acceso exclusivamente el 
Tribunal al que corresponda el conocimiento y fallo de algún recurso. 
Los antecedentes que obren en el referido cuaderno confidencial deberán ser dados a conocer al inculpado o reo 
para su adecuada defensa al momento de notificársele la acusación, en caso de que se pretendieren hacer valer en 
su contra para condenarlo”. 
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Artículo sustituto: 
Artículo 15.- “Sin perjuicio de las reglas generales sobre protección a los testigos contempladas en el Código 
Procesal Penal, si en la etapa de investigación el Ministerio Público estimare, por las circunstancias del caso, que 
existe un riesgo cierto para la vida o la integridad física de un testigo o de un perito, como asimismo de su 
cónyuge, ascendientes, descendientes, hermanos u otras personas a quienes se hallaren ligados por relaciones de 
afecto, dispondrá, de oficio o a petición de parte, las medidas especiales de protección que resulten adecuadas. 
Para proteger la identidad de los que intervengan en el procedimiento, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, 
el fiscal podrá aplicar todas o alguna de las siguientes medidas: 
a) que no conste en los registros de las diligencias que se practiquen sus nombres, apellidos, profesión u oficio, 
domicilio, lugar de trabajo, ni cualquier otro dato que pudiera servir para su identificación, pudiendo utilizar una 
clave u otro mecanismo de verificación para esos efectos. 
b) que su domicilio sea fijado, para notificaciones y citaciones, en la sede de la fiscalía o del tribunal, debiendo el 
órgano interviniente hacerlas llegar reservadamente a su destinatario, y 
c) que las diligencias que tuvieren lugar durante el curso de la investigación, a las cuales deba comparecer el 
testigo o perito protegido, se realicen en un lugar distinto de aquél donde funciona la fiscalía, y de cuya ubicación 
no se dejará constancia en el registro respectivo. 
Cualquiera de los intervinientes podrá solicitar al juez de garantía la revisión de las medidas resueltas por el 
Ministerio Público”. 
 
7) Artículos nuevos agregados a continuación del Artículo 15 que cambia correlativamente la numeración de los 
restantes: 
Artículo 16.- “El tribunal podrá decretar la prohibición de revelar, en cualquier forma, la identidad de testigos o 
peritos protegidos, o los antecedentes que conduzcan a su identificación. Asimismo, podrá decretar la prohibición 
para que sean fotografiados, o se capte su imagen a través de cualquier otro medio. 
La infracción de estas prohibiciones será sancionada con la pena de reclusión menor en su grado medio a 
máximo, tratándose de quien proporcionare la información. En caso de que la información fuere difundida por 
algún medio de comunicación social, se impondrá a su director, además, una multa de diez a cincuenta ingresos 
mínimos”. 
 
Artículo 17.- “De oficio o a petición del interesado, durante el desarrollo del juicio, o incluso una vez que éste 
hubiere finalizado, si las circunstancias de peligro se mantienen, el Ministerio Público o el tribunal otorgarán 
protección policial a quien la necesitare, de conformidad a lo prevenido en el artículo 308 del Código Procesal 
Penal”. 
 
Artículo 18.- “Las declaraciones de testigos y peritos, cuando se estimare necesario para su seguridad personal, 
podrán ser recibidas anticipadamente en conformidad con el artículo 191 del Código Procesal Penal. En este caso, 
el juez de garantía podrá disponer que los testimonios de estas personas se presten por cualquier medio idóneo 
que impida su identificación física normal. Igual sistema de declaración protegida podrá disponerse por el tribunal 
de juicio oral en lo penal, en su caso. 
Si las declaraciones se han de prestar de conformidad al inciso precedente, el juez deberá comprobar en forma 
previa la identidad del testigo o perito, en particular los antecedentes relativos a sus nombres y apellidos, edad, 
lugar de nacimiento, estado, profesión, industria o empleo y residencia o domicilio. Consignada en el registro tal 
comprobación, el tribunal podrá resolver que se excluya del debate cualquier referencia a la identidad que pudiere 
poner en peligro la protección de ésta. 
En ningún caso la declaración de cualquier testigo o perito protegido podrá ser recibida e introducida al juicio sin 
que la defensa haya podido ejercer su derecho a contrainterrogarlo personalmente”. 
 
Artículo 19.- “Las medidas de protección antes descritas podrán ir acompañadas, en caso de ser estrictamente 
necesario, de medidas complementarias, tal como la provisión de los recursos económicos suficientes para el 
cambio de domicilio u otra que se estime idónea en función del caso”. 
 
Artículo 20.- “El tribunal, en caso de ser estrictamente indispensable para la seguridad de estas personas podrá, 
con posterioridad al juicio, autorizarlas para cambiar de identidad. 
La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios 
para asegurar el carácter secreto de esta medida, conforme al reglamento que se dicte al efecto. 
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La novena modificación está dada por la Ley 19.906 de 13 de Noviembre de 2003 que 
“Modifica la Ley 18.314 sobre conductas terroristas, en orden a sancionar más eficazmente la 
financiación del terrorismo, en conformidad a lo dispuesto por el Convenio Internacional para 
la represión de la financiación del terrorismo”, la cual en su artículo único agrega el Artículo 8° 
(cuyo artículo primitivo había sido derogado por el numeral 3° del Artículo único de la Ley 
18.937) en orden a penalizar al que recaude o provea fondos para financiar actividades de 
índole terrorista27. 
 
La siguiente modificación es la dictación del Decreto 142 que fija “Reglamento sobre 
interceptación y grabación de comunicaciones telefónicas y de otras formas de 
                                                                                                                                                    
Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que dé lugar esta medida serán secretas. El funcionario del 
Estado que violare este sigilo será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo. 
Quienes hayan sido autorizados para cambiar de identidad sólo podrán usar sus nuevos nombres y apellidos en el 
futuro. El uso malicioso de su anterior identidad y la utilización fraudulenta de la nueva, serán sancionados con la 
pena de presidio menor en su grado mínimo”. 
 
8) Artículo 16 (antiguo) – reemplazado – : “Las personas mencionadas en el artículo precedente podrán declarar 
en lugar distinto al del recinto del Tribunal y de cuya ubicación no se requerirá dejar constancia en el expediente”. 
Artículo 21 – reemplazante - : “Cuando se trate de la investigación de los delitos a que se refiere esta ley, si el 
Ministerio Público estimare que existe riesgo para la seguridad de testigos o peritos, podrá disponer que 
determinadas actuaciones, registros o documentos sean mantenidos en secreto respecto de uno o más 
intervinientes, en los términos que dispone el artículo 182 del Código Procesal Penal. El plazo establecido en el 
inciso tercero de esta última disposición podrá ampliarse hasta por un total de seis meses. 
El que revelare actuaciones, registros o documentos ordenados mantener en secreto será castigado con presidio 
menor en sus grados medio a máximo”. 
 
27 Artículo 8°: “El que por cualquier medio, directa o indirectamente, solicite, recaude o provea fondos con la 
finalidad de que se utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas señalados en el artículo 2º, será 
castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio, a menos que en virtud de la provisión de 
fondos le quepa responsabilidad en un delito determinado, caso en el cual se le sancionará por este último título, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 294 bis del Código Penal”. 
 
Artículo 294 bis Código Penal. Las penas de los artículos 293 y 294 se impondrán sin perjuicio de las que 
correspondan, por  los crímenes o simples delitos cometidos con motivo u  ocasión de tales actividades. 
Cuando la asociación se hubiere formado a través de una persona jurídica, se impondrá además, como 
consecuencia accesoria de la pena impuesta a los responsables individuales, la disolución o cancelación de la 
personalidad jurídica. 
Artículo 293 Código Penal: “Si la asociación ha tenido por objeto la perpetración de crímenes, los jefes, los que 
hubieren ejercido mando en ella y sus provocadores, sufrirán la pena de presidio mayor en cualquiera de sus 
grados. 
Cuando la asociación ha tenido por objeto la perpetración de simples delitos, la pena será presidio menor en 
cualquiera de sus grados para los individuos comprendidos en el acápite anterior. 
Artículo 294 Código Penal: Cualesquiera otros individuos que hubieren  tomado parte de la asociación y los que 
a sabiendas y  voluntariamente le hubieren suministrado medios e instrumentos para cometer los crímenes o 
simples delitos, alojamiento, escondite o lugar de reunión,  serán castigados, en el primer caso previsto por el  
artículo precedente, con presidio menor en su grado  medio, y en el segundo, con presidio menor en su grado  
mínimo. 
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telecomunicación”28 de 22 de Septiembre de 2005 que regula el procedimiento para que los 
prestadores de estos servicios den cumplimiento oportuno a los requerimientos judiciales 
según las facultades que tiene la autoridad de la materia para ordenar interceptar las 
comunicaciones privadas protegidas por la Constitución, y que se decretó según lo visto en 
función de - entre otras disposiciones legales atingentes - el Artículo 14 de la Ley 18.314, por lo 
que no corresponde a una modificación propiamente tal a la ley en estudio ni al resto 
contenida en el reglamento sino que es una norma que regula y profundiza un mandato 
ordenado en la ley. 
 
La décima reforma está contenida en el Artículo 4° de la Ley 20.074 de 14 de Noviembre de 
2005 que “Modifica los Códigos Procesal Penal y Penal”, el cual reemplaza el encabezamiento 
                                                 
28 Reglamento: 
1.- El presente reglamento regulará el procedimiento que deberán seguir los prestadores de servicios de 
telecomunicaciones frente a los requerimientos judiciales para proceder a la interceptación y a la grabación de las 
comunicaciones sostenidas por sus usuarios. 
2.- Para efectos de llevar a cabo las interceptaciones y grabaciones decretadas, los prestadores de servicios de 
telecomunicaciones darán cumplimiento a ellas, en el plazo y la forma establecida en el oficio respectivo por el 
tribunal que conozca de la causa. 
El incumplimiento de los plazos judiciales se considerará como una infracción al presente reglamento, sin 
perjuicio de los apercibimientos que pudiere imponer el juez en el ejercicio de sus atribuciones. 
3.- Los prestadores de servicios de telecomunicaciones deberán tener disponibles para los organismos operativos 
policiales correspondientes los medios necesarios para proceder a llevar a efecto las diligencias a que se refiere el 
artículo anterior, en los términos de los artículos 113 ter y 222 del Código de Procedimiento Penal y del Código 
Procesal Penal, respectivamente, incluyendo todos los servicios a los que pueda acceder el usuario o suscriptor 
respecto del cual se hubiere decretado la intervención de sus comunicaciones. 
4.- Asimismo, los prestadores requeridos deberán cuidar que las intervenciones se ejecuten de manera tal que se 
proteja la privacidad y la seguridad de las comunicaciones cuya interceptación y grabación no fue autorizada, 
debiendo evitar cualquier tipo de intromisión en ellas. Además, deberán adoptar las medidas de 
resguardo necesarias para que no se produzcan alteraciones en el servicio, que pudieren alertar a las personas 
cuyas comunicaciones se ha ordenado interceptar y grabar. 
5.- Tampoco podrán, bajo ningún respecto, mantener o incorporar en sus redes tecnología ni equipamiento que 
dificulte o impida, de manera alguna, el cumplimiento de las órdenes emanadas de autoridad competente que 
tengan por objeto la interceptación y la grabación de las comunicaciones, conforme a los procedimientos 
legalmente establecidos. 
6.- Los proveedores de acceso a Internet deberán mantener, en carácter reservado, a disposición del Ministerio 
Público y de toda otra institución que se encuentre facultada por ley para requerirlo, un listado actualizado de sus 
rangos autorizados de direcciones IP y un registro, no inferior a seis meses, de los números IP de las conexiones 
que realicen sus abonados. Asimismo, deberán otorgar las facilidades necesarias para llevar a cabo las 
intervenciones que fueren ordenadas, debiendo sujetarse al respecto a lo prescrito en el artículo 2º del presente 
reglamento. 
7.- La Subsecretaría de Telecomunicaciones dictará la normativa técnica que fuere necesaria para hacer efectivos 
los requerimientos de interceptación y grabación precedentemente referidos. 
8.- Las infracciones al presente reglamento se sancionarán de acuerdo a las disposiciones del Título VII de la Ley 
General de Telecomunicaciones, sin perjuicio de las demás sanciones que fueren procedentes, de conformidad 
con la legislación común aplicable al efecto. 
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del inciso primero del Artículo 14 de la ley en análisis, referido a la petición de adopción de 
ciertas medidas procesales por parte del Ministerio Público al juez de garantía29. 
 
La undécima reforma, por su parte, se ha producido en un contexto nacional bastante 
mediático a raíz del sostenido conflicto mapuche en el sur de nuestro país, y que ha provocado 
que distintos tipos de autoridades intervengan activa y directamente en la modificación de la 
norma para cautelar de mejor manera los derechos de los imputados, toda vez que su 
vulneración se agudizaba profundamente cuando el sujeto activo del hecho punible era un 
actor de esta índole. 
 
De esta manera, se dictaron las leyes 20.467 y 20.477 de 8 de Octubre y 30 de Diciembre de 
2010 producidas bajo un polémico contexto de huelga hambre de treinta y dos comuneros 
mapuches que dio origen a una importante intervención de distintos sectores de poder  - tanto 
políticos como no políticos - para terminar con el conflicto, siendo sólo la primera de ellas una 
genuina modificación de la Ley 18.314 porque en cuanto a la segunda, es una corrección al 
sistema procesal en general pero que afecta naturalmente a delitos cometidos con fines 
terroristas, y es por ello que será materia de análisis. 
 
En efecto, la primera norma elimina la presunción de dolo terrorista, rebaja la penalidad del 
delito de incendio y permite interrogar al testigo o perito protegido sobre la credibilidad o 
acreditación de los hechos punibles, entre sus principales cambios30; y la segunda restringe la 
                                                 
29 Encabezado de artículo reemplazado 
Artículo 14: “En los casos del artículo 1° de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o 
una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público solicitará al juez 
de garantía que califique la conducta como terrorista. En virtud de esta calificación, que se efectuará mediante 
resolución fundada, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, por resolución igualmente 
fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:” 
Encabezado de artículo reemplazante 
Artículo 14: “En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o 
una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al 
juez de garantía que decrete, además, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:” 
 
30 Ley 20.467 
 
Artículo 1°:  
 
1) Reemplaza Artículo 1° por el siguiente: “Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2º, 
cuando el hecho se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado 
de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la 
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evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de 
personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias”. 
Artículo 1º reemplazado: “Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2°, cuando en ellos 
concurriere alguna de las circunstancias siguientes: 
1a Que el delito se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado 
de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la 
evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de 
personas. 
Se presumirá la finalidad de producir dicho temor en la población en general, salvo que conste lo contrario, por el 
hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, 
medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o mediante el envío de 
cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos. 
2a Que el delito sea cometido para arrancar resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias. 
 
2) Se efectúan las siguientes enmiendas al Artículo 2º: 
a) Encabezamiento del artículo: se reemplaza la frase “reunieren alguna de las características señaladas en el 
artículo anterior” por “cumplieren lo dispuesto en el artículo anterior”. 
b) Sustituye numeral 1º por el siguiente: “Los de homicidio sancionados en el artículo 391; los de lesiones 
establecidos en los artículos 395, 396, 397 y 398; los de secuestro y de sustracción de menores castigados en los 
artículos 141 y 142; los de envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis; los de incendio y 
estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 y 480, y las infracciones contra la salud pública de los artículos 
313 d), 315 y 316, todos del Código Penal. Asimismo, el de descarrilamiento contemplado en los artículos 105, 
106, 107 y 108 de la Ley General de Ferrocarriles”. 
c) Sustituye numeral 4º por el que sigue: Colocar, enviar, activar, arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos 
explosivos o incendiarios de cualquier tipo, armas o artificios de gran poder destructivo o de efectos tóxicos, 
corrosivos o infecciosos. 
d) Suprime inciso final 
 
Artículo original objeto de la enmienda antes referida 
Artículo 2°.- Constituirán delitos terroristas, cuando reunieren algunas de las características señaladas en el 
artículo anterior: 
1.- Los de homicidio sancionados en los artículos 390 y 391; los de lesiones penados en los artículos 395, 396, 397 
y 399; los de secuestro, sea en forma de encierro o detención, sea de retención de una persona en calidad de 
rehén, y de sustracción de menores, castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de efectos explosivos del 
artículo 403 bis; los de incendio y estragos, reprimidos en los artículos 474, 475, 476 y 480; las infracciones contra 
la salud pública de los artículos 313 d), 315 y 316; el de descarrilamiento, contemplado en los artículos 323, 324, 
325 y 326, todos del Código Penal. 
2.- Apoderarse o atentar en contra de una nave, aeronave, ferrocarril, bus u otro medio de transporte público en 
servicio, o realizar actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o 
tripulantes. 
3.- El atentado en contra de la vida o la integridad corporal del Jefe del Estado o de otra autoridad política, 
judicial, militar, policial o religiosa, o de personas internacionalmente protegidas, en razón de sus cargos. 
4.- Colocar, lanzar o disparar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, que afecten o 
puedan afectar la integridad física de personas o causar daño. 
5.- La asociación ilícita cuando ella tenga por objeto la comisión de delitos que deban calificarse de terroristas 
conforme a los números anteriores y al artículo 1°”. 
 
3) Se modifica Artículo 3º de la siguiente forma: 
a) Inciso 1º: se suprime la conjunción “o” que sigue a continuación de la locución “Código Penal”; se intercala 
después del guarismo “12.927” la frase “o en la Ley General de Ferrocarriles”; y se agrega la frase final “Con todo, 
en el caso de los numerales 1º y 2º del artículo 476 del Código Penal, la pena se aumentará en uno o dos grados, y 
en el caso del numeral 3º del artículo 476, se aplicarán las sanciones previstas en dicha disposición, con excepción 
de la pena de presidio mayor en su grado mínimo”. 
b) Inciso 2º: se reemplaza la oración segunda por “Si se ocasionare la muerte o lesiones graves de alguno de los 
tripulantes o pasajeros de cualquiera de los medios de transporte mencionados en dicho número, se impondrá la 
pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado”. 
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Artículo 3º sin la modificación: “Los delitos señalados en los números 1.- y 3.- del artículo 2° serán sancionados 
con las penas previstas para ellos en el Código Penal, o en la ley N° 12.927, en sus respectivos casos, aumentadas 
en uno, dos o tres grados. 
Los delitos contemplados en el número 2.- del artículo 2° serán sancionados con presidio mayor en cualquiera de 
sus grados. Si a consecuencia de tales delitos resultare la muerte o lesiones graves de alguno de los tripulantes o 
pasajeros de cualquiera de los medios de transporte mencionados en dicho número, el delito será considerado 
como de estragos y se penará conforme a los artículos 474 y 475 del Código Penal, en sus respectivos casos, y al 
inciso primero de este artículo. Los delitos señalados en el número 4.- del artículo 2° serán penados con presidio 
mayor en cualquiera de sus grados. 
El delito de asociación ilícita para la comisión de actos terroristas será penado conforme a los artículos 293 y 294 
del Código Penal, y las penas allí previstas se aumentarán en dos grados, en los casos del artículo 293 y en un 
grado en los del artículo 294. Será también aplicable lo dispuesto en el artículo 294 bis del mismo Código”. 
 
4) Se suprime inciso 2º Artículo 3º bis:  
Inciso 2º suprimido: “Dentro de los límites de las penas imponibles, además de las reglas generales del Código 
Penal, el tribunal tomará especialmente en consideración, para la determinación final de la pena, la forma 
innecesariamente cruel de su ejecución y la mayor o menor probabilidad de la comisión de nuevos delitos 
semejantes por parte del reo, atendidos los antecedentes y la personalidad de éste y los datos que arroje el proceso 
sobre las circunstancias y móviles del delito”. 
 
5) Se sustituye Artículo 7º: 
Artículo sustituido 
Artículo 7°.- “La tentativa de comisión de un delito terrorista de los contemplados en esta ley será sancionada 
con la pena mínima señalada por la ley para el delito consumado. Si esta última constare de un solo grado, se 
aplicará lo dispuesto en el artículo 67 del Código Penal y se impondrá a la tentativa el mínimo de ella. 
La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los mencionados delitos, será castigada como tentativa del 
mismo.  
La conspiración respecto de los mismos delitos se castigará con la pena correspondiente al delito consumado, 
rebajada en uno o dos grados”. 
 
Artículo sustituto 
Artículo 7º: “La tentativa de cometer alguno de los delitos a que se refiere esta ley se castigará con la pena 
asignada al respectivo ilícito, rebajada en uno o dos grados. La conspiración para cometer alguno de esos delitos 
se sancionará con la pena señalada por la ley al delito rebajada en dos grados. Lo expuesto en el presente inciso es 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3º bis. 
La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos mencionados en esta ley será sancionada con las 
penas de la tentativa del delito respectivo, sin efectuarse los aumentos de grados señalados en el artículo 3º. Lo 
expuesto precedentemente no tendrá lugar si el hecho mereciere mayor pena de acuerdo al artículo 296 del 
Código Penal”. 
 
6) Se reemplaza frases del Artículo 8º “en sus grados mínimo a medio” por “en su grado medio a presidio mayor 
en su grado mínimo”. 
Artículo sin la reforma 
Artículo 8°: “El que por cualquier medio, directa o indirectamente, solicite, recaude o provea fondos con la 
finalidad de que se utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas señalados en el artículo 2º, será 
castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio, a menos que en virtud de la provisión de 
fondos le quepa responsabilidad en un delito determinado, caso en el cual se le sancionará por este último título, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 294 bis del Código Penal”. 
 
 
7) Se agrega Artículo 9º (por estar derogado en virtud de la Ley 18.937) 
Artículo 9º: Quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere de la tentativa de cometer algunos de los 
delitos previstos en esta ley, siempre que revele a la autoridad su plan y las circunstancias del mismo. 
En los casos de conspiración o de tentativa en que intervengan dos o más personas como autores, inductores o 
cómplices, quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere cumpliendo con la exigencia prevista en el 
inciso precedente, siempre que por su conducta haya conseguido efectivamente impedir la consumación del hecho 
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competencia de los Tribunales Militares para conocer procesos en que participen civiles y 
menores de edad. 
 
Sobre esto último (la restricción de competencia), en primer término hay que señalar que en 
virtud de los artículos 1º, 2º y 3º se radica la competencia en los tribunales ordinarios con 
                                                                                                                                                    
o si la autoridad ha logrado igual propósito como consecuencia de las informaciones o datos revelados por quien 
se ha desistido. De producirse la consumación del delito, se estará a lo dispuesto en el artículo 4º. 
 
 
8) Se agrega al Artículo 18 inciso final las siguientes oraciones finales 
Artículo 18 sin agrego de frases – antes transcrito -  
“Las declaraciones de testigos y peritos, cuando se estimare necesario para su seguridad personal, podrán ser 
recibidas anticipadamente en conformidad con el artículo 191 del Código Procesal Penal. En este caso, el juez de 
garantía podrá disponer que los testimonios de estas personas se presten por cualquier medio idóneo que impida 
su identificación física normal. Igual sistema de declaración protegida podrá disponerse por el tribunal de juicio 
oral en lo penal, en su caso. 
Si las declaraciones se han de prestar de conformidad al inciso precedente, el juez deberá comprobar en forma 
previa la identidad del testigo o perito, en particular los antecedentes relativos a sus nombres y apellidos, edad, 
lugar de nacimiento, estado, profesión, industria o empleo y residencia o domicilio. Consignada en el registro tal 
comprobación, el tribunal podrá resolver que se excluya del debate cualquier referencia a la identidad que pudiere 
poner en peligro la protección de ésta. 
En ningún caso la declaración de cualquier testigo o perito protegido podrá ser recibida e introducida al juicio sin 
que la defensa haya podido ejercer su derecho a contrainterrogarlo personalmente”. 
 
Frases agregadas: 
“El defensor podrá dirigir al testigo o perito protegido las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o 
acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un 
riesgo de revelar su identidad. Lo expuesto en este inciso se aplicará a quien se encuentre en el caso del artículo 
9º”. 
 
 
Artículo 2º: - modifica Artículo 20 de la Ley 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público de 15 de 
Octubre de 1999 –  
 
Artículo 20: La Fiscalía Nacional contará con las siguientes unidades administrativas: 
     a) División de Estudios, Evaluación, Control  y Desarrollo de la Gestión; 
     b) División de Contraloría Interna; 
     c) División de Recursos Humanos; 
     d) División de Administración y Finanzas; 
     e) División de Informática, y 
     f) División de Atención a las Víctimas y Testigos, que tendrá por objeto velar por el cumplimiento   de las 
tareas que a este respecto le encomiende al Ministerio Público la ley procesal penal.  
Frase agregada: “Asimismo, le corresponderá prestar asesoría a quienes sean víctimas de delitos que la ley 
califica como terroristas”. 
 
 
Artículo 3º:  
“Si las conductas tipificadas en la Ley 18.314 o en otras leyes fueren ejecutadas por menores de dieciocho años, 
por aplicación del principio de especialidad se aplicarán siempre el procedimiento y las rebajas de penas 
contempladas en la ley 20.084, que establece un sistema de responsabilidad adolescente. 
Será circunstancia agravante de los delitos contemplados en la Ley 18.314 actuar con menores de dieciocho años”. 
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competencia en materia penal cuando participen civiles y menores de edad (siguiendo la misma 
regla en los casos de coautoría y coparticipación entre civiles y militares), y que en casos de 
contiendas de competencia entre tribunales militares y ordinarios la Corte Suprema deberá 
resolver. 
 
En segundo término, se modifican ciertas disposiciones del Código de Justicia Militar; la Ley 
12.927 sobre Seguridad del Estado; la ley 17.798 sobre Control de Armas; la Ley 18.953 que 
Dicta Normas sobre Movilización; el Código Aeronáutico; y el Código Orgánico de Tribunales 
en virtud de los artículos 4º al 9º respectivamente, siendo la más importante a nuestro leal 
entender la contenida en el Artículo 6º del Código de Justicia Militar, ya que es la base del resto 
de las correcciones31. 
 
En tercer y último término la norma señala nueve artículos transitorios referidos a los procesos 
iniciados antes de la reforma, los cuales deberán continuar su tramitación ante la justicia 
ordinaria cuando se trate de una persona que no tenga la calidad de militar (Artículo 1º 
Transitorio), fijando las reglas correspondientes a la remisión de antecedentes, exhortos y 
plazos entre otras cuestiones de importancia en los artículos posteriores.  
 
                                                 
31 Artículo sustituto 
Artículo 6º: “Para los efectos de este Código y de las demás leyes procesales y penales pertinentes, se 
considerarán militares los funcionarios pertenecientes a las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, 
constituidos por el personal de planta, personal llamado al servicio y el personal de reserva llamado al servicio 
activo. 
Además, se considerarán militares los soldados conscriptos; los Oficiales de Reclutamiento; las personas que sigan 
a las Fuerzas Armadas en estado de guerra; los prisioneros de guerra, que revistan el carácter de militar, los 
cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile. 
Con todo, los menores de edad siempre estarán sujetos a la competencia de los tribunales ordinarios, de acuerdo a 
las disposiciones de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por 
infracciones a la ley penal. 
Para efectos de determinar la competencia de los tribunales militares, la calidad de militar debe poseerse al 
momento de comisión del delito”. 
 
Artículo sustituido 
Artículo 6º: “Para los efectos de este Código, se considerarán militares los que se encuentren comprendidos en 
las leyes de planta o dotación del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Carabineros; los alumnos que efectúan los dos 
últimos años de estudios en las Escuelas Matrices para Oficiales de las Fuerzas Armadas, y los aspirantes a 
Oficiales que integran los cursos de la Escuela de Carabineros; los Oficiales de Reclutamiento; los conscriptos; los 
miembros de las Fuerzas Armadas desde que sean llamados al servicio; las personas que las sigan en campaña en 
el estado de guerra; y los prisioneros de guerra”. 
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El problema de estos artículos se plantea con respecto al Artículo 8º Transitorio en relación a 
la prueba rendida ante los tribunales militares y su validez en sede ordinaria, ya que no puede 
ser excluida en virtud del Artículo 276 inciso 3º del Código Procesal Penal, esto es, en aquellos 
casos en que hayan sido obtenidas con inobservancia de garantías fundamentales (sin perjuicio 
del resto de las hipótesis contenidas en el artículo como por ejemplo, las manifiestamente 
impertinentes o las que produzcan efectos puramente dilatorios). 
 
Hacemos la salvedad porque el fin último de la restricción de la competencia de los tribunales 
militares es que la justicia militar tiene “una serie de materias que están retrasadas” 
(HISTORIA DE LA LEY 20.477, pág. 5, párrafo 3º) en relación a la justicia ordinaria, y es por 
ello que si bien es cierto no podemos excluir a priori una prueba rendida ante un tribunal 
legalmente establecido por ley y con anterioridad al hecho punible (independientemente de su 
carácter especial, en este caso militar), no debemos tampoco imponer la obligación de aceptar 
la prueba rendida sin objeción alguna suprimiéndole al juez de garantía la facultad de excluirla 
cuando tenga méritos o razones fundadas de hacerlo en virtud de las hipótesis del Artículo 276; 
todo ello porque la justicia militar no otorga las mismas garantías procesales de equidad y 
justicia (incluyendo la forma de obtención de la prueba) que la justicia ordinaria con la reforma 
procesal penal sí entrega, y en consecuencia estamos, por una parte, brindándole las garantías 
procesales a los imputados civiles que no debieron nunca haber sido restringidas, y por otra, 
desconociéndolas cuando hayan tenido “la dicha” de haber sido procesados antes de la 
reforma. 
 
Con todo, lo que se debió haber hecho en este caso es que el Ministerio Público señale 
simplemente los medios de prueba rendidos anteriormente ante el Tribunal Militar como 
corresponde, y que el Juez de Garantía pondere la validez de la prueba en virtud del Artículo 
276 del Código como si se tratase de una prueba obtenida por el Ministerio Público, y no 
obligarlo a aceptar y validarla como ocurre hoy en los términos del artículo transitorio. 
 
Por último, la duodécima modificación está contenida en la Ley 20.519 de 21 de Junio de 2011, 
que “Modifica disposiciones de la ley 18.314 y otro cuerpo legal, excluyendo de su aplicación a 
conductas ejecutadas por menores de edad”, la cual estriba en la errónea interpretación que 
realiza el Ministerio Público en la aplicación de la norma en análisis. En efecto, la Ley 20.084 
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de “Responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal” de 28 de Noviembre 
de 2005 establece “un régimen penal y diferenciado, tanto en sus aspectos sustantivos como procesales, en 
atención al sujeto al que se dirige”32 distinto en comparación a los imputados y condenados mayores 
de edad; y la Ley 20.467 en su Artículo 3°, por su parte, consagró que las conductas terroristas 
tipificadas en la Ley 18.314 realizadas por menores de dieciocho años se debía aplicar, en 
virtud del principio de especialidad, las rebajas de penas y el proceso contemplado en la Ley 
20.084, constituyendo un agravante el actuar con menores de edad. 
 
Como consecuencia de lo anterior, la misma historia modificatoria de la ley en su página 60 ha 
señalado que se ha formalizado por delitos terroristas a menores de dieciocho años utilizando 
las facultades y medidas cautelares especiales que otorga aquella legislación, y que a pesar de no 
haber condenas por estos ilícitos es igualmente gravoso para los menores toda vez que se 
aplica un sistema ajeno al especial adolescente que tiene como finalidad la reeducación, y que 
en algunos casos, las restricciones quiebran el principio de proporcionalidad que la ley sobre 
responsabilidad adolescente contempla.  
 
A mayor abundamiento, en la página 62 del mismo documento se evidencia que la indebida 
interpretación de la ley se basa en que el sistema penal de responsabilidad adolescente no 
señala delitos, y que el Código Penal por su parte mantenía estas conductas como  terroristas 
sin hacer distinciones, por lo que el Ministerio Público concluía que podía procesar y condenar 
bajo el amparo de la Ley 18.314 pero aplicando la ley sobre responsabilidad adolescente para la 
determinación de la pena, cuestiones que fueron criticadas por los organismos internacionales 
UNICEF; Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas; y Oficina del Relator 
Especial de la Niñez de la Organización de Estados Americanos . 
 
Así las cosas, el Artículo 1° de la norma modifica el Artículo 1° de la Ley 18.314 consagrando 
la exclusión de los menores de edad33, y el Artículo 2° deroga el Artículo 3° de la Ley 20.467 
                                                 
32 HISTORIA DE LA LEY 20.519, pág. 60, párrafo 3º. 
 
33 Artículo 1° Ley 18.314 sin modificar: “Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2º, cuando 
el hecho se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser 
víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la 
evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de 
personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias”. 
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referido tanto al principio de especialidad como a la circunstancia agravante de actuar con 
menores de edad34.  
 
Como a manera de síntesis, solamente cabe señalar que todas estas modificaciones han sido 
evidentemente positivas ya que han mejorado sustancialmente el sistema de la ley original con 
lo que tenemos hoy en día – como la posibilidad de interrogación a testigos protegidos o la 
exclusión de los menores de edad, por ejemplo – . Sin embargo – y al margen de la calificación 
de las reformas – el problema más grave se suscita en relación al contexto político en que todas 
se producen (o por lo menos la mayoría), debido a que es necesario una situación coyuntural 
para que los legisladores y autoridades políticas en general tengan iniciativa de enmienda de ley, 
siendo ejemplo de ello la huelga de comuneros mapuches que trajo como consecuencia la 
exclusión de menores de edad o la restricción de competencia de los Tribunales Militares. 
 
Con todo, un sistema penal no puede estar sometido al yugo de circunstancias particulares que 
conlleven a corregir falencias de forma rápida para así terminar con las protestas ciudadanas o 
de determinados grupos sociales perjudicados, sino que a partir del cambio de realidades 
producido se modifique el sistema de forma reflexiva y sin apuros, para así poder brindar un 
sistema jurídico que mejore el fondo de sus disposiciones (no sólo determinadas situaciones 
aisladas que en lo general no resuelvan el problema principal), evitando la producción de 
inconsistencias como la referida a propósito de la restricción de Tribunales Militares, en donde 
no se cumple del todo el espíritu de la enmienda (sin perjuicio de su virtud). 
 
 
 
 
                                                                                                                                                    
Incisos agregados (2° y 3° respectivamente): 
“La presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años. 
La exclusión contenida en el inciso anterior no será aplicable a los mayores de edad que sean autores, cómplices o 
encubridores del mismo hecho punible. En dicho caso la determinación de la pena se realizará en relación al delito 
cometido de conformidad a esta ley”. 
 
34 Artículo derogado 
Artículo 3°: “Si las conductas tipificadas en la Ley Nº 18.314 o en otras leyes fueren ejecutadas por menores de 
dieciocho años, por aplicación del principio de especialidad se aplicarán siempre el procedimiento y las rebajas de 
penas contemplados en la Ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad penal adolescente. 
Será circunstancia agravante de los delitos contemplados en la Ley Nº 18.314 actuar con menores de dieciocho 
años”. 
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CAPITULO II 
 
ANALISIS CRITICO DE LA LEY 
 
 
 
1.- DEL CONCEPTO 
 
 
1.1.- Concepto Legal y Delitos que contempla 
 
 
Para construir un concepto legal de terrorismo35 podemos efectuarlo de forma objetiva o 
subjetiva – sin perjuicio del carácter mixto que le han brindado las legislaciones occidentales - ; 
comprendiéndolo en su aspecto objetivo como un delito que atenta contra bienes jurídicos 
individuales en virtud de la naturaleza de los medios empleados (como un secuestro con fines 
terroristas en donde se atente contra la vida y la integridad física y psíquica de la persona36), ó 
como un delito que atenta contra bienes jurídicos colectivos o supraindividuales en relación a 
los resultados provocados – aspecto subjetivo - (el mismo ejemplo anterior pero ponderando 
los efectos provocados - “el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie”37 y/ó la 
finalidad política del autor – “para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle 
exigencias”38 - ). 
 
De acuerdo a ello, nuestra ley lo define de forma mixta en el Artículo 1° aludiendo 
básicamente al móvil o dolo terrorista, y enumera taxativamente en el artículo siguiente los 
delitos comunes que bajo los cánones del artículo referido pueden ser considerados como 
terroristas: 
                                                 
35 Lo expresado en este parágrafo es en consideración al documento “Elementos para un concepto jurídico de 
terrorismo”, por Myrta Villegas, de 29 de Mayo de 2011. 
36 Artículo 19 n° 1° Constitución Política de la República. 
37 Artículo 1° inciso 1° Ley 18.314. 
38 Idem.  
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 “Artículo 1º.- Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2º, cuando el hecho se cometa con 
la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la 
misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un 
plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para 
arrancar  o  inhibir  resoluciones  de la   autoridad  o   imponerle   exigencias.  
La presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años. 
La exclusión contenida en el inciso anterior no será  aplicable a los mayores de edad que sean autores, cómplices 
o encubridores del mismo hecho punible.  
En dicho caso la determinación de la pena se realizará en relación al delito cometido de conformidad a esta ley”. 
Artículo 2°.- Constituirán delitos terroristas, cuando cumplieren lo dispuesto en el artículo anterior:  
1.- Los de homicidio sancionados en el artículo 391; los de lesiones establecidos en los artículos 395, 396, 397 
y 398; los de secuestro y de sustracción de menores castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de cartas o 
encomiendas explosivas del artículo 403 bis; los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 
475, 476 y 480, y las infracciones contra la salud pública de los artículos 313 d), 315 y 316, todos del Código 
Penal. Asimismo, el de descarrilamiento contemplado en los artículos 105, 106, 107 y 108 de la Ley General 
de Ferrocarriles.  
2.- Apoderarse o atentar en contra de una nave,  aeronave, ferrocarril, bus u otro medio de transporte  público 
en servicio, o realizar actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o 
tripulantes. 
3.- El atentado en contra de la vida o la integridad corporal del Jefe del Estado o de otra autoridad política, 
judicial, militar, policial o religiosa, o de personas internacionalmente protegidas, en razón de sus cargos. 
4.- Colocar, enviar, activar, arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de 
cualquier tipo, armas o artificios de gran poder destructivo o de efectos tóxicos, corrosivos o infecciosos.  
5.- La asociación ilícita cuando ella tenga por objeto la comisión de delitos que deban calificarse  de terroristas 
conforme a los números anteriores y al artículo 1°. 
INCISO DEROGADO 
 
 
De esta forma, los delitos enumerados en este artículo son terroristas cuando cumplieren con 
los requisitos del Artículo 1° los siguientes39: 
                                                 
39 Lo escrito entre paréntesis es nuestro, además de lo destacado. 
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a) Número 1: contempla los delitos contra las personas, propiedad, y orden y seguridad 
pública cometidos por particulares consagrados en el Código Penal; y las distintas hipótesis de 
descarrilamiento  contenido en la Ley General de Ferrocarriles.  
 
- Código Penal - 
 
Homicidio Calificado y Homicidio Simple 
Artículo 391: “El que mate a otro y no esté comprendido en el artículo anterior (Artículo 390 parricidio), 
será penado:  
1° Con presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo, si ejecutare el homicidio con alguna de las  
circunstancias siguientes: 
Primera. Con alevosía. 
Segunda. Por premio o promesa remuneratoria. 
Tercera. Por medio de veneno. 
Cuarta. Con ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor al ofendido. 
Quinta. Con premeditación conocida. 
2° Con presidio mayor en sus grados mínimo a medio en cualquier otro caso”. 
 
Lesiones corporales (exceptuando las lesiones leves y menos graves)  
Artículo 395: “El que maliciosamente castrare a otro será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo 
a medio”.   
(castración) 
Artículo 396: “Cualquiera otra mutilación de un miembro importante que deje al paciente en la 
imposibilidad de valerse por sí mismo o de ejecutar las funciones naturales que antes ejecutaba, hecha también 
con malicia, será penada con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.  
(mutilación miembro importante) 
En los casos de mutilaciones de miembros menos importantes, como un dedo o una oreja, la pena será presidio 
menor en sus grados mínimo a medio”.  
(mutilación miembro menos importante) 
Artículo 397: “El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a otro, será castigado como responsable de 
lesiones graves:  
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1° Con la pena de presidio mayor en su grado mínimo,  si de resultas de las lesiones queda el ofendido demente, 
inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.  
(graves gravísimas) 
2° Con la de presidio menor en su grado medio, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad 
para el trabajo por más de treinta días”. 
(simplemente graves) 
Artículo 398: “Las penas del artículo anterior son aplicables respectivamente al que causare a otro alguna 
lesión grave, ya sea administrándole a sabiendas sustancias o bebidas nocivas o abusando de su credulidad o 
flaqueza de espíritu”. (lesiones graves) 
(no se contemplan en esta legislación las lesiones reputadas menos graves del Artículo 399 ni las lesiones leves -  
faltas - del Artículo 494 n° 5) 
 
Envío Cartas o Encomiendas Explosivas 
Artículo 403 bis: “El que enviare cartas o encomiendas explosivas de cualquier tipo que afecten o puedan 
afectar la vida o integridad corporal de las personas, será penado con presidio mayor en su grado mínimo”. 
 
Incendio y Estragos 
Artículo 474: “El que incendiare edificio, tren de  ferrocarril, buque u otro lugar cualquiera, causando la  
muerte de una o más personas cuya presencia allí pudo prever, será castigado con presidio mayor en su grado 
máximo a presidio perpetuo. 
La misma pena se impondrá cuando del incendio no resultare muerte sino mutilación de miembro importante o 
lesión grave de las comprendidas en el número 1° del artículo 397. 
(es decir, la lesión grave gravísima) 
Las penas de este artículo se aplicarán respectivamente en el grado inferior de ellas si a consecuencia de 
explosiones ocasionadas por incendios, resultare la muerte o lesiones graves de personas que se hallaren a 
cualquier distancia del lugar del siniestro”. 
Artículo 475: “Se castigará al incendiario con presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo. 
1° Cuando ejecutare el incendio en edificios, tren de ferrocarril, buque o lugar habitados o en que actualmente 
hubiere una o más personas, siempre que el culpable haya podido prever tal circunstancia. 
2° Si lo ejecutare en buques mercantes cargados con objetos explosivos o inflamables, en buques de guerra, 
arsenales, astilleros, almacenes, fábricas o depósitos de pólvora o de otras sustancias explosivas o inflamables, 
 31
parques de artillería, maestranzas, museos, bibliotecas, archivos, oficinas o monumentos públicos u otros lugares 
análogos a los enumerados”. 
Artículo 476: “Se castigará con presidio mayor en cualquiera de sus grados:  
1° Al que incendiare un edificio destinado a servir de morada, que no estuviere actualmente habitado. 
2° Al que dentro de poblado incendiare cualquier edificio o lugar, aun cuando no estuviere destinado 
ordinariamente a la habitación. 
3° El que incendiare bosques, mieses, pastos, montes, cierros o plantíos”.  
Artículo 480: “Incurrirán respectivamente en las penas de este párrafo los que causen estragos por medio de 
sumersión o varamiento de nave, inundación, destrucción de puentes, explosión de minas o máquinas de vapor, y 
en general por la aplicación de cualquier otro agente o medio de destrucción tan poderoso como los expresados”. 
 
Infracciones contra la Salud Pública 
Artículo 313 d: “El que fabricare o a sabiendas expendiere a cualquier título sustancias medicinales 
deterioradas o adulteradas en su especie, cantidad, calidad o proporciones, de modo que sean peligrosas para la 
salud por su nocividad o por el menoscabo de sus propiedades curativas, será penado con presidio menor en sus 
grados medio a máximo y multa de seis a cincuenta unidades tributarias mensuales. Si la fabricación o 
expendio fueren clandestinos ello se considerará como circunstancia agravante”. 
Artículo 315: “El que envenenare o infectare comestibles, aguas u otras bebidas destinados al consumo 
público, en  términos de poder provocar la muerte o grave daño para la salud, y el que a sabiendas los vendiere o 
distribuyere, serán penados con presidio mayor en su grado mínimo y multa de veintiuna a cincuenta unidades  
tributarias mensuales.  
El que efectuare otras adulteraciones en dichas sustancias destinadas al consumo público, de modo que sean 
peligrosas para la salud por su nocividad o por el menoscabo apreciable de sus propiedades alimenticias, y el que 
a sabiendas las vendiere o distribuyere, serán penados con presidio menor en su grado máximo y multa de  seis a 
cincuenta unidades tributarias mensuales.  
Para los efectos de este artículo, se presumirá que la situación de vender o distribuir establecida en los incisos 
precedentes se configura por el hecho de tener a la venta en un lugar público los artículos alimenticios a que éstos 
se refieren. (presunción legal) 
La clandestinidad en la venta o distribución y la publicidad de alguno de estos productos constituirán 
circunstancias agravantes. 
Se presume que son destinados al consumo público los comestibles, aguas u otras bebidas elaboradas para ser 
ingeridos por un grupo de personas indeterminadas. 
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Los delitos previstos en los incisos anteriores y los correspondientes cuasidelitos a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 317 (si se produjere la muerte o enfermedad grave de la persona  por imprudencia temeraria o mera 
negligencia las penas serán de presidio menor en su grado mínimo o multa de 6 a 20 UTM), sólo podrán 
perseguirse criminalmente previa denuncia o querella del Ministerio Público o del Director General del Servicio 
Nacional de Salud o de su delegado, siempre que aquéllos no hayan causado la muerte o grave daño para la 
salud de alguna persona. En lo demás, los correspondientes procesos criminales quedarán sometidos a las 
normas de las causas que se siguen de oficio. 
No será aplicable al Ministerio Público ni a los funcionarios del Servicio Nacional de Salud respecto de estos 
delitos, lo dispuesto en los Nos. 1 y 3 del artículo 84, respectivamente, del Código de Procedimiento Penal”. 
Artículo 316: “El que diseminare gérmenes patógenos con el propósito de producir una enfermedad, será 
penado con presidio mayor en su grado mínimo y multa de veintiuna a treinta unidades tributarias mensuales”.  
 
 
- Ley General de Ferrocarriles - 
(Decreto 1.157 de 16 de Septiembre de 1931) 
 
Descarrilamiento 
Artículo 105: “El que voluntariamente destruya o descomponga la vía férrea o que coloque en ella obstáculos 
que puedan producir el descarrilamiento o que de cualquiera otra manera trate de producir éste, será castigado 
con presidio menor en su grado mínimo a medio”. (destrucción, descomposición u obstrucción) 
(concordante con Artículo 323 Código Penal) 
Artículo 106: “Si a virtud de la destrucción, descomposición u obstáculos, voluntariamente puestos o cualquier 
otro acto ejecutado, se verifique el descarrilamiento, el culpable sufrirá la pena de presidio menor en sus grados 
medio a máximo”. (verificación del descarrilamiento) 
(concordancia con Artículo 324 Código Penal) 
Artículo 107: “Cuando a consecuencia del accidente producido por los actos de que acaba de hablarse, se 
causare la muerte de alguna o algunas de las personas que se encontraban en los trenes o carros, el culpable será 
castigado con la pena señalada al homicidio voluntario”. (resultado de muerte) 
(Homicidio Voluntario alevoso: Artículo 391 n 1° circunstancia Primera Código Penal) 
(Artículo 326 Código Penal – homicidio voluntario con alevosía en su grado máximo- diferente al de la Ley 
General de Ferrocarriles). 
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Artículo 108: “Si el accidente sólo causare heridas u otros daños a las personas, además de la pena señalada 
en el artículo 106, se aplicará al culpable la que corresponda por las heridas o daños causados”. (resultado 
de heridas u otros daños) 
(Artículo 106: presidio menor en sus grados medio a máximo más las penas de los Artículos 395 a 398 del 
Código Penal  relativos a las lesiones corporales que comprende la legislación terrorista) 
 
 
b) Número 2: referido a un medio de transporte público 
 
Atentar o apoderarse de un medio de transporte público en servicio 
Presidio mayor en cualquiera de sus grados por la mera acción. 
Presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado si se ocasionare muerte o lesiones graves de los 
tripulantes. 
 
 
c) Número 3: relacionado con los delitos en contra de autoridades en razón de su cargo o 
para alterar el orden público de la nación. 
 
- Ley 12.927 de Seguridad del Estado - 
 
Atentado de personas protegidas o parientes en razón de su cargo actual, anterior o 
inminente; o en razón de alterar el orden constitucional o la seguridad pública 
 
Artículo 5 a) inciso 2°: “En los casos en que el atentado se realizare en  razón del cargo que una persona 
desempeñe, haya  desempeñado o esté llamada a desempeñar, la pena será  de presidio mayor en su grado medio 
a presidio perpetuo.  
Si se diere muerte a la víctima del delito o se le infirieren lesiones graves (Artículo 397 Código Penal), la pena 
será de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.  
Las mismas penas señaladas en el inciso anterior se  aplicarán si la víctima fuere cónyuge, ascendiente,  
descendiente o colateral hasta el segundo grado de  consanguinidad de la persona en él indicada. 
Artículo 5 b). Los que con el propósito de alterar el orden constitucional o la seguridad pública  o de imponer 
exigencias o arrancar decisiones a la autoridad privaren de libertad a una persona, serán castigados con presidio 
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mayor en su grado mínimo a presidio mayor en su grado medio.  
Si el secuestro durare más de cinco días, o si se exigiere rescate o se condicionare la libertad en  cualquiera forma, 
la pena será de presidio mayor en su grado máximo. 
Inciso 2°: Igual pena a la señalada en el inciso anterior de aplicará si el delito se realizare en razón del cargo 
que una persona desempeñe, haya desempeñado o esté llamada a desempeñar, o si la víctima fuere cónyuge, 
ascendiente, descendiente o colateral hasta el segundo grado de consanguinidad de ésta. 
El que con motivo u ocasión del secuestro, cometiere además homicidio, violación o algunas 
de las lesiones comprendidas en los Artículos 395°, 396° y 397° N° 1 del Código Penal, en la 
persona del ofendido, será castigado con presidio mayor en su grado máximo a presidio 
perpetuo calificado.  
 
 
c) Número 4: 
 
Artefactos explosivos de cualquier tipo 
Presidio mayor en cualquiera de sus grados. 
 
 
d) Número 5: en consonancia con los delitos contra el orden y seguridad pública cometidos 
por particulares. 
- Código Penal - 
 
Asociación Ilícita  
Artículo 293: “Si la asociación ha tenido por objeto la perpetración de crímenes, los jefes, los que hubieren 
ejercido mando en ella y sus provocadores, sufrirán la pena de presidio mayor en cualquiera de sus grados. 
Cuando la asociación ha tenido por objeto la perpetración de simples delitos, la pena será presidio menor en 
cualquiera de sus grados para los individuos comprendidos en el acápite anterior”. 
Artículo 294: “Cualesquiera otros individuos que hubieren tomado parte de la asociación y los que a 
sabiendas y voluntariamente le hubieren suministrado medios e instrumentos para cometer los crímenes o simples 
delitos, alojamiento, escondite o lugar de reunión, serán castigados, en el primer caso previsto por el artículo 
precedente, con presidio menor en su grado medio, y en el segundo, con presidio menor en su grado mínimo”. 
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Artículo 294 bis: “Las penas de los artículos 293 y 294 se impondrán sin perjuicio de las que 
correspondan, por los crímenes o simples delitos cometidos con motivo u ocasión de tales actividades. 
Cuando la asociación se hubiere formado a través de una persona jurídica, se impondrá además, como 
consecuencia accesoria de la pena impuesta a los responsables individuales, la disolución o cancelación de la 
personalidad jurídica”.  
 
 
e) Financiamiento del Terrorismo: 
 
Artículo 8° Ley 18.314: “El que por cualquier medio, directa o indirectamente, solicite, recaude o provea 
fondos con la finalidad de que se utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas señalados en el 
artículo 2º, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado 
mínimo, a menos que en virtud de la provisión de fondos le quepa responsabilidad en un delito determinado, caso 
en el cual se le sancionará por este último título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 294 bis del Código 
Penal”. 
 
 
 
1.2.- Concepto Legal en Derecho Comparado y Delitos que contempla 
 
 
La definición de delito terrorista contenida en la ley ha sido criticada por distintos actores 
civiles por la vulneración a los derechos humanos consagrados en la nuestra Carta Magna, en 
razón de los problemas de amplitud de tipo derivado de su vaguedad conceptual. Empero, esta 
situación y crítica no es privativa de nuestra legislación porque,  como veremos a continuación, 
en todas las normativas extranjeras que analizaremos, en mayor o menor medida se produce el 
mismo reproche, y se hace hincapié en que este problema induce preocupantemente a una 
represión de la protesta social40. Así las circunstancias, ejemplificaremos lo anterior con 
algunos conceptos utilizados en leyes vigentes extranjeras de conductas terroristas: 
 
                                                 
40 Así lo han señalado innumerables sectores de la población civil, tanto de países extranjeros como del nuestro 
(organizaciones de derechos humanos, académicos, partidos políticos no oficialistas, sindicatos de trabajadores, 
familiares de detenidos desaparecidos – como las Madres de Plaza de Mayo de Argentina –, etcétera). 
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1º) Argentina (Ley 26.734 publicada el 28 de Diciembre de 2011 en el Boletín Oficial, que 
deroga y modifica ciertas disposiciones del Código Penal relativas a la materia, corrigiendo y 
robusteciendo la antigua modificación  - Ley 26.298 - ), incorpora al Libro Primero, Título V, - 
en los que nos convoca - el siguiente texto que dispone: 
Artículo 41 quinquies: “Cuando alguno de los delitos previstos en este Código hubiere sido cometido con la 
finalidad de aterrorizar a la población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos extranjeros o 
agentes de una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en 
el doble del mínimo y el máximo. Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los hechos 
de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de derechos humanos y/o sociales o de cualquier otro 
derecho constitucional”. 
 
2º) Venezuela (reforma “Ley Orgánica contra la delincuencia organizada y financiamiento al 
terrorismo” publicada en la Gaceta Oficial N° 39.912 de 30 de Abril de 2012), dispone que 
tiene por objeto “prevenir, investigar, perseguir, tipificar y sancionar los delitos relacionados con la 
delincuencia organizada y el financiamiento al terrorismo”  (Artículo 1º), y da una serie de definiciones, 
transcribiendo a continuación las pertinentes para efectos de este acápite: 
Artículo 4. “A los efectos de esta Ley, se entiende por: 
Acto terrorista: es aquel acto intencionado que, por su naturaleza o su contexto, pueda perjudicar 
gravemente a un país o a una organización internacional tipificado como delito según el ordenamiento 
venezolano, cometido con el fin de intimidar gravemente a una población; obligar indebidamente a los Gobiernos 
o a una organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo; o desestabilizar gravemente o 
destruir las estructuras políticas fundamentales, constitucionales, económicas o sociales de un país o de una 
organización internacional. 
Los cuales pueden realizarse a través de los siguientes medios: 
a) atentados contra la vida de una persona que puedan causar la muerte; 
b) atentados contra la integridad física de una persona; 
c) secuestro o toma de rehenes; 
d) causar destrucciones masivas a un gobierno o a instalaciones o públicas, sistemas de transporte, 
infraestructuras, incluidos los sistemas de información, plataformas fijas emplazadas en la plataforma 
continental, lugares públicos, o propiedades privadas que puedan poner en peligro vidas humanas o producir un 
gran perjuicio económico; 
e) apoderamiento de aeronaves y de buques o de otros medios de transporte colectivo o de mercancías; 
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f) fabricación, tenencia, adquisición, transporte, suministro o utilización de armas de fuego, explosivos, armas 
nucleares, biológicas y químicas e investigación y desarrollo de armas biológicas y químicas; 
g) liberación de sustancias peligrosas, o provocación de incendios, inundaciones o explosiones cuyo efecto sea poner 
en peligro vidas humanas; 
h) perturbación o interrupción del suministro de agua, electricidad u otro recurso natural fundamental cuyo efecto 
sea poner en peligro vidas humanas. 
 
Lo insólito de esta ley – sin perjuicio del tipo penal amplio - es que por una parte, los delitos 
comprendidos en ella son tanto los que enumera como los contenidos en el Código 
Penal y leyes especiales que tengan el ánimo terrorista tipificado - es decir, todos41- ; y por otro, 
la obligación de reporte de actividades sospechosas por las personas obligadas por esta ley 
cuando se presuma que las transacciones provengan de fondos, capitales o bienes que están o 
pudieran estar vinculados a actividades terroristas independientemente de su cuantía y 
naturaleza, todo esto en el contexto de financiamiento del terrorismo42. 
 
Además de esta dudosa y amplia especificación, se profundiza la problemática debido a que las 
personas obligadas no son sólo los organismos tradicionales obligados a ello (como las policías 
o funcionarios de la administración del Estado) sino prácticamente todos los individuos con 
derechos ciudadanos43 como la banca, el sector hotelero, organizaciones sin fines de lucro, 
ciertos profesionales liberales que realicen determinadas transacciones con sus clientes – entre 
éstos abogados y contadores -  y actividades económicas varias como construcción y bienes 
raíces, por ejemplo, entre otros sujetos obligados según lo dispuesto en el Artículo 9º de la 
norma44, so pena de ser sancionado en conformidad a los artículos posteriores con multas 
tributarias que van desde 300 a 5.000 UT (Unidades Tributarias) según la gravead de la falta45.  
 
                                                 
41 Artículos 27 y 28 de esta ley. 
42 Artículo 13 de la ley. 
43 Sea persona natural o jurídica de derecho público o privado. 
44 No conforme con esta cantidad de categorizaciones de personas obligadas, éstas se pueden extender por ley o 
decreto a otros actores que resultaren pertinentes según lo consagrado en el inciso final de este artículo.  
45 Es decir, de 27.000 a 450.000 bolívares, cuyo cálculo ha sido realizado en conformidad a la Providencia 
Administrativa del Ministerio del Poder Popular para Planificación y Finanzas Nº SNAT/2012 de 16 de Febrero 
de 2012 que reajusta la Unidad Tributaria a Bs. 90.00 (noventa bolívares). 
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Esta forma de prevención del delito, en relación a su financiamiento, también está presente en 
nuestro país con la Ley 19.913, que “Crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica diversas 
disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos”, de 18 de Diciembre de 2003. En 
ella, el Artículo 3° inciso 1° señala – al igual que Venezuela – las personas obligadas a informar 
actividades sospechosas (como entidades bancarias, casas de cambio, y agencias de aduana, 
entre otras46), por lo que la diferencia radica en que: primero, sólo determinados delitos 
comunes señalados taxativamente en la ley se consideran como terroristas (Artículo 2° Ley 
18.314) - habida consideración al concepto consagrado en el Artículo 1° de la norma - ; y 
segundo, para estimar la procedencia de una acción como operación sospechosa, se considera 
la cantidad pecuniaria que porte o transporte el tenedor del dinero, no siendo cualquier monto 
susceptible de aquella calificación47. 
 
De esta manera, el Artículo 4° inciso 1° manifiesta sobre el deber de informar: “El deber de 
informar previsto en el artículo precedente será también exigible a todo aquel que porte o transporte moneda en 
efectivo o instrumentos negociables al portador, desde y hacia el país, por un monto que exceda los diez 
mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas”48.  
 
Por último, se considera operación sospechosa a “todo acto, operación o transacción que, de 
acuerdo con los usos y costumbres de la actividad de que se trate, resulte inusual o carente de 
justificación económica o jurídica aparente, sea que se realice en forma aislada o reiterada” 
(Artículo 3° inciso 2°). 
 
                                                 
46 Artículo 3º inciso 1°: “Las personas naturales y las personas jurídicas que se señalan a continuación, estarán 
obligadas a informar sobre los actos, transacciones u operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus 
actividades: los bancos e instituciones financieras; empresas de factoraje; empresas de arrendamiento financiero; 
las empresas de securitización; las administradoras generales de fondos y las administradoras de fondos de 
inversión; el Comité de Inversiones Extranjeras; las casas de cambio y otras entidades que estén facultadas para 
recibir moneda extranjera; las emisoras y operadoras de tarjetas de crédito; las empresas de transferencia y 
transporte de valores y dinero; las bolsas de comercio; los corredores de bolsa; los agentes de valores; las 
compañías de seguros; los administradores de fondos mutuos; los operadores de mercados de futuro y de 
opciones; las sociedades administradoras y los usuarios de zonas francas; los casinos, salas de juego e hipódromos; 
los titulares de permisos de operación de juegos de azar en naves mercantes mayores, con capacidad de 
pernoctación a bordo, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos; los agentes 
de aduana; las casas de remate y martillo; los corredores de propiedades y las empresas dedicadas a la gestión 
inmobiliaria; los notarios; los conservadores las administradoras de fondos de pensiones, y las sociedades 
anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley”. 
47 En consecuencia, en Venezuela es igualmente sospechoso portar o transar 1 o 10.000 dólares estadounidenses, 
si aplicásemos el monto utilizado en nuestro ordenamiento jurídico. 
48 Lo destacado es nuestro. 
 39
3°) España, con la modificación realizada por la Ley Orgánica 5/2010 de 23 Junio de 2010 en 
el Boletín Oficial del Estado que reforma la Ley Orgánica 10/1995 de 23 de Noviembre de 
1995, establece cambios al Código Penal español con una cuestionada aprobación en cuanto a 
consenso, porque varios partidos votaron en contra y otros (como el Partido Popular) se 
abstuvieron de ello, definiendo delito terrorista como sigue a continuación: 
Artículo 572:  
“1. Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con organizaciones o grupos terroristas 49cometan 
los delitos de estragos o de incendios tipificados en los arts. 346 y 351, respectivamente, serán castigados con la 
pena de prisión de quince a veinte años, sin perjuicio de la pena que les corresponda si se produjera lesión para 
la vida, integridad física o salud de las personas. 
2. Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con las organizaciones o grupos terroristas 
atentaren contra las personas, incurrirán: 
1º En la pena de prisión de veinte a treinta años si causaran la muerte de una persona. 
2º En la pena de prisión de quince a veinte años si causaran lesiones de las previstas en los arts. 149 y 150 o 
secuestraran a una persona. 
3º En la pena de prisión de diez a quince años si causaran cualquier otra lesión o detuvieran ilegalmente, 
amenazaran o coaccionaran a una persona. 
3. Si los hechos se realizaran contra las personas mencionadas en el apartado 2 del art. 551 o contra miembros 
de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, Policías de las Comunidades 
Autónomas o de los Entes locales, se impondrá la pena en su mitad superior”. 
 
                                                 
49 Se entiende por grupos u organizaciones terroristas: 
Artículo 571 
1. “Quienes promovieren, constituyeren, organizaren o dirigieren una organización o grupo terrorista serán 
castigados con las penas de prisión de ocho a catorce años e inhabilitación especial para empleo o cargo público 
por tiempo de ocho a quince años. 
2. Quienes participaren activamente en la organización o grupo, o formaren parte de los mismos, serán castigados 
con las penas de prisión de seis a doce años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de 
seis a catorce. 
3. A los efectos de este Código, se considerarán organizaciones o grupos terroristas aquellas agrupaciones que, 
reuniendo las características respectivamente establecidas en el párrafo segundo del apartado 1 del art. 570 bis y en 
el párrafo segundo del apartado 1 del art. 570 ter, tengan por finalidad o por objeto subvertir el orden 
constitucional o alterar gravemente la paz pública mediante la perpetración de cualquiera de los delitos previstos 
en la Sección siguiente”. 
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En cuanto a los no contemplados en este artículo pero que igualmente realicen actividades con 
fines terroristas (es decir, actúen al margen de organizaciones o grupos) serán sancionadas 
conforme al siguiente artículo: 
Artículo 577  
“Los que, sin pertenecer a organización o grupo terrorista, y con la finalidad de subvertir el orden constitucional 
o de alterar gravemente la paz pública, o la de contribuir a estos fines atemorizando a los habitantes de una 
población o a los miembros de un colectivo social, político o profesional, cometieren homicidios, lesiones de las 
tipificadas en los arts. 147 a 150, detenciones ilegales, secuestros, amenazas o coacciones contra las personas, o 
llevaren a cabo cualesquiera delitos de incendios, estragos, daños de los tipificados en los arts. 263 a 266, 323 ó 
560, o tenencia, fabricación, depósito, tráfico, transporte o suministro de armas, municiones o sustancias o 
aparatos explosivos, inflamables, incendiarios o asfixiantes, o de sus componentes, serán castigados con la pena 
que corresponda al hecho cometido en su mitad superior”. 
 
4°) Los Estados Unidos Mexicanos (con la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada de 
7 de Noviembre de 1996, en consonancia a la última reforma publicada en el Diario Oficial de 
la Federación, de 15 de Noviembre de 2011), es un país que no podemos obviar - por lo 
menos en la noción de terrorismo) por ser un ejemplo paradigmático del crimen organizado en 
general - y americano en particular - den relación al tráfico ilegal de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas, que – analizando el fondo del asunto – el tráfico en sí no es el problema 
principal sino los delitos que bajo su amparo se competen. Sobre la materia que nos interesa, 
este código dispone lo siguiente: 
“Artículo 1o.- La presente Ley tiene por objeto establecer reglas para la investigación, persecución, 
procesamiento, sanción y ejecución de las penas, por los delitos cometidos por algún miembro de la delincuencia 
organizada. Sus disposiciones son de orden público y de aplicación en todo el territorio nacional. 
Artículo 2o.- Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar, en forma permanente o 
reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o resultado cometer alguno o algunos de los 
delitos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada:  
Párrafo reformado DOF 23-01-2009 
I. Terrorismo, previsto en los artículos 139 a 139 Ter y terrorismo internacional previsto en los artículos 148 
Bis al 148 Quáter; contra la salud, previsto en los artículos 194 y 195, párrafo primero; falsificación o 
alteración de moneda, previstos en los artículos 234, 236 y 237; el previsto en la fracción IV del artículo 368 
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Quáter en materia de hidrocarburos; operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en el artículo 400 
Bis; y el previsto en el artículo 424 Bis, todos del Código Penal Federal;” 
 
En relación al concepto de terrorismo al que la ley se remite al Código Penal Federal y que se 
encuentra en él, éste distingue entre terrorismo nacional y terrorismo internacional. Así, 
terrorismo nacional se consagra como: 
“Artículo 139.- Se impondrá pena de prisión de seis a cuarenta años y hasta mil doscientos días multa, sin 
perjuicio de las penas que correspondan por los delitos que resulten, al que utilizando sustancias tóxicas, armas 
químicas, biológicas o similares, material radioactivo o instrumentos que emitan radiaciones, explosivos o armas 
de fuego, o por incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, realice actos en contra de las personas, 
las cosas o servicios públicos, que produzcan alarma, temor o terror en la población o en un grupo o sector de 
ella, para atentar contra la seguridad nacional o presionar a la autoridad para que tome una determinación. 
La misma sanción se impondrá al que directa o indirectamente financie, aporte o recaude fondos económicos o 
recursos de cualquier naturaleza, con conocimiento de que serán utilizados, en todo o en parte, en apoyo de 
personas u organizaciones que operen o cometan actos terroristas en el territorio nacional”. 
“Artículo 139 Ter.- Se aplicará pena de cinco a quince años de prisión y de doscientos a seiscientos días 
multa al que amenace con cometer el delito de terrorismo a que se refiere el párrafo primero del artículo 139”. 
 
Terrorismo internacional, por su parte, se tipifica como: 
“Artículo 148 Bis.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta años y de cuatrocientos a mil 
doscientos días multa, sin perjuicio de las penas que correspondan por los delitos que resulten: 
I) A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o similares, material radioactivo o 
instrumentos que emitan radiaciones, explosivos o armas de fuego, o por incendio, inundación o por cualquier 
otro medio violento, realice en territorio mexicano, actos en contra de bienes o personas de un Estado extranjero, 
o de cualquier organismo u organización internacionales, que produzcan alarma, temor o terror en la población 
o en un grupo o sector de ella, para tratar de menoscabar la autoridad de ese estado extranjero, u obligar a éste o 
a un organismo u organización internacionales para que tomen una determinación. 
II) Al que directa o indirectamente financie, aporte o recaude fondos económicos o recursos de cualquier 
naturaleza, con conocimiento de que serán utilizados, en todo o en parte, para cometer actos terroristas 
internacionales, o en apoyo de personas u organizaciones terroristas que operen en el extranjero, y 
III) Al que acuerde o prepare en territorio mexicano un acto terrorista que se pretenda cometer o se haya 
cometido en el extranjero. 
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Artículo 148 Ter.- Se impondrá pena de cinco a diez años de prisión y de cien a trescientos días multa, a 
quien encubra a un terrorista, teniendo conocimiento de su identidad o de que realiza alguna de las actividades 
previstas en el presente capítulo. 
Artículo 148 Quáter.- Se aplicará pena de seis a doce años de prisión y de doscientos a seiscientos días 
multa al que amenace con cometer el delito de terrorismo a que se refiere la fracción primera del artículo 148 
Bis”. 
 
5°) Por último, el Reino Unido mediante la “Terrorism Act 2000” de 20 de Julio de 2000, es la 
más severa de las legislaciones expuestas en cuanto a su definición, por la amplitud de sus 
hipótesis y por las circunstancias particulares que contiene. Así, el concepto de terrorismo 
mantiene la definición común a este tipo de delitos, remitiéndose a actos ordinarios cometidos 
con la finalidad de influenciar al gobierno, intimidar a la población o parte de ella, o promover 
una política, causas religiosas o ideológicas (“… influence the goverment or to intimidate the public or a 
section of the public, … advancing a political, religious or ideological cause”).  
 
Una de las novedades de esta legislación, está que en caso de utilizar armas o explosivos, no es 
necesaria la concurrencia de los actos señalados en el numeral 2 para considerar al ilícito como 
terrorista, constituyendo una responsabilidad penal por el mero hecho de la utilización de esos 
medios (es decir, aún cuando no ponga en peligro la vida de una persona distinta al del 
ofendido es considerado terrorista si el uso o amenaza de acción de realiza con un arma de 
fuego, siendo importante la aclaración en razón de que ese acto es requisito para configurar en 
el plano objetivo la intención terrorista).  
 
Asimismo, otra curiosidad se da en el caso de la acción cometida bajo esta ley (que en nuestro 
derecho se encuentra en el Artículo 2° de la Ley 18.314), será terrorista (en virtud del móvil 
típico) cuando implique violencia seria contra una persona o interfiera seriamente un sistema 
electrónico. Si estas situaciones las trasladamos a nuestro país, casos tan lamentables como el 
crimen cometido contra el joven Daniel Zamudio en Marzo del presente año, o la comisión de 
delitos sancionados por la Ley 19.223 que “Tipifica figuras penales relativas a la informática”, 
serían constitutivos de terrorismo en aras a la “Terrorism Act 2000”. 
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Dicho esto, las naciones que comprenden el Reino Unido entienden el terrorismo como50: 
Ley 2000 Contra el Terrorismo 
Capítulo 11 2000 
“Una ley que tome medidas provisorias acerca del terrorismo; y medidas  transitorias para Irlanda del Norte 
acerca del enjuiciamiento y castigo de determinados delitos, se realiza para mantener el orden y preservar la paz.  
(20 de Julio de 2000) 
 
Siendo promulgada por su más grande Excelentísima Majestad, La Reina, por y con el consejo y consentimiento 
de los Miembros de la Cámara de los Lores, y Comunes en este presente Parlamento convocado, y por la 
autoridad de los mismos, se establece lo siguiente: –  
 
Parte I 
Introductoria 
1. — (1) En esta ley, el “terrorismo” significa, el uso de métodos o amenazas de acción terrorista:  
Donde – interpretación 
    (a) la acción recaiga dentro del apartado (2) 
    (b) el uso o amenaza esté diseñado para influenciar al gobierno o intimidar al público   o    parte de él, y 
    (c) el uso o amenaza se haga con el propósito de promover una política, causa  religiosa o ideológica. 
(2) La acción recaiga dentro de este apartado si se–  
    (a) implica una violencia seria en contra de una persona,  
    (b) implica un daño serio a la propiedad,  
    (c) pone en peligro la vida de una persona, aparte del que comete la acción,  
    (d) crea un serio riesgo a la salud o seguridad del público o una sección de él, ó 
    (e) es diseñada para interferir o quebrantar gravemente un sistema electrónico. 
(3) El uso o acción de amenaza recae dentro del apartado (2)  implicando el uso de armas de fuego o explosivos 
es terrorismo, satisfaga o no el apartado (1) (b). 
 (4) En esta sección –  
    (a) “acción” incluye a la acción cometida fuera del Reino Unido 
    (b) toda alusión a persona o propiedad es una referencia a cualquier persona donde quiera que se encuentre, o 
propiedad, donde quiera que esté situada,  
    (c) una alusión al publico incluye, una alusión al público de un país exterior al Reino Unido, y 
                                                 
50 Traducción propia. 
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    (d) se entiende por “el gobierno” al gobierno del Reino Unido, de una parte de él, o al de un país que no sea  
parte del Reino Unido.  
(5) En esta Ley, la alusión a los actos adoptados con fines terroristas incluye una referencia a los actos 
cometidos para el beneficio de una organización proscrita. 
2. — (1) El siguiente texto dejará de surtir efectos –  
Legislación transitoria 
(a) en la Ley 1989 de Prevención del Terrorismo (Disposiciones Transitorias) 1989 c. 4, 
y 
    (b) en la Ley 1996 del Norte de Irlanda (Disposiciones de Emergencia). 1996 c. 22. 
(2) Apéndice 1 (cuyas disposiciones se conservan en la Ley 1996, en algunos casos con enmiendas, por un 
período transitorio) habrá tenido efecto. 
 
Parte II 
Organizaciones Proscritas 
Procedimiento 
 
3. — (1) Para los fines de esta Ley una organización es proscrita si – 
Proscripción 
    (a) está enumerada en Apéndice 2, u 
    (b) opera bajo el mismo nombre como una organización enumerada en el Apéndice. 
(2) Apartado (1) (b) no tendrá aplicación en relación a las organizaciones enumeradas en el Apéndice 2 si su 
participación es el tema de una anotación en aquel Apéndice. 
(3) El Secretario de Estado puede ordenar –  
    (a) añadir una organización al Apéndice 2; 
    (b) remover una organización de aquel Apéndice 
    (c) rectificar aquel Apéndice de alguna otra manera 
(4) El Secretario de Estado puede ejercer su poder conforme al Apartado  
(3)(a) con respecto a una sola organización sólo si él cree que califica como terrorismo. 
(5) Para los fines del apartado (4) una organización es calificada terrorista si – 
   (a) comete o participa en actos de terrorismo 
   (b) se prepara para el terrorismo 
   (c) promueve o alienta el terrorismo, ó 
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   (d) de otra manera se considera terrorista 
Aplicación: desproscripción. 
 (4).— Una solicitud puede ser hecha por el Secretario de Estado en ejercicio de su poder dentro de la sección 
3(3)(b) para remover una organización del Apéndice 2”. 
 
Con lo expresado precedentemente, tenemos una noción al menos de cómo otros países han 
definido el delito terrorista y las consecuencias perniciosas que a raíz de estas vaguedades 
conceptuales pueden provocar en la población civil (teniendo en cuenta que no analizamos los 
problemas procesales en cuanto a las garantías fundamentales de todo imputado), presentando 
ciertas similitudes con el concepto chileno en cuanto a las finalidades propias de un delito 
terroristas (conmoción o temor en la población o en parte de ella; imponer actos o 
resoluciones a una determinada autoridad; atentar contra una persona o un grupo de personas 
con fines terroristas; entre otras), pero diferenciándose en que en nuestro país el delito está 
definido de forma más estricta que el resto de las naciones comparadas (por ejemplo, no se 
incluye el delito informático o el atentado contra una persona en particular como en Reino 
Unido). 
 
Si a lo anterior consideramos el contexto histórico en que alguna de estas leyes se discuten y 
aprueban (como los atentados del 11 de Septiembre de 2001 en Estados Unidos que originaron 
la “USA Patriot Act” modificada en 2006 y vigente hasta hoy - ; las críticas internas al gobierno 
de Hugo Chávez; los problemas de España con la ETA, y el narcotráfico mexicano, entre 
muchos otros casos similares), conlleva a reflexionar que al menos en su origen la decisión de 
contar con una de ley de estas características o de reformarla se hace de manera coyuntural 
(algo que lamentablemente es muy propio de algunas leyes penales),  situación que trae como 
nefasta consecuencia la creación de normas genéricas sobre la base de situaciones 
excepcionalísimas para que el tipo penal cubra la mayor cantidad de hipótesis afines y así dar la 
sensación de seguridad y eficacia legislativa a la ciudadanía, pero que a largo plazo terminan por 
procesar (mas no condenar por lo menos en nuestro país) a sujetos que no tienen relación 
alguna con el espíritu de una normativa como ésta.   
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1.3.- Críticas al Concepto chileno 
 
Dejando de lado las normas extranjeras y siguiendo con el análisis de nuestro concepto, 
abordaremos este apartado en virtud de ciertos y determinados principios rectores del derecho 
penal sustantivo, para luego señalar las críticas vertidas sobre él en cuanto a sus consideraciones 
señaladas en el Artículo 1° y 2° de la norma. 
 
 
a) Ciertos Principios Rectores del Derecho Penal Sustantivo: 
 
Delito, es “una acción u omisión típicamente antijurídica y culpable”51, definición adoptada en lo 
fundamental por la mayoría de la doctrina nacional e internacional por contener todos los 
elementos del hecho punible y desarrollar así el concepto del tipo exigido en las legislaciones 
actuales a partir de ella52. En nuestro derecho, en tanto, se manifiesta como “toda acción u omisión 
voluntaria penada por la ley” (Artículo 1° inciso 1° Código Penal), sin perjuicio de la culpa que 
constituye cuasidelito (Artículo 2° Código Penal). 
 
Esta acción (u omisión) debe adecuarse a un tipo penal53, el cual a su vez debe estar 
consagrado expresamente en una ley que lo defina (prevenido en la frase “penada por la ley”54 del 
Artículo 1° inciso 1° del Código), por lo que toda descripción general o vaga contraviene al 
Derecho Penal y a nuestra Carta Magna (Artículo 19 n° 3° Constitución Política de la 
República incisos 2°, 3°, 4°, 5° y 8°)55. 
 
                                                 
 
51 CURY URZUA, ENRIQUE, Derecho Penal Parte General, Ediciones Universidad Católica de Chile, 8° Edición 
Ampliada, Santiago de Chile, 2005, Capítulo IV, I, p. 243. 
52 Ibidem, págs. 244-245. 
53 CURY URZUA, ENRIQUE, Derecho Penal Parte General, Ediciones Universidad Católica de Chile, 8° Edición 
Ampliada, Santiago de Chile, 2005, Capítulo IV, II, p. 244. 
54 Idem. 
55 Incisos 2°, 3°, 4° y 5°: referidos a la garantía de jurisdicción – derecho a defensa y sus medios ante tribunal 
competente por sentencia judicial en un proceso legalmente tramitado, excluyendo las comisiones especiales, los 
cuales son concordantes también con la garantía de ejecución – ley encargada de señalar la pena la forma del 
cumplimiento de la pena - . 
Inciso 8°: “Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en 
ella”. 
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Lo anterior, se manifiesta en el principio de reserva o legalidad (“nullum crimen, nulla poena sine 
legem”56) a través de la triple exigencia de lex praevia (ley previa); lex scripta (ley escrita); y lex scricta 
(ley estricta), las cuales se materializan en los siguientes principios y normas legales57: 
- Principio de irretroactividad de la ley: sólo se castigará un delito por “una ley promulgada 
con anterioridad a su perpetración” (Artículo 18 inciso 1° Código Penal en conformidad al 
Artículo 19 n° 3 inciso 7° de la Constitución Política de la República), a excepción del 
principio indubio pro reo el cual se sanciona en virtud de una ley posterior al hecho (y 
anterior a la sentencia de término) cuando lo exima o rebaje su penalidad (Artículo 18 
inciso 2° Código Penal en conformidad a Artículo 19 n° 3 inciso 7° de la 
Constitución).  
- Principio de omnipresencia de la ley: basado en la ley como única fuente creadora de 
delitos y penas (Artículo 1° Código Penal concordante con la Constitución en su 
Artículo 19 n° 3 incisos 7° y 8°, y Capítulo V artículos 46 a 75 referido al Congreso 
Nacional en cuanto a creador de leyes y a su procedimiento). 
 
De este modo, la definición de delito expuesta precedentemente nos señala los elementos 
comunes a todo ilícito, que conforme a la clasificación clásica son: conducta,  tipicidad, 
antijuricidad, culpabilidad, y punibilidad. Empero, modernamente se ha sostenido que el único 
elemento del delito es la conducta, y que el resto son sólo características (o elementos) 
copulativos para configurar el ilícito, por lo que faltando uno de ellos no se puede constituir el 
delito en los términos referidos; y que para efectos de presentación serán tratados 
individualmente uno de otro como si cada uno se bastase así mismo (excluyendo al principio 
de punibilidad, el cual no será tratado por ser un análisis referente al principio de 
proporcionalidad de las penas ajeno a la crítica que a continuación se expondrá). 
 
El primer elemento, dice relación con el concepto de tipo, que en la actualidad se define como 
la “descripción legal del conjunto de características objetivas y subjetivas (externas o internas o psíquicas) que 
                                                 
56 Este constituye un límite formal en cuanto “a la manera cómo el Estado ejerce su facultad de castigar: sólo puede hacerlo 
cuando una ley anterior a la ejecución del hecho describe a ese hecho como delito y precisa cuál es la pena que debe aplicarse a quien lo 
realiza” (GARRIDO MONTT, MARIO, Derecho Penal, Parte General, Tomo I, Editorial Jurídica, 1° Edición, 
Santiago de Chile, 2001, Capítulo II, I, p. 31). 
57 GARRIDO MONTT, MARIO, Derecho Penal, Parte General, Tomo I, Editorial Jurídica, 1° Edición, Santiago de 
Chile, 2001, Capítulo II, I, págs. 31-34 . 
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constituyen la materia de la prohibición para cada delito específico”58, es decir, “la descripción de un hecho” o 
“de un acontecimiento en que se desarrolla en el ámbito de los fenómenos causales. No es, pues, la pura acción 
sino el hecho la base estructural del tipo”59, por lo que la descripción típica se traza a partir de 
elementos descriptivos y elementos normativos del tipo.  
 
Los primeros corresponden a “conceptos que se refieran a algo cuya presencia en el caso concreto sea 
aprehensible mediante una pura operación cognoscitiva, tales como “hombre”, “mujer”, … “matar”, “proferir” 
…”60; y los segundos, a su vez, se clasifican en culturales y jurídicos. Los culturales, requieren 
de una valoración independiente al derecho tales como “honestidad” o “buena fama”61; los 
jurídicos, en cambio, responden en relación a normas jurídicas como las acepciones de 
“ilegítimo”, “cónyuge”, “cosa mueble”, 62etcétera. En todo caso, dichas distinciones tienen un valor 
relativo, ya que desde el momento en que una definición es incorporada al tipo adquiere la 
calidad normativa y jurídica cuya precisión siempre requerirá de valoraciones, aunque también 
es cierto que mientras más descriptivo sea un concepto más limitadas son las posibilidades de 
interpretación judicial, y en consecuencia, debe preferirse en lo posible elementos descriptivos 
para construir un tipo63.  
 
Relacionado con lo mismo, se puede describir un hecho típico de forma específica o genérica, 
siendo la primera la “descripción de cada uno de los componentes específicos que distinguen el hecho a que se 
refiere”64, y la segunda, a ciertos elementos “comunes a todo hecho amenazado con una pena o, por lo 
menos, a una determinada categoría de ellos”65, aunque lo ideal en un estado democrático de derecho 
sea que la descripción determine con la mayor precisión posible los contornos del hecho 
punible66. 
 
                                                 
58 CURY URZUA, ENRIQUE, Derecho Penal Parte General, Ediciones Universidad Católica de Chile, 8° Edición 
Ampliada, Santiago de Chile, 2005, Capítulo IV, II, p. 279. 
59 Ibidem, p. 280. 
60 Idem. 
61 Idem. 
62 Idem. 
63 CURY URZUA, ENRIQUE, Derecho Penal Parte General, Ediciones Universidad Católica de Chile, 8° Edición 
Ampliada, Santiago de Chile, 2005, Capítulo IV, II, p. 281. 
64 Ibidem, p. 282. 
65 Idem. 
66 Ibidem, p.283. 
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En atención a la faz objetiva o subjetiva del tipo (o tipo objetivo y subjetivo) correspondientes a la 
estructura del tipo, la objetiva se enerva básicamente en la acción objetiva realizada, que es el 
“movimiento corporal en el que manifiesta la voluntad final de la acción”67 (el que es aludido por medio 
de un verbo rector como apropiarse o matar68), en donde, en todo caso, la descripción no se 
extingue con dicho verbo debido a que el legislador tipifica sólo  las conductas que reúnan 
determinadas características por medios de las cuales adquiera una significación socialmente 
intolerable 69(es decir, antijurídica), ello, sin perjuicio del resultado y del nexo causal (cuestiones 
que no serán ahondadas). Para redondear, lo que realmente importa en esta sede es la acción, y 
no tendrá relevancia la actitud psicológica adoptada por el sujeto (tipo subjetivo). 
 
La sujetiva, por otra parte, es “la actitud psicológica del sujeto respecto del hecho”70, caracterizándose 
por la “rigurosa coincidencia”71 entre lo querido por el autor (su finalidad) y el hecho típico 
objetivo dispuesto a realizar (la faz objetiva de la acción), siendo la finalidad precisa al tipo el 
dolo del ilícito en los delitos dolosos72; esto sin perjuicio  de las hipótesis en que la ley exija 
para su perfección determinados motivos alejados del plano puramente objetivo como lo que 
ocurre con el ánimo de apropiación en el hurto, que será visto más adelante73. 
 
De lo dicho precedentemente entonces, y conforme a lo modernamente entendido, en nuestras 
legislaciones actuales se acepta que el concepto de tipo contenido en la definición puede tener 
ambos “tipos”, dejando a categoría de infracciones en el caso de nuestro derecho cuando la 
conducta tipificada baste sólo con la configuración del tipo penal objetivo. 
 
Siguiendo con el segundo elemento de la conducta (la antijuricidad), ella corresponde a la ilicitud 
de la conducta creada por otras ramas del derecho que forma parte del Derecho Penal en razón 
de la protección a bienes jurídicos fundamentales vulnerados, esto por su carácter 
fragmentario, secundario, subsidiario y de última ratio cuando ya se hayan “agotado los demás 
                                                 
67 Ibidem, págs. 289-290. 
68 Idem. 
69 Ibidem, p. 290. 
70 Ibidem, p. 283. 
71 Ibidem, p. 303 
72 Idem. 
73 Ibidem, p.322. 
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medios que pueden emplearse para evitar comportamientos socialmente negativos y que afecten gravemente la paz 
y el orden” 74. 
 
La culpabilidad, como tercer elemento, impone que la conducta sea cometida con “la madurez 
suficiente para comprender la actividad que realiza y determinarse conforme a esa comprensión (imputabilidad), 
… conciencia de lo injusto de su conducta, y … haber obrado con un mínimo de libertad… no presionado por 
las circunstancias contaminantes…, como sería actuar aterrorizado, o impulsado por el instinto de conservación 
en circunstancias extremas”75, consagrado en los números 1° y 2° del Artículo 10 del Código que 
exime de responsabilidad penal al loco o demente, o al que por cualquier causa independiente 
de su voluntad se halle privado de razón, salvo que haya obrado en un intervalo lúcido (a 
primera vista diferente con el Derecho Civil que no considera tal intervalo)76; y contiene (en el 
segundo numeral) un régimen especial de responsabilidad al menor de dieciocho y mayor de 
catorce años (no haciendo los distingos de edades relativos a la diferencia de sexo como en la 
legislación civil)77. 
 
Siguiendo a Enrique Cury, la culpabilidad corresponde a “la reprochabilidad del hecho típico y 
antijurídico, fundada en que su autor lo ejecutó no obstante que en la situación concreta podía someterse a los 
mandatos y prohibiciones del derecho. Por consiguiente, significa que el disvalor del acto injusto se extiende 
también a la persona del agente, porque puede ser atribuido como obra suya”78, y se expresa en función del 
principio “no hay pena sin culpabilidad” (sin perjuicio de los casos de responsabilidad objetiva 
en delitos calificados por el resultado, los que no serán objetos de comentarios)79.  
 
                                                 
74 GARRIDO MONTT, MARIO, Derecho Penal, Parte General, Tomo I, Editorial Jurídica, 1° Edición, Santiago de 
Chile, 2001, Capítulo II, I, pág. 40. 
75 Ibídem, pág. 47. 
76 Enrique Cury estima que dicho intervalo hoy por hoy no se aplica en la normativa penal por haber negado la 
ciencia (por lo menos la mayoría de ella) su existencia, siendo la conducta total del enfermo parte de su anomalía 
(CURY URZUA, ENRIQUE, Derecho Penal Parte General, Ediciones Universidad Católica de Chile, 8° Edición 
Ampliada, Santiago de Chile, 2005, Capítulo VIII, II, págs. 416-417). 
77 En relación al Artículo 1.446 del Código Civil (relativo a los actos y declaraciones de voluntad), dispone que 
toda persona es legalmente capaz salvo los que la ley declara incapaces, señalando en su artículo siguiente (para lo 
que nos interesa) que ni los dementes ni los impúberes son capaces absolutos, entendiendo por demencia 
cualquier tipo de privación de la razón que impida tener voluntad para administrar los bienes, independientemente 
de sus intervalos lúcidos y del tipo de enfermedad que sufra; y por impúberes al “varón que no ha cumplido catorce años 
y la mujer que no ha cumplido doce” (Artículo 26 Código Civil). 
78 CURY URZUA, ENRIQUE, Derecho Penal Parte General, Ediciones Universidad Católica de Chile, 8° Edición 
Ampliada, Santiago de Chile, 2005, Capítulo VIII, I, p. 385. 
79 Ibidem, pág. 387. 
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Este principio, además, es el fundamento del criterio de magnitud de la pena, debido a que sólo 
cobra eficacia cuando la conducta conscientemente ejecutada por el autor puedea reprochársele 
individualmente como una elección propia. Por ello, el disvalor no se considera en abstracto 
sino en habida función del ilícito  definido en la ley que el autor quiso provocar (pudiendo no 
haberlo hecho), por lo que mientras más grave las consecuencias del acto mayor es la previsión 
de las circunstancias de realización. Así pues, la pena se determina por el injusto cometido y 
por la culpabilidad, aunque todo lo reseñado tenga un valor relativo por ser su entidad sólo 
determinante para el límite máximo de la sanción, pudiendo así decidir y aconsejar su 
imposición cuando la magnitud esté por debajo de ella80. 
 
 
b) Críticas Propiamente tales 
 
i.- Fiscalía Nacional81 
 
Según este Oficio, el concepto de delito terrorista en Chile contiene un bien jurídico lesionado 
por una conducta y una pena como consecuencia de ello, tal como ya lo hemos esbozado 
(como todo delito en general). 
 
En la ley, el bien jurídico protegido es completo de precisar, ya que el propósito de la acción 
(que es lo fundamental de la conducta penalizada)  lesiona o pone en riesgo a varios bienes 
jurídicos protegidos. 
 
En términos generales, delito terrorista es aquella conducta tipificada que por medio del terror 
busca desestabilizar el “sistema democrático y las bases sobre la que éste se asienta.-” o “difundir alarma  o 
inseguridad social, como consecuencia del carácter sistemático, reiterado y, muy frecuentemente, indiscriminado, de 
esta actividad delictiva, de ahí que no quepa excluir de este tipo de delitos a grupos criminales sin objetivo 
político alguno, o cuyo objetivo no sea expresamente revertir tal orden”82.  
                                                 
80 Conclusión extraída de la obra citada, CURY URZUA, ENRIQUE, Derecho Penal Parte General, Ediciones 
Universidad Católica de Chile, 8° Edición Ampliada, Santiago de Chile, 2005, Capítulo VIII, I, p. págs. 390-391. 
81 Oficio FN N° 244 de 20 de Mayo de 2003, cuyo antecedente está en el Instructivo general N° 46 de 30.01.01 y  
Of. N° 234 de 15.05.02 de la Fiscalía Nacional a los Fiscales Regionales, que en materia sustituye enteramente el 
Oficio 234 del 15.05.02 en relación a la ley 18.314 sobre conductas terroristas y el nuevo proceso penal. 
82 Oficio FN N° 244-2003, pág. 2. 
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Así, el Artículo 1° inciso 1° lo recoge en la frase “Constituirán delitos terroristas …. cuando el hecho se 
cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado  de ser víctima de 
delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos …, sea por la evidencia de … un plan premeditado 
…, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias”.  
 
Concomitante a ello, el elemento subjetivo del tipo se manifiesta tanto en el terror producido 
como en las exigencias impuestas a una autoridad determinada, elementos que adolecen de 
problemas interpretativos. Con respecto al primer móvil, no se presenta dificultad porque se 
entiende que temor es la intimidación producida en la población o en una parte de ella de verse 
expuesta a delitos de la misma índole (es decir, terrorista en los términos de esta ley). Con 
respecto al segundo, encontramos a ciertos problemas de interpretación concernientes al sujeto 
pasivo y activo del delito. El primero, al no precisar qué entendemos por autoridad, impone el 
deber de comprenderla en conformidad a las reglas generales (teniendo en cuenta que dicho 
propósito indica que los coaccionados tienen facultades resolutivas, por lo que se descarta a los 
que no las tienen). El segundo, sólo “admite la posibilidad de que estos actos, para ser calificados de 
terroristas, se realicen por quienes se oponen al gobierno constituido y jamás por sus partidarios”83 (en 
palabras del autor84), algo discutible desde todo punto de vista según la Fiscalía. 
 
 
ii.- Historia de la Ley  
 
Por otro lado, en la “Historia de la Ley” también se han vertido críticas referidas al – entonces 
- proyecto en tramitación, en el apartado “Antecedentes Tramitación Legislativa”. De esta 
suerte, en la página 38 del documento, el “Informe de Secretaría de Legislación” ha señalado 
con razón a la juricidad de fondo, que la generalidad del Artículo 1° es cuestionable, porque 
todo crimen o simple delito puede considerarse terrorista si se le agregan los presupuestos 
estimados como terrorista, pasando a ser una figura calificada de los delitos penales que, como 
corolario, conlleva inconvenientes importantes de procedimiento (condición subsistente al día 
de hoy).  
 
                                                 
83 Idem. 
84 Francisco Javier González Silva, citado por el Oficio expuesto. 
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Ha señalado también que la base objetiva establecida por todo crimen o simple delito produce 
problemas aparentes de concurso (al igual que lo acontecido con la Ley de Seguridad del 
Estado), los que se deben resolver por el principio de especialidad (página 42 del documento).  
 
Por último, otra crítica que el informe realiza es que ésta forma delictiva siempre tendrá un 
cierto grado de incertidumbre e imprecisión, porque dado su tipo penal abierto,  presenta una 
compleja estructura por integrar elementos subjetivos que no requieren de correspondencia 
objetiva para su consumación (debiendo ser especialmente valorados para que un tribunal 
proceda a sancionar como acto terrorista), cuestión que obliga a establecer presunciones para 
facilitar la prueba y efectividad de las normas penales, algo sumamente discutido por afectar el 
principio de culpabilidad y las garantías de defensa (página 107 del Informe Comisión 
Conjunta). 
 
 
iii.- Críticas Personales  
 
Como una aclaración previa a este apartado, las críticas que realizaremos se sustentan en dos 
argumentos bases, a saber, la generalidad del tipo y la inexistencia del delito terrorista en el 
Derecho Penal chileno. Así, nuestro objeto de desarrollo será únicamente el segundo 
argumento por presentar éste puntos de vista distintos a los ya planteados, y en cuanto al 
primero, naturalmente compartimos las críticas vertidas y las hacemos nuestras. 
 
Conforme a esto, razonaremos en relación a tres consideraciones básicas: conducta 
inconsistente con el principio de tipicidad, antijuricidad y culpabilidad; conducta como parte de 
la clasificación del delito en cuanto a su forma de ejecución; conducta punible dentro de las 
hipótesis del iter criminis; y conducta como figura agravada o calificada de todo delito85.  
 
 
 
                                                 
85 Para efectos analíticos, cada consideración se tratará separada e independientemente de la otra, así por ejemplo, 
si señalamos que una conducta no es delito y en el apartado siguiente nos referimos a ésta como “delito”, “delito 
terrorista”, “conducta típica” o similares, se comprende que no es una contradicción, y que es sólo para cuestiones 
meramente explicativas. 
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° Conducta inconsistente con el principio de tipicidad: 
 
En virtud de este principio, el Artículo 1° abraza un tipo penal correcto en lo atinente a su 
conceptualización en la ley, en el sentido que define una determinada acción en ella por 
mandato del principio de reserva o legalidad (y con todas las consecuencias que de esto deriva), 
pero no logra gozar de sus características propias en relación al tipo por no haber una conducta 
que per sé explique meridianamente lo que se debe entender por delito terrorista.  
 
Este artículo es de suma importancia por ser el artículo rector y base de la legislación 
antiterrorista, a tal punto que si cambiamos su sentido o derechamente lo eliminamos 
dejaríamos sin normativa al respecto, debido a que todo el resto de los artículos se remite 
directa o indirectamente a él86. Lo anterior, se consagra en las frases “Constituirán delitos terroristas 
los enumerados en el artículo 2º, cuando el hecho se cometa con la finalidad de …” y “Constituirán delitos 
terroristas, cuando cumplieren lo dispuesto en el artículo anterior …”  (inciso 1° artículos 1° y 2° 
respectivamente), entendiendo por “constituir” (del latín constituĕre) el “formar, componer, ser” 87; lo 
cual implica que las conductas contempladas en el artículo 2° no se “reputan”, “consideran” o 
“estiman como” delitos terroristas bajo determinadas hipótesis (es decir, delitos a los que se 
remite), sino que efectiva y ontológicamente son delitos terroristas , y es por ello que deben 
cumplir con las exigencias propias del derecho penal sustantivo para todo hecho punible que se 
tipifique como tal. En otras palabras, no es un delito natural e independiente como lo sería el 
homicidio del Artículo 391 o las injurias del Artículo 416 y siguientes, ambas del Código Penal. 
 
Fruto de esto es la situación resultante del Artículo 2°, en donde los delitos (comunes) 
contenidos en él igualmente se castigarían conforme a lo dispuesto en sus normas de origen, 
con las penas y reglas procesales comunes para toda clase de delitos si obviáramos en su 
apreciación el móvil terrorista contenido en el Artículo 1°. Por el contrario, si en esta 
apreciación omitiéramos al Artículo 2° nos encontraríamos en la situación de no poder aplicar 
el móvil terrorista como delito terrorista a casos concretos por no ofrecer indicios de delito 
                                                 
86 Véase los artículos 2°, 5° y 14° de la Ley que se remiten a él de forma directa. 
87 Disponible en www.rae.es, diccionario de la lengua española vigésima segunda edición, 
http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=ajeno. 
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alguno88, ya que necesariamente tendríamos que recurrir al Artículo 2° para comprenderlo y 
sancionarlo. 
 
De esta suerte, si analizamos al homicidio sin mediar el móvil terrorista encontramos que su 
definición es simplemente matar a otro, y dependiendo de lo que se entienda por otro es la 
penalidad a aplicar y la conducta específica a tipificar. Si el otro es ascendiente o descendiente 
se le considera parricida (Artículo 390 inciso 1° Código Penal); si es o ha sido cónyuge o 
conviviente se le denomina femicida en virtud de la Ley 20.48089 (Artículo 390 inciso 2° 
Código Penal); y si es toda persona no comprendida en los puntos anteriores ni en las hipótesis 
del homicidio calificado se le sanciona por homicidio simple.  
 
Para efectos de este análisis, el tipo penal básico, primario y esencial de todo homicidio es el 
verbo rector matar (cuyo concepto está fuera de toda duda - “quitar la vida”90 - ), trayendo como 
consecuencia el conocimiento exacto de la conducta descrita en la ley y de las circunstancias 
que califican o agravan su penalidad (lo mismo ocurre con la violación del Artículo 361 inciso 
2° del Código Penal, entendida como el acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, a una persona 
mayor de catorce años usando fuerza o intimidación; aprovechando la privación de sentidos o 
la incapacidad de oponer resistencia de la víctima; o abusando de la enajenación mental de ella; 
en donde si no hay acceso carnal o habiendo pero sin cumplir las exigencias del tipo, no hay 
violación).  
 
En el delito terrorista, en cambio, la finalidad descrita o tipificada no induce a colegir conducta 
alguna motivo de punición. Frente a esto (y comprendiendo que los actos cometidos en razón 
del terrorismo son delitos dolosos),  corresponde señalar que esta clase de ofensas conforman 
un delito de tipo penal abierto, en donde “la materia de prohibición no está descrita en forma total y 
exhaustiva por medio de elementos objetivos” 91, la que es valorativamente neutra “con respecto a la 
                                                 
88 En consecuencia, no tipifica la conducta objeto de punición como sí lo hacen cada uno de los delitos 
individualmente señalados en el Artículo 2°, y es por ello la razón de remitirse a éste. 
89 Ley que “Modifica el Código Penal y la Ley Nº 20.066 sobre violencia intrafamiliar, estableciendo el 
“femicidio”, aumentando las penas aplicables a este delito y reformando las normas sobre parricidio”, de 18 de 
Diciembre de 2010, cuyas críticas no entraremos a analizar, 
90 Pequeño Larousse en color, Ediciones Larousse, S.A., Madrid, España, 1991, p. 565. 
91 ROXIN, CLAUS, Teoría del tipo penal. Tipos abiertos y elementos del deber jurídico, Ediciones Depalma Buenos Aires, 
Buenos Aires, Argentina, 1979, Capítulo I, A), II, p. 6. 
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antijuricidad”92, en orden a que el legislador incluye al tipo sólo para recalcar la relevancia 
jurídica de ciertos comportamientos pero se abstiene de calificar a la acción descrita como 
antijurídica o adecuada al derecho93, y a incluir con ello acciones en general que no precisen los 
comportamientos jurídicamente relevantes para el derecho penal94. 
 
En cuanto a la neutralidad de este delito bajo este tipo penal, la descartamos de inmediato, ya 
que nuestro legislador desde siempre ha valorado esta conducta como grave y atentatoria 
contra el normal desenvolvimiento social, pero sí mantenemos la crítica concerniente a la 
materia de prohibición no descrita rigurosamente en el tipo penal, por no contener un verbo 
rector en orden a clarificarla ni un disvalor claramente identificado95. 
 
Este tipo penal ha sido criticado por la doctrina penal mayoritaria, y a su respecto, Claus Roxin 
lo ha hecho desde varios puntos de vista en su obra citada, que en lo medular niega su 
existencia (distinciones que no entraremos a analizar). Además, hoy es ampliamente aceptado 
que lo que no está dentro del tipo penal no puede ser objeto de sanción y, más aún, la 
conducta que en él se describa debe ser lo más estricta y clara posible de modo que no surjan 
dudas para su correcta aplicación conforme al principio de taxatividad (uno de los principio de 
un Estado de Derecho). Esta situación es lo que conocemos como tipo objetivo, y se expresa – 
como ya dijimos – en una conducta exterior mediante un verbo rector particular, que en la 
especie no se produce y que presenta problemas con este principio. 
 
Si  aceptamos que el móvil tipificador del delito terrorista es parte del tipo subjetivo, para así el 
juez tener que realizar ciertas valoraciones subjetivas para precisarlo, debemos advertir que, en 
el caso del hurto como ilícito que contiene este tipo a propósito del ánimo de apropiación, es 
:“El que sin la voluntad de su dueño y con ánimo de lucrarse se apropia cosa mueble ajena usando de violencia 
                                                 
92 Ibidem, Capítulo III, D), II, p. 270. 
93 Ibidem, p. 268. 
94 Ibidem, p. 265. 
95 Un ejemplo de la valoración estas conductas son las decidoras palabras del Senador Sergio Diez al respecto: 
“En primer término, la mayoría de la Comisión (integrada por los Senadores señores Letelier y Guzmán y por 
quien habla) fue partidaria de mantener en la Ley sobre Conductas Terroristas la pena de muerte como sanción 
máxima. A nuestro juicio, los autores de determinados tipos de delitos terroristas y ciertas acciones, por la 
peligrosidad que revisten para la sociedad y por el número de víctimas que pueden originar, merecen la condena a 
muerte”; y de el señor Thayer que señala la composición de la Comisión anteriormente citada “… de alguna 
manera representa el espectro más amplio de criterios del Senado y del país sobre el tema del terrorismo, que 
tanto inquieta a la población …”; HISTORIA DE LA LEY 19.027, págs. 126 y 127 respectivamente. 
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o intimidación en las personas o de fuerza en las cosas, comete robo; si faltan la violencia, la intimidación y la 
fuerza, el delito se califica de hurto” (Artículo 432 Código Penal), siendo su verbo rector “apropiar” “el 
tomar” o “apoderarse de alguna cosa” (y el “usurpar” o “arrebatar” como sinónimos pertinentes)96. 
Ahora, el delito terrorista entendido como el hecho de producir determinadas finalidades bajo 
ciertos elementos, no contiene ninguna reminiscencia a algún verbo rector en particular (a 
diferencia del hurto), por lo que mal podríamos concluir que hay un tipo subjetivo en él, y de 
hacerlo, iríamos en contra del principio antes señalado toda vez que estaríamos aceptando un 
delito sin un verbo base y sin una descripción estricta y clara como lo exigen los principios 
generales consagrados en nuestro ordenamiento. Además, el concepto de tipo penal  integra en 
general a ambos tipos penales en donde puede o no estar el subjetivo, pero nunca faltar el 
objetivo (que es la conducta a sancionar expresada en el verbo rector), cuestión que sí sucede 
en el delito terrorista y que no acaece en el hurto.  
 
Por último – y a mayor abundamiento – hay otros delitos comunes señalados en el Artículo 2° 
(como el descarrilamiento, secuestro de autoridades o el atentado contra una aeronave) que 
tienen, a nuestro juicio, una genuina motivación de lo que ordinariamente entendemos por 
terrorismo o cualquier otra acepción semejante, aún cuando no los consideremos como 
terroristas, ya que no son delitos generalmente atribuibles a un delincuente común y silvestre, 
debido que al valorar únicamente su conducta de forma meramente objetiva encontramos que 
el tipo penal abierto del móvil terrorista del Artículo 1° se produce igualmente. 
 
Así, hay delito cuando “El que voluntariamente destruya o descomponga la vía férrea o que coloque en ella 
obstáculos que puedan producir el descarrilamiento o que de cualquiera otra manera trate de producir éste, será 
castigado con presidio menor en su grado mínimo a medio”, aumentándose la pena cuando éste se 
verifique (Artículos 105 y 106 Ley General de Ferrocarriles). Por “descarrilar” se entiende la 
salida de “un vehículo fuera del carril”97, la que se produce por alguna de las formas previstas en el 
artículo en mención.  
 
Abocándonos ahora al tipo subjetivo, la conducta querida del autor una vez acaecido el 
descarrilamiento coincide con la acción típica descrita en el tipo objetivo del ilícito (el hecho de 
                                                 
96 Pequeño Larousse en color, Ediciones Larousse, S.A., Madrid, España, 1991, p. 79. 
97 Pequeño Larousse en color, Ediciones Larousse, S.A., Madrid, España, 1991, p. 305. 
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descarrilar), y ello basta para su configuración. De este proceder, la pregunta que aquí atañe es 
en qué forma cambia a la conducta realizada la introducción de un tipo subjetivo nuevo y 
especial con respecto al común tipificado desde 1931 en la Ley de Ferrocarriles, y la respuesta 
es que en nada lo cambia ya que la acción producirá las mismas consecuencias antijurídicas 
tipificadas por el legislador a modo de injusto jurídico o disvalor, no siendo ni más ni menos 
gravosas para las víctimas si es o no con ánimo terrorista. Poco importa aquí si la intención de 
descarrilar es sólo para lesionar, matar a los pasajeros del ferrocarril, o para producir temor en 
la población, ya que la conducta lesionará efectivamente (o al menos pondrá en peligro) a 
ciertos bienes jurídicos importantes protegidos por el derecho, lo que calza perfectamente con 
el tipo objetivo tipificado independientemente de las finalidades terroristas.  
 
Por último, en cuanto a la producción del temor justificado en la población como lo exige la 
norma en uno de sus fines, éste se concreta lo quiera o no el autor del hecho, lo cual significa 
que si él quería producir una finalidad distinta a la del Artículo 1° (como si se descarrilara el 
tren para dar muerte específicamente a su ex novia por motivos pasionales, y a consecuencia de 
ello mata a la mitad de los pasajeros), se le debería sancionar conforme a la ley de ferrocarriles, 
lo cual difícilmente sucederá porque aunque no haya tenido el móvil sancionado igualmente lo 
produjo (por lo menos en una parte de la población, a saber, los familiares de los pasajeros 
fallecidos o lesionados, el público común que viaje habitualmente en estos medios de 
transporte, o las personas que se enteren por la prensa de los hechos ocurridos, entre otras 
situaciones). 
 
Por todo lo expresado, el Artículo 1° no tipifica una conducta conforme a todo delito, ni 
constituye una conducta nueva o similar a las contenidas en el Artículo 2°, por remitirse en 
todas sus partes a delitos ya sancionados por la legislación común (como lo ocurrido con otra 
clase de delitos como el de la Ley 19.223 que “Tipifica figuras penales relativas a la 
informática” de 7 de Junio de 1993, que integra efectivamente un tipo penal nuevo por el 
nacimiento de un bien jurídico protegido hasta entonces inexistente en nuestra legislación98). 
                                                 
98 En palabras de la misma “Historia de la Ley” en sus páginas 4 y 5 de la Moción Parlamentaria del Diputado 
José Antonio Viera Gallo (lo destacado es nuestro): 
“ … la creciente importancia que ha adquirido la informática ha hecho patente la vulnerabilidad de las sociedades 
y de las organizaciones que las utilizan…- De ahí que la doctrina penal contemporánea emplee la expresión "delito 
masivo" para referirse a los atentados contra la información acumulada en archivos computacionales o bancos de 
datos, al tener en cuenta la gran cantidad de personas que pueden ser afectadas por ellos”. 
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En cuanto a su tipo penal, el Artículo 1° presenta un tipo penal abierto en donde la descripción 
típica no está definida en forma total y exhaustiva por medios objetivos, cuestión criticada por 
Roxin y otros académicos penalistas en orden a que hoy por hoy, es ampliamente aceptado que 
la conducta debe estar contenida lo más claramente posible dentro del tipo penal tipificado en 
la ley, lo que no ocurre con esta norma. 
 
 
° Conducta inconsistente con el principio de antijuricidad: 
  
Este principio, conlleva a tipificar y sancionar una conducta que lesione o pueda lesionar un 
bien jurídico protegido, por ello no se castiga cuando concurren las causales de justificación 
fundadas en la ausencia del interés del ofendido (consentimiento propiamente tal y 
consentimiento presunto) ni las que se funden en el principio de interés preponderante 
(preservación de un derecho y actuación de un derecho)99, cuestiones en las que no entraremos 
en disquisiciones. 
 
Un bien jurídico protegido, impone que toda conducta será antijurídica cuando lo lesione o 
ponga en peligro, y así por ejemplo, en la posesión violenta del Artículo 710 del Código Civil 
no se producirán los efectos propios de la posesión regular por lesionar (entre otros) el bien 
jurídico de mala fe, por lo que no se podrá constituir la posesión regular para adquirir el 
dominio por prescripción adquisitiva. Como otro ejemplo, en el caso de la quiebra fraudulenta 
como causal de declaración de quiebra en el Derecho Comercial, los bienes jurídicos 
lesionados corresponden – entre otros – al patrimonio de los acreedores, la buena fe comercial 
                                                                                                                                                    
“El proyecto de ley que presento a la consideración de esta H. Cámara, tiene por finalidad proteger este nuevo 
bien jurídico que ha surgido con el uso de las modernas tecnologías computacionales: la calidad, pureza e 
idoneidad de la información en cuanto tal, contenida en un sistema automatizado de tratamiento de la misma y de 
los productos que de su operación se obtengan. 
Aquella, por el actual desarrollo tecnológico de la sociedad, merece ser protegida mediante la creación de 
figuras delictuales nuevas, que pongan de relieve su importancia. Nos hacemos eco de la tendencia existente en 
el derecho comparado contemporáneo y de las recomendaciones de organismos internacionales especializados en 
el tema. La protección de un sistema de información automatizado se realiza mediante la creación de figuras 
penales especiales, que evitan la necesidad de hacer interpretaciones extensivas de las tradicionales 
normas penales, para incluir conductas indebidas en contra los sistemas automatizados de tratamiento de la 
información”. 
99 En referencia a la explicación contenida en la obra, CURY URZUA, ENRIQUE, Derecho Penal Parte General, 
Ediciones Universidad Católica de Chile, 8° Edición Ampliada, Santiago de Chile, 2005, Capítulo VII, III, págs. 
369-372. 
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y el Orden Público. Por último, en la estafa, los bienes lesionados son el patrimonio, la buena 
fe (toda vez que importa un engaño para realizar la defraudación tipificada) y el Orden Público 
Económico en el caso de los delitos económicos, entre otros. 
 
No obstante lo anterior, en el tipo penal del Artículo 1° de la Ley 18.314 no se vislumbra un 
bien jurídico (o bienes) determinados, sino unos de carácter difuso y confuso. No podemos, 
así, dilucidar un bien jurídico protegido en la frase “cuando el hecho se cometa con la finalidad de 
producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie”, 
salvo habida consideración de la víctima en la figura de “población o en una parte de ella”, situación 
en la cual podríamos suponer que se protege el derecho a la vida100, la integridad física y 
psíquica de la persona, o el ambiente libre de contaminación101 (entre muchos otros), cada uno 
debidamente expresados y detallados en sus respectivos tipos penales. Inclusive, si 
elucubrásemos considerando la cantidad de delitos que pueden provocar el efecto descrito en 
un grupo de personas, la lista podría ser exageradamente extensa y trivial para efectos 
prácticos. 
 
Como desenlace de ello, la única forma de determinar con exactitud el bien protegido es 
observando al Artículo 2° que contiene los delitos considerados como terroristas, en los cuales 
sí es posible realizar el ejercicio propuesto por la claridad de sus disposiciones, aunque todo 
esto debiese ser al revés porque la norma encargada de integrarlos es precisamente el Artículo 
1°, por ser la base y esencia del delito terrorista, como ya lo hemos mencionáramos más arriba.  
 
Concluyendo, el Artículo 1° no contiene un bien jurídico preciso y determinado a proteger 
como en otros delitos (por ejemplo el homicidio que protege el derecho a la vida, los delitos de 
lesiones que protegen la integridad física de la persona, o el delito de aborto que protege la vida 
del que está por nacer), y en consecuencia, se debe recurrir a los bienes contenidos en los 
delitos comunes a los cuales se remite el Artículo 2°. Al ser así, necesariamente se debe 
concluir que el delito terrorista protege el mismo bien jurídico que cualquiera de estos delitos 
agrupados en la Ley, por lo tanto es inoficioso e inútil protegerlo dos veces. 
 
                                                 
100 O la del que está por nacer en caso de una madre encinta como sujeto pasivo. 
101 En caso de un presunto ataque bacteriológico, tal como se comentó y temió después de los atentados a los 
Estados Unidos en el 2001. 
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° Conducta inconsistente con el principio de culpabilidad: 
 
La culpabilidad, es la “reprochabilidad del hecho típico y antijurídico, fundada en que su autor lo ejecutó no 
obstante que en la situación concreta podía someterse a los mandatos y prohibiciones del derecho”102, es decir, 
con la conciencia de cometer un acto ilícito previamente tipificado, y a contrario sensu, no 
podemos sancionar una conducta que –  aunque querida y al tanto de las consecuencias 
ulteriores – no traiga aparejada una situación de contravención al ordenamiento jurídico. Por 
esta razón, no se puede castigar a un sujeto que realice una conducta que crea punible cuando 
en realidad no lo es (como si una pareja homosexual mayor de edad - por mera rebeldía - , 
tuviese relaciones íntimas en un hotel en la creencia de estar cometiendo el delito de sodomía, 
actualmente derogado), o exigir la misma conciencia de ilicitud a un menor infante o demente 
que a un mayor de catorce años (que en los primeros casos claramente no tendrá tal 
conciencia, conformando un eximente de responsabilidad penal conforme al Artículo 10 del 
Código Penal).  
 
Por estos raciocinios, el móvil terrorista de querer realizar una conducta en aras del ánimo 
tipificado en el Artículo 1° con plena consciencia del actuar ilícito, no implica una situación de 
excepción que merezca ser tomada en cuenta para efectos de determinar la culpabilidad, 
porque basta sólo con la conciencia de realizar un delito para provocar determinadas 
consecuencias para que el sujeto sea declarado – en virtud de pruebas periciales – plenamente 
capaz de afrontar un juicio en caso que su defensa alegue inimputabilidad (además de ser el 
“querer realizar” suficiente para configurar la conciencia de ilicitud). La importancia de la 
culpabilidad se basa tanto en el fundamento de la imposición de la pena como el criterio 
determinante de su magnitud103, aunque esto último tenga una importancia relativa pues ella 
“sólo establece el límite máximo a la medida de la sanción”104, todas cuestiones aplicadas como reglas 
generales para todo ilícito y que en lo que nos concierne, huelga decir que también están 
incluidas en los del Artículo 2° de forma independiente al tipo penal terrorista que sustenta la 
ley, por lo que bajo estos supuestos no presenta ningún avance o novedad.  
 
                                                 
102 Ibídem, Capítulo VIII, I, p. 385. 
103 CURY URZUA, ENRIQUE, Derecho Penal Parte General, Ediciones Universidad Católica de Chile, 8° Edición 
Ampliada, Santiago de Chile, 2005, Capítulo VIII, I, p. 390. 
104 Ibidem, p. 391. 
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Con todo, la exigencia de la culpabilidad como un querer voluntario e ilícito tipificado en la ley 
obra con independencia a la calificación de terrorista del delito, debido a que lo que exige este 
principio es simplemente el hecho de saber que con la acción que se pretende realizar se va a 
contravenir al ordenamiento jurídico, y ello claramente se cumple si se comete alguno de los 
delitos ordinarios que se puedan calificar como terroristas, por lo que  esta Ley (18.314) sólo 
está configurando una “doble culpabilidad” que bajo ningún respecto corresponde. 
 
 
° Conducta terrorista como parte de la clasificación del delito en cuanto a su forma de ejecución: 
 
El tipo penal está construido sobre un hecho voluntario que “contiene la descripción de un suceso en 
cuya base ha de encontrarse siempre una acción o una omisión, en su caso”105, cuya sola acción basta para 
satisfacer las exigencias de un solo tipo penal (o de varias acciones que originan otros tantos 
hechos típicos)106, por regla general. La excepción está dada por el concurso de delitos, en 
donde un sujeto a pesar de ejecutar distintas acciones penalizadas separadamente una de la otra 
como tipos penales diversos, se unifica la pena asignada como si se tratase de un solo tipo 
penal (concurso real o material); o cuando con la sola acción se cometan varios tipos penales, 
en donde no hay realmente una sola unidad de acción sino que la conexión entre ellas es tan 
estrecha que de faltar una no se puede cometer la siguiente y como resultado no se puede 
verificar el delito (concurso ideal). 
Así, hablamos de delito simple o instantáneo al “hecho punible que se perfecciona con una acción y, en 
su caso, un resultado, cuya entera realización es inmediata”; de habitual al tipificado por la ley “cuando se 
produce la repetición de una determinada conducta del agente, que sólo por esa repetición da origen a 
incriminación penal”; de continuado al integrado “por actos que constituirían otros tantos delitos separados 
de no existir un lazo jurídico que permite tenerlos por un solo hecho”; y de permanente al que “cuya 
consumación se prolonga en el tiempo, por la creación de un estado delictivo”107.   
 
 
 
                                                 
105 Ibidem, Capítulo XII, p. 649. 
106 Idem. 
107 Clasificación según la obra de POLITOFF L., S., MATUS A., J. P., y RAMIREZ, M. C., Lecciones de Derecho 
Penal Chileno, Parte General, Edit. Jurídica, 2° Edición, Santiago de Chile, 2004, t. I, p. 188. 
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* Delito instantáneo 
La conducta terrorista no es delito instantáneo porque la acción perfeccionadora del hecho (y el 
resultado en su caso) no es inmediata, ya que por muchas intenciones terroristas que se posean 
son  incapaces por sí mismas de producir un hecho típico (para ello debo realizar como 
condición sine qua non una conducta de las tipificadas en el Artículo 2°). Un delito 
instantáneo, en consecuencia, sería el homicidio, el robo con violencia o intimidación, el hurto 
o el falso testimonio108, situación ya contemplada a propósito del homicidio del Artículo 391 
del Código Penal en relación al homicidio que se puede estimar como delito terrorista, por 
ejemplo. 
 
* Delito habitual 
No es habitual, por otra parte, debido a que el tipo penal no exige la habitualidad del móvil 
terrorista para su incriminación, como sí lo exige el delito de encubrimiento habitual 
mencionado en la obra109. Si por el contrario, se exigiera, carecería de toda lógica no penalizar 
la primera intención terrorista pero sí las posteriores, produciendo además el dilema de 
determinar cuántas veces son necesarias para ser punibles y el fundamento de ello. 
 
* Delito continuado 
Tampoco es continuado, porque el tipo penal terrorista no contempla en su esencia delitos 
separados que unidos bajo el mismo contexto se sancionen como un solo hecho (es decir, un 
hecho o delito terrorista que los agrupe a todos bajo un mismo tipo penal), en razón de que los 
delitos comunes tipificados en el Artículo 2° son delitos instantáneos y – que en el lance de 
producirse – , dicha continuidad ya estaría inserta. Esta clasificación es parte del concurso de 
delitos mencionado anteriormente, y que admite las sub-clasificaciones de concurso ideal y concurso 
medial.  
 
                                                 
108 Los cuales se consuman: con la muerte en el homicidio; con la apropiación de cosa mueble ajena en el 
robo con violencia o intimidación - con ánimo de lucro y en contra de la voluntad de su dueño - mediando 
violencia o intimidación en su persona o fuerza en las cosas; con la apropiación de cosa mueble ajena pero sin 
violencia, fuerza e intimidación en el hurto; y con la declaración, informe o traducción falsa en el falso 
testimonio (ejemplificaciones extraídas de la obra citada en el pie de página anterior). 
109 POLITOFF L., S., MATUS A., J. P., y RAMIREZ, M. C., Lecciones de Derecho Penal Chileno, Parte General, Edit. 
Jurídica, 2° Edición, Santiago de Chile, 2004, t. I, p. 188. 
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El ideal, implica cometer un hecho mediante “uno o más delitos”110 diferentes, ya sea a título de 
concurso ideal heterogéneo (tipo penal distinto como en la violación e incesto) o de concurso ideal 
homogéneo (tipo penal único como lo ocurrido al matar a varias personas con un solo artefacto 
explosivo - )111. 
El medial, en tanto, se ubica “en el supuesto de que un delito sea medio necesario para la comisión de 
otro”112 – (como lo ocurrido con la estafa por medio de moneda falsa113 ). 
 
De esta suerte, no es delito concursal ideal heterogéneo por no tratarse de tipos penales distintos 
(como sí ocurre en el caso de los ejemplos nombrados), porque la violación es el acceso carnal no 
consentido con algunas de las distinciones prevenidas en el tipo del Artículo 361 inciso 2° del 
Código Penal, y el incesto es aquel “que, conociendo las relaciones que lo ligan, cometiere incesto con un 
ascendiente o descendiente por consanguinidad o con un hermano consanguíneo, será castigado con reclusión 
menor en sus grados mínimo a medio” – Artículo 375 Código Penal – (esto indistintamente a la 
aquiescencia de los involucrados, a diferencia de la violación ), entendiéndolo como la “Relación 
sexual entre parientes que no pueden contraer matrimonio legal”114. Así las cosas, ambos tipos penales 
contienen al acceso carnal como requisito necesario para la configuración de la acción típica del 
hecho, no obstante ser delitos distintos que en virtud del concurso de delitos la conducta se 
sancionará como incesto, y no como violación e incesto separadamente. 
 
A su vez, el delito terrorista tampoco puede considerarse como parte del concurso ideal homogéneo, 
ya que (siguiendo con el ejemplo descrito a su respecto) si se comete el delito terrorista del 
Artículo 1° explosionando un artefacto explosivo y matando a varias personas, se sancionará 
bajo el tipo penal de matar  y no bajo el tipo de “finalidad terrorista” que provoque la acción 
matadora, debido a que ésta se perfecciona lesionando el ordenamiento jurídico sólo cuando se 
impetra la conducta señalada en el tipo del delito común (o al menos se da principio de 
ejecución) y no el tipo del móvil terrorista. Por esta razón, si suprimimos la intención terrorista 
                                                 
110 Ejemplificaciones contenidas en la obra anteriormente citada, en su página 447. 
111 Idem.   
112 Idem. 
113 Esto porque el verbo rector es el defraudar a otro, entendido doctrinalmente como  “el acto realizado por un 
individuo mediante engaño, ardid, simulación, abuso de confianza u otra superchería, mediante la cual causa una lesión en el 
patrimonio de un tercero en beneficio propio” (C. Santiago, 6 de Diciembre de 2007, rol N° 18.317-2004), el cual es 
tipificado en el Código Penal en los artículos 467 y siguientes. Para nuestro ejemplo, el engaño para cumplir el 
objetivo principal – el afán de lucro - sería la puesta en circulación a sabiendas de las monedas, siendo un delito 
necesario para la defraudación buscada en la estafa. 
114 Pequeño Larousse en color, Ediciones Larousse, S.A., Madrid, España, 1991, p. 486. 
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y actuamos bajo otro tipo de intenciones, el daño y las consecuencias del hecho no variarán la 
acción tipificada  
 
Para terminar, el Artículo 1° tampoco es un delito medial necesario para cometer otro ilícito,  ya 
que para eso debería ser un delito tal como la estafa por medio de moneda falsa, en la cual el 
verbo rector “defraudar” del Artículo 467 del Código necesita de un engaño para generarlo, 
entendiendo por engaño el uso “de nombre fingido, atribuyéndose poder, influencia o créditos supuestos, 
aparentando bienes, crédito, comisión, empresa o negociación imaginarios, o valiéndose de cualquier otro engaño 
semejante” (Artículo 468 Código Penal). Es tal la importancia del engaño que sin él no es posible 
lograr la defraudación exigida por la ley, y sin ella no se podrá configurar la disposición 
patrimonial necesaria para el perjuicio por medio del detrimento pecuniario, y en efecto, no 
estaríamos en presencia de una estafa.  
 
Por estas consideraciones, no es delito concursal medial debido a que si suprimimos la intención 
terrorista tipificada y actuamos bajo otro tipo de intenciones, el daño y las consecuencias 
producto de ellas no variarán, porque la acción tipificada dicen relació exclusivamente con el 
tipo objetivo mas no con sus intenciones. 
 
* Delito permanente 
Por último, la conducta terrorista no es delito permanente porque no prolonga un estado delictivo 
en el tiempo, tal como ocurre con el delito de secuestro en cualquiera de sus hipótesis. En ellas, 
la conducta tipificada en los artículos 141 y 142 del Código Penal no necesitan de la anuencia 
del delito terrorista para configurarlo como permanente (ya que el secuestro ordinario como 
delito autónomo ya la contempla dentro de las características propias de su tipo penal), y como 
el delito terrorista del Artículo 1° deriva la acción de secuestrar en todas sus partes a la 
legislación común del Código Penal en razón del Artículo 2°, no existe entonces un secuestro 
terrorista como delito permanente sino sólo el delito de secuestro como delito permanente, no 
importando la finalidad del mismo que es a todas luces irrelevante en esta materia. 
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° Conducta no punible dentro de las etapas del iter criminis: 
 
El iter criminis como “camino del delito” discrimina dos etapas o fases para la consumación de 
un delito: una faz interna o subjetiva (resolución o ideario de delinquir); y una faz externa u objetiva 
(actos concretos para ejecutar dicha resolución), clasificada a su vez en actos preparatorios y actos 
ejecutivos. Dichas etapas se relacionan con la verificación del hecho punible en las expresiones 
de delito consumado y delito intentando, en las cuales el hecho se concreta sólo en el primer caso, ya 
que para el segundo importa la figura de tentativa o frustración en términos de imposición de la 
pena cuando fueren punibles. Con todo, esta distinción no produce ningún efecto en el dolo 
como faz subjetiva de la conducta debido a que obra con independencia de su realización y por 
tanto no le compele por mantenerse estable, situación ocurrida igualmente con elementos 
propios de otros delitos como el ánimo de lucro en el hurto o robo, por ejemplo115.  
 
Así, se entiende por fase interna a la etapa de ideación que “incorpora frecuentemente la búsqueda de 
medios, lo que se hace antes de adoptar una resolución definitiva con trascendencia jurídico-penal”116, por lo 
que las meras “pretensiones que pueden llevar a una deliberación y búsqueda de medios, no son decisiones 
para estos efectos”117. Su trascendencia importa para determinar desde cuándo hay intención 
dolosa para concretar el delito, ya que desde allí empezamos a considerar al resto de los actos 
como ejecutivos y por ende punibles en la medida que sean directos para efectos del Artículo 
7º del Código Penal118.  
 
La faz subjetiva, como ideación, no es punible para el derecho penal, por mucho que se piense 
en realizar un delito y analizar sus posibilidades, medios a emplear, y provisiones, esto porque 
dichos comportamientos no constituyen una resolución delictiva para iniciar la fase de 
ejecución del hecho antijurídico, aunque no se realice finalmente el acto. Para ello, se necesita 
que – en virtud del contexto circundante del sujeto activo – se realicen actos directos que 
exterioricen su determinación dolosa hacia la consumación del delito119. 
 
                                                 
115 GARRIDO MONTT, MARIO, Derecho Penal, Parte General, Tomo II, Editorial Jurídica, 3° Edición, Santiago de 
Chile, 2003, Capítulo IX, p. 269. 
116 Ibídem, p. 262. 
117 Idem. 
118 Según lo señalado – aunque en otras palabras - por el autor citado precedentemente.  
119 Conclusión extraída de la obra del autor citado, en su página 274. 
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La faz externa, por su parte, se materializa bajo la concreción de los actos ideados en la faz 
subjetiva en forma de preparatorios o ejecutivos. Los preparatorios son los actos “realizados para 
concretar la resolución delictiva pero que no alcanzan a conformar una tentativa, porque no pueden calificarse 
como actividades ejecutivas”120, y que originan a su vez los actos ejecutivos en la figura de tentativa y 
frustración, punibles por regla general. Esta  distinción (en palabras del  autor), es “artificiosa e 
inútil”121, ya que lo determinante es identificar cuáles son los actos realizados tendientes a 
configurar el tipo para luego ser punibles a título de tentativa en caso de no verificarse el 
delito122. Lo interesante entonces es determinar el momento en que la resolución para delinquir 
se produce y conforme a ello sancionar a todos los actos que en su razón procedan, los que 
serán siempre ejecutivos. 
 
Así, comprendemos por tentativa al autor o autores que “dolosamente han iniciado la ejecución de la 
acción típica, pero no logran terminar la actividad material personal que ésta supone: faltan uno o más actos 
para terminarla, que no logran ejecutar por causas independientes a su voluntad”123 , y que en palabras del 
Código Penal se define como “cuando el culpable da principio a la ejecución del crimen o simple delito por 
hechos directos, pero faltan uno o más para su complemento” 124. 
 
Por frustración, entendemos al “curso causal que pone en movimiento no se concreta en el resultado típico 
por razones ajenas a su voluntad”125, y que se diferencia de la tentativa porque en la frustración se 
realizan todos los actos necesarios para consumar el delito. Conforme a esto, el código 
punitivo la consagra como “cuando el delincuente pone de su parte todo lo necesario para que el crimen o 
simple delito se consume y esto no se verifica por causas independientes de su voluntad”126. 
 
Para estar en presencia de un delito intentado (sea tentado o frustrado) se necesita que los 
actos realizados sean directos en virtud de la dirección recta a ejecutar el delito y de la 
idioneidad de los actos para consumarlo, lo que se analiza ex-ante por el Tribunal apreciando la 
manifestación nítida del hecho según el plan y las circunstancias pertinentes a la ejecución del 
                                                 
120 GARRIDO MONTT, MARIO, Derecho Penal, Parte General, Tomo II, Editorial Jurídica, 3° Edición, Santiago de 
Chile, 2003, Capítulo IX, p. 265. 
121 Idem. 
122 Idem.  
123 Ibídem, p. 268. 
124 Artículo 7º inciso 3º. 
125 Idem. 
126 Artículo 7° inciso 2°. 
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delito (actos directos), y en virtud de la potencialidad causal para provocar los resultados, fines 
o efectos ilícitos dañosos (actos idóneos)127. Por esto, se habla de tentativa inidónea en los casos 
de aborto a una mujer que se cree embrazada cuando realmente no lo está128 o de disparar a 
una persona en la creencia que duerme en su lecho no obstante lo acaba de abandonar (entre 
otros ejemplos), distinguiendo para ello tanto a la tentativa inidónea absoluta como relativa129, 
cuestión que para efectos del trabajo no discerniremos. 
 
* Faz subjetiva de la conducta 
En cuanto a la faz sujetiva de la conducta, y tal como señalamos precedentemente, no es punible 
por el principio “cogitationis poena nemo patitu” aún cuando se piensen consumar los delitos más 
graves de nuestro sistema penal. Sin embargo - y por excepción - , el pensamiento se 
sancionará cuando se exteriorice y salga del fuero interno inimputable en orden a lesionar o 
poner en riesgo algún bien jurídico protegido. 
 
En el delito de amenazas (caso paradigmático en esta sede), se castiga por el mero hecho de 
amenazar o proferir la ideación de delinquir, aunque la conducta no se concrete efectivamente. 
No obstante esto, no toda amenaza es típica, ya que lo será aquella que cumpla con los 
requisitos de seriedad, de expresión de un mal ilícito y de verosimilitud de la consumación, en 
vista del Código. 
 
Así pues, el delito terrorista podría considerarse dentro de la faz subjetiva de la conducta, y con 
ello ser punible (por excepción) por idear provocar uno o más ilícitos penados en el Artículo 2º 
de la Ley. Aunque parezca razonable no lo es, porque la única situación que se encarga de este 
ideario como cuestión punible es el delito de amenazas del Código al cual se remite el delito 
terrorista. Aquí la hipótesis típica del delito común de amenazas del Artículo 296 se ajusta 
completamente al hecho de proferir la intención dañosa con los fines terroristas del Artículo 1° 
y 2° n° 1° de la Ley respectivamente, y no presenta ninguna diferencia con el delito especial de 
amenazas terroristas, siendo exactamente lo mismo. Ahora bien, aún si estimáramos que 
dentro del delito de amenazas terroristas hay una hipótesis diferente a la amenaza ordinaria, 
                                                 
127 En base a la obra del autor, GARRIDO MONTT, MARIO, Derecho Penal, Parte General, Tomo II, Editorial 
Jurídica, 3° Edición, Santiago de Chile, 2003, Capítulo IX, p. 275. 
128 Ibídem, página 289. 
129 Ibídem, página 290. 
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esta distinción sería igual de artificiosa e inútil porque no presentaría ningún cambio en los 
bienes jurídicos protegidos dispuestos a ser lesionados por el hechor. Por ejemplo, si se 
amenazare con hacer un pogromo a una determinada minoría civil bajo el supuesto “de atentar 
contra una categoría o grupo determinado de personas”130, este acto no será más o menos típico ni más o 
menos ominoso para los bienes jurídicos protegidos, en caso de ser lesionados por la 
constatación de una finalidad terrorista (ello sin perjuicio de que igualmente se produciría un 
temor en la población en los términos del Artículo 1° de la Ley). 
 
* Faz objetiva de la conducta por actos ejecutivos 
En relación a los actos ejecutivos del delito intentado, podríamos considerarlo subsumido 
dentro del delito terrorista del Artículo 1° por ser actos tendientes a la consumación de los 
hechos del Artículo 2° de la Ley, y punibles cuando importen un ilícito (como la obtención de 
recursos mediante lavado de dinero o la compra de armamentos especiales y artefactos 
explosivos de cualquier tipo). Así sería del todo comprensible sancionar a la tentativa terrorista 
en la situación de ser descubierto ipso facto en el ilícito (como si el actor que, apuntando al 
Presidente de la República, no jala el gatillo de la ametralladora por ser interceptado por un 
agente policial). 
 
Sin embargo, dichos factores no pueden considerarse como un acto ejecutivo punible 
excepcional y distinto a cualquier hipótesis general de la materia, debido a que las 
consecuencias previsibles al momento de sancionar la conducta nuevamente en nada modifican 
lo objetiva y concretamente realizado al momento de impedir la consumación del hecho bajo 
los delitos comunes a los que la norma antiterrorista se remite.  
 
En el mismo ejemplo anterior, independiente del ámbito volitivo del sujeto la conducta que 
objetivamente alcanzó a realizar no cambia ni lesiona de forma más dañosa que si el móvil 
descrito del Artículo 1º estuviere presente o ausente, y todos los actos anteriores al hecho 
mismo de estar presente en el evento público son igualmente punibles en la medida que 
importen un ilícito (como la compra del arma sus municiones), los cuales están enteramente 
castigados por normas ordinarias y por ende constituyen delitos de la misma índole. 
 
                                                 
130 Artículo 1° inciso 1° Ley 18.314. 
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° Conducta como figura agravada o calificada de todo delito 
 
Todo delito tiene una conducta y una sanción determinada, y cada uno de ellas varía en virtud 
de la gravedad de la lesión o puesta en peligro del bien jurídico protegido. No obstante lo 
anterior, la agravante o calificante viene a aumentar su penalidad tanto en atención a las 
consecuencias ominosas generadas por la ofensa como al aprovechamiento que la situación le 
reportare al victimario para  facilitar su consumación. 
 
De esta conformidad, el Artículo 12 del Código Penal contiene las circunstancias que agravan 
la responsabilidad penal sin perjuicio de las agravantes consagradas dentro del mismo tipo 
penal – caso en el que reciben el nombre de calificantes – , tal y como sucede con la agravante 
del ensañamiento que aumenta “deliberada e inhumanamente el dolor al ofendido” dispuesta en la 
descripción del Artículo 391 n° 1 circunstancia cuarta del Código, como en otras de la misma 
especie. 
 
Estas agravantes son de carácter general y común para toda la legislación penal, y al analizarlas 
en atención a la concurrencia del delito terrorista como ánimo tipificado en el Artículo 1°,  
suponemos entonces que estamos frente a una figura agravada y calificada de todo el resto de 
ilícitos comunes consagrados en nuestro ordenamiento que estén previamente prevenidos en el 
Artículo 2° de la Ley. Si bien es preciso advertir que éste es el espíritu de una ley como ésta, es 
imperante decir también que aquel está equivocado tanto en cuanto a que la consideración de 
agravante especial es una mera redundancia en miras a las agravantes propias del Artículo 12, 
como por el hecho de dotar a esta pretensión de agravante especial y distinta el carácter de 
delito por las consideraciones anteriormente expuestas, no siendo por tanto necesaria su 
concurrencia. 
 
Analicemos entonces las agravantes del Artículo 12 con o sin intención terrorista, pero bajo el 
supuesto previo de la constatación efectiva de una conducta ilícita merecedora de ella, 
mediante los siguientes ejemplos: 
“1°. Cometer el delito contra las personas con alevosía, entendiéndose que la hay cuando se obra a traición o 
sobre seguro”; como la comisión de un homicidio estando el ofendido imposibilitado de 
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movimiento (por ejemplo, el estar amarrado o maniatado) y en cautiverio por ocasión de un 
secuestro terrorista, según el Artículo 1° de la Ley. 
“3°. Ejecutar el delito por medio de inundación, incendio, veneno u otro artificio que pueda ocasionar grandes 
estragos o dañar a otras personas”; como el ejecutar el delito de infracciones a la salud pública por 
medio del envenenamiento del agua destinada al consumo público ocasionando la muerte de 
personas, cumpliendo sólo con lo dispuesto en el Artículo 315 inciso 1° del Código Penal sin el 
ánimo terrorista considerado en el Artículo 1° de la Ley.  
“4°. Aumentar deliberadamente el mal del delito causando otros males innecesarios para su ejecución”; como 
cometer un homicidio calificado por la circunstancia cuarta (ensañamiento) en contra de la 
cónyuge del Presidente del Senado con ánimo terrorista (homicidio calificado terrorista). 
“5°. En los delitos contra las personas, obrar con premeditación conocida o emplear astucia, fraude o disfraz”; 
como destruir las vías férreas para matar a varios de los pasajeros del tren, y sólo atendiendo a 
los artículos 105 a 107 de la Ley General de Ferrocarriles sin mediar el ánimo terrorista del 
Artículo 1°. 
“6°. Abusar el delincuente de la superioridad de su sexo o de sus fuerzas, en términos que el ofendido no 
pudiera defenderse con probabilidades de repeler la ofensa”; como la toma de rehenes de clientes de un 
centro comercial por medio de contingente paramilitar portando armamento y artefactos 
explosivos, con los fines del Artículo 1° (secuestro terrorista). 
“7°. Cometer el delito con abuso de confianza”; como el asesor de comunicaciones de un 
parlamentario que fragüe un atentado en su contra (aunque frustrado) para crear conmoción en 
la población en virtud del Artículo 1°. 
“8°. Prevalecerse del carácter público que tenga el culpable”; esto con ocasión del Artículo 14 inciso 3° 
de la Ley 18.314, que dispone en relación a la prisión preventiva que: “En ningún caso las medidas 
a que se refiere este artículo podrán adoptarse en contra de los Ministros de Estado, los subsecretarios, los 
parlamentarios, los jueces, los miembros del Tribunal Calificador de Elecciones, el Contralor General de la 
República, los Generales y los Almirantes”, siendo estas medidas “1.- Recluir al imputado en lugares 
públicos especialmente destinados a este objeto. 2.- Establecer restricciones al régimen de visitas. 3.- Interceptar, 
abrir o registrar sus comunicaciones telefónicas e informáticas y su correspondencia epistolar y telegráfica”131. Lo 
anterior, evidentemente conforma un aprovechamiento del sujeto activo debido a que goza de 
beneficios procesales por su calidad de autoridad pública, sin perjuicio también del uso de 
información especial y restringida obtenida en razón de su cargo para cometer los delitos con 
                                                 
131 Señaladas en el inciso 1° del artículo. 
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mayor conocimiento de las circunstancias en desmedro de alguien que no tenga el carácter 
público.  
“9°. Emplear medios o hacer que concurran circunstancias que añadan ignominia a los efectos propios del 
hecho”; como si se cometiera un homicidio calificado por su circunstancia cuarta (ensañamiento) 
a la tercera autoridad del país recluida en cautiverio en presencia de sus descendientes y 
ascendientes por medio de latigazos, burlándose del hecho y del sufrimiento provocado, pero 
sin mediar el ánimo terrorista del Artículo 1°. 
“11°. Ejecutarlo con auxilio de gente armada o de personas que aseguren o proporcionen la impunidad”; 
como el auxilio de fuerzas paramilitares o de una autoridad política (como el Ministro del 
Interior y Seguridad Pública, el de Defensa Nacional o el Presidente de la Cámara de 
Diputados) para arrancar resoluciones del Presidente de la República en beneficio propio 
conforme al Artículo 1°. 
“13°. Ejecutarlo en desprecio o con ofensa de la autoridad pública o en el lugar en que se halle ejerciendo sus 
funciones”; como lo ocurrido en una amenaza pública con finalidades terroristas que humille al 
Presidente de la República, o la provocación de lesiones graves gravísimas a los políticos que 
domiciliados legalmente en el Palacio de la Moneda estén dentro de él, pero con un ánimo 
ordinario distinto al Artículo 1°. 
“14°. Cometer el delito mientras cumple una condena o después de haberla quebrantado y dentro del plazo en 
que puede ser castigado por el quebrantamiento”; como cometer un delito terrorista en cumplimiento 
de una medida cautelar en libertad, y que vuelva a realizar otro delito de la misma índole; o 
habiendo explosionado un artefacto explosivo sin haber sido calificado como terrorista por la 
justicia, y en cumplimiento de una medida cautelar, vuelve a cometer el mismo delito. 
“15°. Haber sido castigado el culpable por delitos a que la ley señale igual o mayor pena”; como el haber 
cumplido una condena por las lesiones del artículo 396 inciso 2° del Código y luego participar 
en un homicidio simple del Artículo 391 inciso 2° (que merece la misma pena - presidio menor 
en sus grados mínimos a medio - ). 
“16°. Ser reincidente en delito de la misma especie”; por ejemplo, ser condenado por proferir 
amenazas terroristas y después de cumplida la pena ser partícipe como coautor de un secuestro 
terrorista contra un Ministro de Estado, con el objeto de obtener alguna resolución de la 
primera autoridad de gobierno conforme al Artículo 1°. 
“17°. Cometer el delito en un lugar destinado al ejercicio de un culto permitido por la República”; como la 
circunstancia de activar un artefacto explosivo en la Catedral de Santiago o en una Iglesia 
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Evangélica en el horario de atención a los feligreses, teniendo sólo la primera motivaciones 
terroristas.  
“18°. Ejecutar el hecho con ofensa o desprecio del respeto que por la dignidad, autoridad, edad o sexo mereciere 
el ofendido, o en su morada, cuando él no haya provocado el hecho”; como el homicidio calificado por 
ensañamiento a una autoridad política practicándole sodomización por medio de un arma 
blanca, con el mero fin de despreciar tanto a su dignidad de persona (sexo masculino) como a 
su cargo de autoridad pública política, pero sin hacerlo con el motivo terrorista del Artículo 1°. 
“19°. Ejecutarlo por medio de fractura o escalamiento de lugar cerrado”; como lo acaecido en el ataque 
de un grupo paramilitar que derriba los muros del patio del centro de educación escolar donde 
estudian los hijos del Alcalde de la comuna para secuestrarlos, pero haciéndolo con finalidades 
distintas al delito terrorismo; o como lo ocurrido en la misma situación pero contra los hijos de 
un Intendente, y sin los motivos del Artículo 1°. 
“20°. Ejecutarlo portando armas de fuego o de aquellas referidas en el artículo 132”; entendiendo por uso 
de armas “toda máquina, instrumento, utensilio u objeto cortante, punzante o contundente que se haya tomado 
para matar, herir o golpear, aun cuando no se haya hecho uso de él”, como usarlos para golpear a un 
Ministro de Estado o alguna otra autoridad pública con fines terroristas del Artículo 1°, o para 
golpearlos simplemente pero sin el dolo terrorista. 
 
Como podemos apreciar, en todas estas agravantes o calificantes, independientemente del 
móvil terrorista que da la calificación especial de terrorista al delito tipificado en la norma 
común, se producen y se sancionan de la misma forma desde la óptica de sus agravantes, no 
habiendo un elemento nuevo o distinto en relación a las circunstancias ya mencionadas que 
merezcan un tratamiento especial. Por ello, si la Ley 18.314 no existiera y se produce un delito 
de los que hoy se contienen en ella en su Artículo 2°, los sancionaríamos naturalmente como 
delitos comunes, obteniendo igualmente una conducta agravada y con mayor penalidad si 
median las circunstancias agravantes y calificantes que son muy propias de los delitos que se 
estiman como terroristas, cuestión que, dicho sea de paso, siempre ha sido así hasta la 
dictación de la norma en 1984. 
 
Además de todo lo señalado en este apartado, el Artículo 3° bis de la Ley señala expresamente 
que “Para efectuar el aumento de penas contemplado en el artículo precedente, el tribunal determinará 
primeramente la pena que hubiere correspondido a los responsables, con las circunstancias del caso, como si no se 
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hubiere tratado de delitos terroristas, y luego la elevará en el número de grados que corresponda”, en donde 
“las circunstancias del caso” ponderan la pena también en relación a las agravantes del Artículo 
12 del Código para efectuar su aumento, guardando los mandatos de los artículos 62 y 
siguientes del Código Penal. Todo ello se hace antes de resolver que el delito en virtud del 
procedimiento seguido sea merecedor de la calificación de terrorista, por lo que la distinción es 
sólo para meramente aumentar las penas y restringir ciertas garantías procesales como veremos 
a continuación, penas que igualmente se pueden aumentar conforme a las normas generales 
para todo ilícito. 
 
 
 
2.- DE LA PENALIDAD 
 
 
2.1.- De las Penas Privativas de Libertad 
 
Para su determinación, el tribunal las impone considerando la que hubiere correspondido al 
delito común con las circunstancias del caso, y luego la eleva en el número de grados que 
corresponda en conformidad al Artículo 3° (aumentada en uno, dos o tres grados)132. Así, en lo 
que sigue nos limitaremos sólo a exponer este aumento de penas considerando únicamente la 
                                                 
132 Artículo 3°: “Los delitos señalados en los números 1.- y 3.- del artículo 2° serán sancionados con las penas 
previstas para ellos en el Código Penal, en la Ley N° 12.927 o en la Ley General de Ferrocarriles, en sus 
respectivos casos, aumentadas en uno, dos o tres grados. Con todo, en el caso de los numerales 1º y 2º del artículo 
476 del Código Penal, la pena se aumentará en uno o dos grados, y en el caso del numeral 3º del artículo 476, se 
aplicarán las sanciones previstas en dicha disposición, con excepción de la pena de presidio mayor en su grado 
mínimo. 
Los delitos contemplados en el número 2.- del artículo 2° serán sancionados con presidio mayor en cualquiera de 
sus grados. Si se ocasionare la muerte o lesiones graves de alguno de los tripulantes o pasajeros de cualquiera de 
los medios de transporte mencionados en dicho número, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado 
máximo a presidio perpetuo calificado. 
Los delitos señalados en el número 4.- del artículo 2° serán penados con presidio mayor en cualquiera de sus 
grados. 
El delito de asociación ilícita para la comisión de actos terroristas será penado conforme a los artículos 293 y 294 
del Código Penal, y las penas allí previstas se aumentarán en dos grados, en los casos del artículo 293 y en un 
grado en los del artículo 294. Será también aplicable lo dispuesto en el artículo 294 bis del mismo Código”. 
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máxima graduación imponible a la pena común (por exceder el objetivo de este trabajo), 
quedando la sanción de la siguiente forma133: 
 
a) Número 1 Artículo 2°: 
° Homicidio calificado: de 10 años y 1 día a presidio perpetuo a presidio perpetuo 
calificado; de  5 años y 1 día a 10 años a presidio perpetuo en cualquier otro caso (es decir, 
homicidio no calificado – homicidio simple - ). 
° Lesiones corporales de castración: mutilación miembro importante entre 3 años y 1 día a 
5 años hasta 5 años y 1 día a 10 años a presidio perpetuo; y de 61 a 540 días hasta 541 días a 
3 años a 10 años y 1 día a 15 años en mutilación de miembro menos importante. 
° Lesiones corporales graves: graves gravísimas de 5 años y 1 día a 10 años a presidio 
perpetuo; y de 541 días a 3 años a 10 años y 1 día a 15 años en lesiones simplemente graves o 
en otro tipo de lesión grave por suministro de sustancias tóxicas o bebidas nocivas, ó por 
abuso de credulidad o flaqueza de espíritu de sujeto pasivo. 
° Envío de cartas o encomiendas explosivas: de 5 años y 1 día a 10 años a presidio o 
reclusión perpetuos. 
° Incendios y estragos: de 15 años y 1 día a 20 años hasta presidio perpetuo a presidio 
perpetuo calificado en caso de muerte de una o más personas, y de 15 años y 1 día a 20 años 
hasta presidio perpetuo a presidio perpetuo calificado cuando resultaren lesiones graves 
gravísimas o lesiones graves; de 10 años y 1 día a 15 años hasta presidio perpetuo a presidio 
perpetuo calificado cuando se haga en lugares públicos, habitados, medios de transporte 
donde hubieren o pudieren haber personas, o en buques o sectores que contengan material 
explosivo o inflamable; de 5 años y 1 día a 20 años a presidio perpetuo calificado al producido en un 
edificio de morada no habitado o edificio o lugar dentro de un poblado no destinado 
ordinariamente a la habitación, o al provocado en mieses, bosques, pastos, montes, cierros o 
plantíos; y de 5 años y 1 día a 20 años a presidio perpetuo calificado al causante de estragos 
por los medios expresados en el Artículo 480 del Código Penal. 
° Infracciones contra la salud pública: de 541 días a 3 años hasta 3 años y 1 día a 5 años a 
15 años y 1 día a 20 años al que expenda sustancias medicinales adulteradas, más la agravante 
de fabricación o expendio clandestino cuando correspondiere efectuada en conformidad Al 
                                                 
133 La letra cursiva destacada es la pena máxima impuesta al delito terrorista; y la letra cursiva sin destacar es la 
pena máxima que el ordenamiento jurídico  contempla para el delito común, siendo en consecuencia imposible su 
aumento. 
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Artículo 62 y siguientes del Código Penal; de 5 años y 1 día a 10 años a presidio perpetuo 
cuando se envenene, infecte, venda o distribuya alimentos o bebestibles de consumo público 
que puedan provocar la muerte o grave daño a la salud; de  3 años y 1 día a 5 años a 15 años y 
1 día a 20 años cuando se efectúen otras adulteraciones peligrosas para la salud por su 
nocividad o menoscabo en sus propiedades, o se vendan o distribuyan a sabiendas, 
constituyendo una agravante la clandestinidad en la realización de los hechos; y de 5 años y 1 
día a 10 años a presidio perpetuo al que disemine gérmenes patógenos con el fin de producir 
enfermedades. 
° Descarrilamiento: de 61 a 540 días hasta 541 días a 3 años a 10 años y 1 día a 15 años 
cuando voluntariamente para provocarlo se destruya, descomponga u obstruya la vía férrea, o 
se trate de producirlo de cualquier otra forma; de 541 días a 3 años hasta 3 años y 1 día a 5 
años a 15 años y 1 día a 20 años cuando se verifique el descarrilamiento; de 10 años y 1 día a 
presidio perpetuo a presidio perpetuo calificado cuando se produzca la muerte; y de 541 
días a 3 años hasta 3 años y 1 día a 5 años a 15 años y día a 20 años, más las penas de lesiones 
corporales de castración y de lesiones graves según corresponda cuando resulten heridas u 
otros daños, pudiendo llegar la pena hasta presidio perpetuo calificado. 
 
b) Número 2: 
° Atentado o apoderamiento de un medio de transporte público en servicio: de 5 años y 
1 día a 20 años por el mero acto a presidio perpetuo calificado , o de 15 años y 1 día a 20 
años hasta presidio perpetuo calificado si se ocasiona muerte o lesiones graves de los tripulantes. 
 
c) Número 3:  
° Atentado contra autoridades: de 10 años y 1 día a 15 años hasta presidio perpetuo a 
presidio perpetuo calificado cuando se realice en razón del cargo actual, anterior o 
inminente a suceder; y de 15 años y 1 día a 20 años hasta perpetuo calificado si como consecuencia 
se produce la muerte o lesiones graves, incluyendo a su cónyuge, ascendiente,  descendiente o 
colateral hasta el segundo grado de  consanguinidad134. 
                                                 
134 Entrando en precisiones, este atentado considera únicamente al parentesco natural o por consanguinidad del 
Artículo 28 Código Civil hasta el segundo grado, por lo que el hijo, nieto, o hermano del ofendido serían parte de 
la hipótesis. 
En relación a los hijos, se comprenden tanto a los concebidos por la filiación matrimonial como no matrimonial, y 
a los obtenidos por medio a adopción (Artículo 37 Ley 19.620). 
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° Secuestro contra autoridades: de 5 años y 1 día a 10 años hasta diez años y 1 día a quince 
años a presidio perpetuo calificado si se produce con razón de alterar el orden 
constitucional o la seguridad pública o de imponer exigencias o arrancar decisiones a la 
autoridad; de 15 años y 1 día a 20 años a presidio perpetuo calificado si dura por más de 
cinco días o se exija rescate o condicione su libertad por cualquier medio, incluyendo a los 
parientes señalados recientemente; y de 15 años y 1 día a 20 años hasta presidio perpetuo calificado 
si con ocasión del secuestro se comete homicidio, violación, lesiones de castración o 
mutilación de miembro más o menos importante, o lesiones graves gravísimas. 
 
d) Número 4: 
° Artefactos explosivos o incendiarios: de 5 años y 1 día a 20 años a presidio perpetuo 
calificado. 
 
e) Número 5: 
° Asociación ilícita terrorista: de 5 años y 1 día a 20 años a presidio perpetuo calificado si 
los autores mediatos que ejercen el mando o sus instigadores perpetran crímenes, y de 61 días a 
5 años a 15 años y 1 día a 20 años si comenten simples delitos; de 541 días a 3 años a 10 años 
y 1 día a 15 años a cualquier otro individuo que hubiere tomado parte de la asociación, y de 61 
a 541 días a 5 años y 1 día a 10 años al cómplice y/ó encubridor que a sabiendas participe del 
hecho punible; todo esto sin perjuicio tanto de las penas de los crímenes o simples delitos 
motivados por las acciones previstas como por  la pena accesoria de cancelación de la persona 
jurídica cuando se cometan al amparo de ésta. 
 
f) Artículo 8º Ley 18.314: 
° Financiamiento como delito común: de 541 días a 3 años hasta 5 años y 1 día a diez años 
a presidio o reclusión perpetuos. 
° Financiamiento como delito terrorista: no se impone la pena por cada delito cometido 
como es la regla general sino solamente la del delito distinto al financiamiento (que son los más 
graves a fin de cuentas), sin perjuicio de las penas de la asociación ilícita de los artículos 293 y 
294 del Código Penal en cuanto a los delitos o crímenes cometidos por motivo de estas 
actividades. 
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2.2.- De las Penas distintas a las Privativas de Libertad 
 
Dentro de éstas encontramos a la pena principal copulativa y a la pena accesoria. La primera, 
es aquella impuesta en conjunto con la de presidio en forma de multa; y la segunda es aquella 
que pende de una pena principal para su nacimiento y validez en forma de “suspensión e 
inhabilitación para cargos y oficios públicos, derechos políticos y profesiones titulares” (Artículo 22 Código 
Penal), siendo de carácter especial por ser respecto sólo a esta ley en particular y no extensible 
a otros delitos contemplados en otros cuerpos normativos, debido a que toda pena impuesta a 
un crimen o simple delito “lleva consigo la pérdida de los efectos que de él provengan” (Artículo 31 
Código Penal).  
 
Por consiguiente: 
a) Como pena principal copulativa se impone una multa en Unidad Tributaria Mensual de: 
° 6 a 50 UTM para el que expenda sustancias medicinales adulteradas. 
° 21 a 50 UTM para el que envenene, infecte, venda o distribuya alimentos o bebestibles de 
consumo público que puedan provocar la muerte o grave daño a la salud.  
° 6 a 50 UTM para el que efectúe otras adulteraciones peligrosas para la salud por su 
nocividad o menoscabo en sus propiedades, o se vendan o distribuyan a sabiendas. 
° 21 a 30 UTM para el que disemine gérmenes patógenos con el fin de producir enfermedades; 
y 
b) Como pena accesoria especial se impone por el plazo de 15 años desde el cumplimiento 
efectivo de la condena las inhabilidades de ejercer funciones o cargos públicos, sean o no de 
elección popular incluyendo a la enseñanza, rectoría o dirección de un establecimiento; de 
explotar, emitir o difundir informaciones u opiniones, o dirigir o administrar un medio de 
comunicación social; ó de dirigir organizaciones políticas, educacionales, vecinales, 
profesionales, empresariales, sindicales, estudiantiles, o gremiales en general; ya que es un 
hecho esencialmente contrario a los derechos humanos (Artículo 9° Constitución Política de la 
República). 
 
El hecho de hacer la salvedad sobre la pena accesoria genérica y especial es para recalcar la 
situación que un delito general que merezca pena aflictiva hace perder la calidad de ciudadano 
(Artículo 17 n° 2° Constitución Política de la República), entendiendo por tal lo consagrado en 
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el Artículo 13 del mismo articulado (los mayores de dieciocho años que podrán optar a cargos 
de elección popular y los demás que la Constitución y las leyes confieran, como por ejemplo el 
derecho de sufragio), e inhabilita absolutamente para ejercer profesiones titulares mientras dure 
la condena (todo lo anterior expresado en virtud de los artículos 28 a 30 del Código Penal )135, 
pero que para un delito especial como el que revisamos excede por más de diez años al tiempo 
de cumplimiento de la pena. 
 
 
2.3.- De la Rebaja de Penas 
 
a) Tentativa, Conspiración y Amenaza 
En cuanto a la tentativa, se rebaja en uno o dos grados la pena correspondiente al respectivo 
ilícito terrorista; y en cuanto a la conspiración, se rebaja en dos grados; todo esto en 
concordancia con el Artículo 7° inciso 1° Código Penal. 
 
En relación al Artículo 7° inciso 2°, no cualquier tipo de amenaza constituye delito toda vez 
que debe ser seria y verosímil (intención real y creíble en concordancia a la viabilidad de 
cometer el hecho amenazado), teniendo como novedad el no aumento de grados 
correspondientes a todo delito terrorista como es la regla general, aunque dicho principio se 
relativiza cuando el hecho merezca mayor pena según el Artículo 296 del  Código. 
 
Por ello, el que amenace a un tercero personalmente con causar a él o a su familia, persona, 
honra o propiedad un mal que constituya delito se castigará con: 
° Primero: presidio menor en sus grados medio a máximo (de 541 días a 3 años hasta 3 años y 
1 día a 5 años) cuando exija una cantidad de dinero o imponga otra condición ilegítima 
consiguiendo el objetivo. 
° Segundo: presidio menor en sus grado mínimo a medio (de 61 a 541 días hasta 541 días a 3 
años) si no consigue el cometido. 
                                                 
135 A excepción por supuesto del presidio, reclusión y relegación perpetuo que dura por toda la vida de los 
condenados (Artículo 27 del mismo Código). 
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° Tercero: con presidio menor en su grado mínimo (de 61 a 541 días) si no hay condiciones 
por su parte, salvo que el hecho consumado merezca mayor pena, en donde se impondrá esta 
última.  
 
Para terminar, si es hecha a un miembro de Gendarmería en el desempeño de sus funciones o 
en razón de ellas, en virtud del Artículo 15 D de la Ley 20.214 de 22 de Septiembre de 2007, se 
castigará con el grado máximo contenido en las penas de los artículos 296 y 297 del Código 
(esto es, 3 años y 1 día, 541 días a 3 años, y 61 a 541 días para el primer artículo; y reclusión 
menor en su grado medio – 541 días a 3 años – para el segundo por las amenazas de un mal no 
constitutivo de delito por medio de la exigencia o imposición ilegítima antedicha, o para 
cuando no haya conseguido el propósito). 
 
 
b) Atenuantes de la Responsabilidad Criminal 
 
Se disminuye la pena hasta en 2 grados cuando los imputados eviten o aminoren las 
consecuencias del hecho incriminado, o colaboren con la investigación dando antecedentes 
para impedir la perpetración de otros delitos de la misma especie o para detener o 
individualizar a los responsables, según lo dispuesto en el Artículo 4°. 
 
 
 
2.4.- De la Exención de Responsabilidad Penal  
 
En virtud del Artículo 9° que consagra las exenciones en esta materia, queda exento el 
imputado que revele a la autoridad el plan o las circunstancias del hecho; y en caso de 
conspiración y tentativa en que participe más de una persona como autor, inductor o cómplice, 
sólo quedarán exentos cuando por esta conducta hayan impedido efectivamente por sí mismos 
o por medio de la autoridad la consumación del hecho; sin perjuicio que de llegarse a 
consumar el delito se aplicarán las penas correspondientes al delito terrorista en conformidad 
al Artículo 4°. 
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3.- DE LA PROCESABILIDAD 
 
 
3.1.- Sistema Procesal chileno 
 
a) Reforma Procesal Penal: 
 
Hasta el año 2000, todos los procedimientos penales se regían por las disposiciones del Código 
de Procedimiento Penal136, el cual tuvo su hegemonía por casi cien años hasta 1994, fecha en la 
cual se empezó a discutir un cambio codificador mediante la elaboración de un anteproyecto 
de reforma para corregir los problemas procesales que se evidenciaban desde ya larga data. 
Amén de lo señalado, dichos problemas procesales constaban en la historia legislativa desde el 
mismo Mensaje Presidencial para la aprobación del Código de Procedimiento Penal, a 
principios del siglo XX. En efecto, don Jorge Montt expuso brevemente los tres sistemas 
procesales vigentes a la época (jurado, juicio oral y prueba escrita), los cuales en virtud de la 
realidad de nuestro país (atendidas necesidades económicas y de costumbre) no se podía 
obtener un sistema avanzado como de jurado o de juicio oral, pero igualmente se necesitaba 
reformar el enjuiciamiento regido de la antigua legislación española. A pesar de ello, el cambio 
propuesto no era el óptimo, pero mejoraba lo que anteriormente se poseía (en palabras del 
Mensaje: “Mientras llega el día en que sea posible plantear en el país un sistema de enjuiciamiento más 
perfecto, preciso será aprovechar las mejoras que este Proyecto introduce” ). 
 
Así, el antiguo código se regía por el sistema inquisitivo, en donde la figura del inquisidor (juez) 
investigaba, acusaba y resolvía la contienda, no preocupándose el Estado por la víctima en la 
persecución penal, y despojándola de su derecho de ser parte en el proceso, quedando así 
“impedidas de rendir probanzas para acreditar sus pretensiones”137. El proceso era secreto, de prueba 
legal o tasada (al igual que la contenida en el Código de Procedimiento Civil), y dilatador de los 
procedimientos por la exacerbación de la doble instancia mediante la consulta o el recurso de 
                                                 
136 Promulgado por la Ley 1.853 de 16 de Febrero de 1906 y publicado el 19 de Febrero del mismo año, para 
comenzar a regir desde Marzo de 1907. 
137 CHAUAN SARRAS, SABAS, Manual del Nuevo Procedimiento Penal, Editorial Legal Publishing, Sexta Edición, 
Santiago, Chile, año 2009, p. 8. 
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apelación138. Los juicios eran más extensos en comparación a lo que tenemos hoy, y al igual que 
en el proceso civil, no existía la inmediación del juez, quedando relegadas importantes tareas a 
funcionarios subalternos como actuarios o secretarios. Por último, entre otras características, la 
etapa de investigación no tenía fecha cierta de término, y en caso de decretarse prisión 
preventiva ésta podía durar hasta dos años, siendo un problema no en el caso que el reo fuese 
culpable, sino en el evento que fuese declarado inocente por sentencia absolutoria; cuestión a 
tener en consideración toda vez que el sistema no garantizaba una persecución penal plena, 
óptima y en igualdad de condiciones.  
 
En contraposición, el sistema penal actual139 se rige por el sistema acusatorio-contradictorio, 
propio de países más avanzados en protección de derechos constitucionales y que protegen al 
ciudadano, típico de los estados democráticos o menos autoritarios en palabras de Horst 
Schönbohm y Norbert Lösing: “los sistemas de enjuiciamiento criminal son los más elocuentes indicadores 
del grado de respeto por los derechos de las personas que existe en un ordenamiento estatal o, dicho de otro modo, 
que el autoritarismo se revela en la forma en que los poderes públicos encaran el reproche a las conductas 
desviadas o a las formas de comportamiento anómico”140  . 
 
Entre las características propias de este sistema podemos mencionar las aparecidas en el Título 
I del Código, las cuales a base de principios nos ilustran sus principales cualidades, y que son a 
saber:  
i.- toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral y público (Art. 1°), lo que se traduce en la 
publicidad de las actuaciones procesales -en donde una persona común puede tener acceso al 
proceso - y en la contradicción del imputado en orden al derecho de intimación para poder 
saber sus cargos y evaluar su defensa141;  
                                                 
138 Conclusión extraída de la obra anteriormente citada, págs. 8 y 9. 
139 Establecido por la Ley 19.696 que establece el Código Procesal Penal, promulgado el 29 de Septiembre de 2000 
y publicado el 12 de Octubre del mismo año. 
140 CHAUAN SARRAS, SABAS, Manual del Nuevo Procedimiento Penal, Editorial Legal Publishing, Sexta Edición, 
Santiago, Chile, año 2009, p. 3. 
141 Ibídem, p. 10. 
El mismo Código en su Artículo 93 a) señala que tiene derecho a que se le informe clara y específicamente el 
motivo de su imputación; y en caso de estar privado de libertad, el Artículo 94 a) expresa el derecho a información 
de su estado de prisión y a que se le exhiba la orden judicial respectiva en caso que no sea un delito flagrante.  
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ii.- principio de juez natural (Art. 2), en el cual se remite al Art. 19 n° 3 inciso 5 de la 
Constitución, que señala “Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que 
señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del hecho”;  
iii.-exclusividad de la investigación penal perteneciente al Ministerio Público142(Art. 3), 
cumpliendo así con el requisito de imparcialidad requerido en donde el juez actúa como órgano 
pasivo y se limita a fallar conforme a lo que las partes le señalan;  
iv.- presunción de inocencia hasta no ser condenado por sentencia firme (Art. 4), lo que es 
concordante con el Art. 19 n° 3 inciso 7 de la Constitución en orden a que no se puede 
presumir de derecho la responsabilidad penal;  
v.- medidas privativas de libertad interpretadas restrictivamente sin analogías y en los casos y 
formas señalados por ley (Art. 5), lo que es muy importante porque el Juez de Garantía es el 
que debe cautelar en la etapa de la investigación que el imputado ejerza los derechos 
contenidos en la Constitución y las leyes – Art. 10 – y de dar autorización previa cuando la 
diligencia privare de derechos a éste o algún tercero – Art. 9 -;  
vi.- reconocimiento de la calidad de imputado desde la primera actuación del procedimiento 
(Art. 7), lo que implica el derecho de intimación antes mencionado; y 
vii.- el derecho a defensa por parte de un letrado desde la primera actuación del procedimiento 
en su contra (Art. 8)143. 
 
Por último, la necesidad de reforma del enjuiciamiento criminal se hace también patente en el 
tenor del mensaje presidencial de Don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, aludiendo no sólo a algunas 
de las razones técnicas como las esbozadas anteriormente, sino también a razones políticas y 
económicas. En cuanto a la primera, se hace notar que el cambio más importante fue la 
consolidación del modelo democrático, el cual impone el respeto a los derechos humanos 
                                                 
142 El Ministerio Público, según el Artículo 1° de la Ley 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público de 
15 de Octubre de 1999, es un organismo autónomo y jerarquizado que dirige en forma exclusiva la investigación 
para establecer la responsabilidad o inocencia del imputado en relación al hecho punible; ejerce la acción penal 
pública en su caso en la forma proscrita por ley; no ejerce labores jurisdiccionales (separación nuevamente de 
funciones); y protege a las víctimas y testigos (consagrado esto último también en el Art. 6 y 78 del Código). 
143 Con respecto a este punto, el Código en el Artículo 102 consagrada el derecho a designar libremente un 
defensor o a tener uno nombrado por el juez, incluso da derecho a defenderse personalmente; el Art. 93 b) señala 
la idea de defensor desde la primera etapa del procedimiento; el Art. 94 f), en caso de privación de libertad, 
concede el derecho a entrevista privada con su abogado defensor; y el Art. 103 sanciona con nulidad procesal toda 
actuación realizada en ausencia del defensor. Esto, sin contar que letrado se refiere a abogado habilitado para la 
profesión, lo que implica que no pueden participar en el proceso de defensa penal procuradores, por lo que se 
garantiza aún más el profesionalismo. 
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como principal legitimidad, seguido de exigir éstos una justicia garante, moderna, accesible, 
imparcial e igualitaria.  
 
En cuanto a lo segundo el cambio fundamental ha sido la privatización, en donde el Estado 
deja de ser el principal agente económico pasando a uno descentralizado que fomente la 
iniciativa privada, lo que implica un crecimiento económico que supone un aumento de causas 
y de variedad de litigios, por lo que se exige mayor celeridad y eficiencia en el sistema penal 
para su resolución144. 
 
Con todo, éstas son algunas de las razones señaladas brevemente que dieron motivo al cambio 
de legislación en materia penal y que hacen que nuestro sistema sea moderno y protector de los 
derechos fundamentales ciudadanos, que como se verá más adelante, para efectos de la 
legislación terrorista son gravemente vulnerados, presentándose una involución en la materia. 
 
 
b) Algunas Normas Discordantes de la Ley 18.314 con el Código Procesal Penal 
 
i.- Plazos de detención 
 
El Artículo 11 inciso 1° de la Ley dispone “Siempre que las necesidades de la investigación así lo 
requieran, a solicitud del fiscal y por resolución fundada, el juez de garantía podrá ampliar hasta por diez 
días los plazos para poner al detenido a su disposición y para formalizar la investigación”145.  
 
Por su parte, el Código Procesal Penal señala que cuando la detención se practica en 
cumplimiento de una orden judicial, se deberá poner al detenido a disposición del juez de 
garantía en forma inmediata, o en un plazo no superior a veinticuatro horas cuando no fuere 
posible por la hora de despacho en que se efectúe (Artículo 131 inciso 1°).  
                                                 
144 Ultimos dos párrafos según idea extraída del Mensaje Presidencial del Proyecto de Código Procesal Penal, 
MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, DON EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, CON 
QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN NUEVO CODIGO DE 
PROCEDIMIENTO PENAL: BOLETIN N° 1630-07. Rev. derecho (Valdivia). [online]. ago. 1999, vol.10 supl. 
[citado 16 Noviembre 2011], p.177-191. Disponible en la World Wide Web: 
<http://mingaonline.uach.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718 
09501999000100014&lng=es&nrm=iso>. ISSN 0718-0950. 
145 Lo destacado es nuestro. 
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Una vez que el detenido comparece judicialmente, dentro de la audiencia el fiscal o su abogado 
asistente procederá a formalizar la investigación y solicitar las medidas cautelares procedentes 
cuando cuenten con los antecedentes necesarios, exceptuándose de la formalización cuando el 
juez acceda por resolución fundada a ampliar el plazo de detención hasta por un máximo de 
tres días con el fin de preparar su presentación (plazo fatal)146.  
De esta manera, el Código contempla expresamente las excepciones en materia de plazos de 
detención, pudiendo ampliarlo fundadamente cuando se solicite. No obstante ello, para la 
misma hipótesis de fondo expresada en el inciso 2° del Artículo 132, la Ley dispone de un 
plazo tres veces superior. Con todo, el problema se suscita por las consecuencias que ello 
impone ya que al no existir formalización hasta expirado el plazo de detención, no se 
perfeccionan las consecuencias derivadas de ella, siendo sumamente importantes ya que antes 
de la formalización existe una etapa de investigación “desformalizada” (comprendida desde el 
primer acto investigativo hasta la audiencia de formalización), en donde el fiscal y la policía 
actúan sin formalidades preestablecidas, sin orden consecutivo legal, y sin preclusión de 
posibilidades de realizar determinados actos o diligencias147.  
 
La formalización, en cambio, implica que la defensa adquiera la posibilidad de intervenir de 
forma más activa en la investigación148; el Juez de Garantía asuma más profundamente el rol de 
fiscalizador de los órganos de persecución criminal; y el Ministerio Público disponga de 
mayores herramientas de actuación que puedan constituir una restricción más intensa de los 
derechos del imputado149. 
 
Ahora bien, la formalización se define como “la comunicación que el fiscal efectúa al imputado, en 
presencia del juez de garantía, de que desarrolla actualmente una investigación en su contra respecto de uno o 
más delitos determinados” (Artículo 229 Código Procesal Penal), aunque en estricto rigor se 
                                                 
146 Artículo 132 inciso 2° Código Procesal Penal. 
147 Según la obra del autor, CHAUAN SARRAS, SABAS, Manual del Nuevo Procedimiento Penal, Editorial Legal 
Publishing, Sexta Edición, Santiago, Chile, año 2009, p. 196. 
148 Y con ello a garantizar en plenitud el derecho a defensa jurídica en la forma prescrita por la Constitución y las 
leyes. 
149 CHAUAN SARRAS, SABAS, Manual del Nuevo Procedimiento Penal, Editorial Legal Publishing, Sexta Edición, 
Santiago, Chile, año 2009, págs. 196 y 197. 
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comuniquen los hechos investigados que eventualmente puedan ser constitutivos de delitos150. 
En cuanto a sus efectos151, ésta suspende el curso de la prescripción de la acción penal desde 
que el procedimiento se dirige en contra el imputado (Artículo 96 Código Penal); comienza a 
correr el plazo máximo de dos años para el cierre de la investigación (Artículo 247 Código de 
Procedimiento Penal); el Ministerio Público pierde la facultad de archivar provisionalmente el 
procedimiento; la defensa del imputado se convierte en obligatoria; y comienza – por último – 
la garantía de congruencia procesal manifestada tácticamente en la acusación, la que debe 
respetarse en la sentencia definitiva bajo sanción de nulidad152. 
 
De esta manera, si no existe una formalización en los términos impuestos por la ley no se 
puede dar cumplimiento a lo reseñado con anterioridad, aunque la Ley considera una atenuante 
a esta restricción de garantía por cuanto el juez puede revocar en cualquier momento la 
ampliación del plazo y ordenar que se ponga al detenido inmediatamente a su disposición para 
formalizarlo por los hechos que se le investigan, dentro del plazo de tres días contados desde la 
detención o dentro de las veinticuatro horas siguientes si este plazo hubiere transcurrido 
(Artículo 11 inciso 4° de la Ley). 
 
 
ii.- Secreto de la investigación 
 
El Artículo 21 inciso 1° de la Ley faculta al Ministerio Público a solicitar el secreto de la 
investigación, cuando se “estimare que existe riesgo para la seguridad de testigos o peritos” en virtud de 
“determinadas actuaciones, registros o documentos … respecto de uno o más intervinientes” en los términos 
del Artículo 182 del Código Procesal Penal, por un plazo total de seis meses. 
 
El Artículo 182, por su parte, dispone que el fiscal puede solicitar “que determinadas actuaciones, 
registros o documentos sean mantenidas en secreto respecto del imputado o de los demás intervinientes, cuando lo 
considerare necesario para la eficacia de la investigación … - y fijar un plazo no superior a cuarenta días … ”. 
                                                 
150 Ibidem, p. 198.  
151 Artículo 233 Código Procesal Penal. 
152 Estos últimos dos efectos  - además de los del Artículo 233 del Código - señalados por el autor, CHAUAN 
SARRAS, SABAS, Manual del Nuevo Procedimiento Penal, Editorial Legal Publishing, Sexta Edición, Santiago, Chile, 
año 2009, p. 198. 
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El problema, en consecuencia, radica en el plazo dispuesto por el Código Procesal Penal  con 
respecto a la norma especial (de cuarenta días a seis meses, sin perjuicio del inciso 4° del 
Artículo 182 en relación a la solicitud del imputado u otro interviniente de restringir o eliminar 
el secreto), debido a que el derecho a defensa del procesado no se puede ejercer debidamente 
toda vez que si, por ejemplo, hubiese una declaración de testigos presenciales, un documento, 
o un registro de cualquier índole tendientes a acreditar la participación del imputado, éstos no 
podrán tacharse u objetarse por no tener conocimiento de ellos habida consideración del 
secreto de la investigación.  
 
 
iii.- No aplicación de las medidas del Artículo 14 a las autoridades expresamente indicadas 
 
Las medidas que indica el inciso 1° de este artículo son: “1.- Recluir al imputado en lugares públicos 
especialmente destinados a este objeto; 2.- Establecer restricciones al régimen de visitas; y 3.- Interceptar, abrir o 
registrar sus comunicaciones telefónicas e informáticas y su correspondencia epistolar y telegráfica”; las cuales 
no podrán ser adoptadas en contra de los “Ministros de Estado, los subsecretarios, los parlamentarios, 
los jueces, los miembros del Tribunal Constitucional y del Tribunal Calificador de Elecciones, el Contralor 
General de la República, los Generales y los Almirantes” (inciso 4° y final). 
 
El Artículo 9° de la Ley 19.027 de 31 de Diciembre de 1990, reemplazó al Artículo 14 original 
por uno que contempla – en lo que nos interesa – medidas coercitivas de restricción de ciertas 
garantías al reo (hoy imputado), las que se han mantenido inalteradas con respecto a su 
inaplicabilidad para determinadas autoridades, sin perjuicio de otras modificaciones sufridas 
por leyes posteriores. 
Estas autoridades originalmente no estaban contempladas en el proyecto enviado por el 
Ejecutivo a la Cámara, siendo incorporadas (al igual que otras materias) recién en el Primer 
Informe de Comisión de Constitución del Segundo Trámite Constitucional del Senado, bajo la 
agregación del inciso final al Artículo 14153 (hoy inciso 4°, antes referido) – el cual no fue 
precedido por ningún fundamento ni tampoco discutido u objetado, tanto por el Senado que 
                                                 
153 HISTORIA DE LA LEY 19.027, p. 114. 
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presentó las modificaciones como por la cámara de origen en el Tercer Trámite Constitucional 
– . Por consiguiente, no hay ninguna razón que justifique que dichas autoridades estén exentas 
de las medidas anteriormente señaladas (y tampoco se saben), no obstante que la norma no los 
deja fuera de la posibilidad que a su respecto se decrete prisión preventiva. 
Sin perjuicio de las críticas que vertimos sobre esta legislación, entendemos que atendiendo a 
su espíritu (y en particular al de la reforma citada), estos delitos son de los más graves y 
peligrosos existentes en nuestra sociedad, por lo que si restringimos determinadas garantías 
debiésemos hacerlo para todos, sin importar su calidad de autoridad (salvo las protecciones 
particulares y generales constituidas para ella en razón de su cargo), más aún no habiendo 
justificación plausible; y que si observamos la historia del nacimiento del concepto de 
terrorismo podemos constatar que éste era de origen estatal, ya sea propiciado como política 
de Estado o por un grupo de agentes estatales, como ocurriría en este caso. 
Con todo, – y a pesar de no ser una situación esencialmente obstructiva de la investigación –, 
podría dar lugar a ciertos impedimentos investigativos y a una eventual discriminación 
arbitraria por inobservancia del Artículo 19 número 2° inciso 1°: “La igualdad ante la ley. En 
Chile no hay persona ni grupo privilegiados”, entendiéndose por discriminación arbitraria aquella que 
no se basa en cuestiones objetivas o debidamente justificadas, y que en este caso es de tipo 
formal, por que está consagrada y amparada por la legislación. 
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CAPITULO III 
 
JURISPRUDENCIA 
 
 
 
1.- BREVE EXPOSICIÓN DE LA SENTENCIA FALLADA POR LA 
EXCELENTISIMA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ROL N° 2921-11 DE 2 DE 
JUNIO DE 2011 
 
 
El Tribunal Oral en lo Penal de Cañete, entre el 8 de Noviembre de 2010 y el 22 de Febrero de 
2011 resolvió el 22 de Marzo del año en curso, resolvió castigar  a Héctor Javier Llaitul Cáriala, 
Ramón Esteban Llanquileo Pilquiman, José Santiago Huenuche Reiman y Jonathan Sady 
Huillical Méndez, por su responsabilidad de autores del delito de robo con intimidación en la 
persona de José Santos Jorquera Rivas y su familia y de especies de su propiedad; como 
asimismo en calidad de autores de homicidio frustrado en contra del Fiscal Adjunto del 
Ministerio Público y de lesiones graves al personal de la Policía de Investigaciones de Chile.  
 
Por el robo con intimidación se inflingió a Llaitul 10 años y 1 día de presidio mayor en su 
grado medio, y a Llanquileo, Huenuche y Sady, 5 años y 1 día de presidio mayor en su grado 
mínimo, a cada uno, más las accesorias legales pertinentes. Por el homicidio frustrado y las 
lesiones graves, se impuso a cada uno de los mismos enjuiciados, quince años y un día de 
presidio mayor en su grado máximo, con las accesorias legales correspondientes.  
 
Posteriormente se absolvió Víctor Llanquileo Pilquiman, Luis Menares Chanilao, César Parra 
Leiva, Juan Parra Leiva y Nolberto Parra Leiva de los cargos formulados como autores del 
robo con intimidación ya referido y amenazas terroristas; y se absolvió a Víctor Llanquileo 
Pilquiman, Luis Menares Chanilao, Juan Parra Leiva y Carlos Muñoz Huenuman de los cargos 
como autores del homicidio frustrado del fiscal y de lesiones graves al personal de la Policía de 
Investigaciones; y se les absolvió de los delitos de incendio terrorista e incendio de objeto 
valorizado en más de 40 UTM; como igualmente, de los cargos por asociación ilícita terrorista 
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y asociación ilícita común. Finalmente, se eximió a los encausados y a los querellantes del pago 
de las costas de la causa. Contra esta decisión, las defensas interpusieron sendos recursos de 
nulidad por diferentes causales a la Corte Suprema de Justicia, la que los acogió de forma 
parcial y unánime. 
 
Dichos recursos son interpuestos por las siguientes causales: 
1) La defensas de Huenchue, Huicical, Ljanquileo y Llaitul, en conformidad al Artículo 
373 letra a) del Código Procesal Penal, en consonancia con la seguridad de un proceso 
previo legalmente tramitado y el derecho a guardar silencio (Considerando Primero); 
2) En subsidio, las defensas de Huenuche, Huillical, Llanquileo y Llaitul, en conformidad 
al Artículo 373 letra a) del Código Procesal Penal, en conexión con un proceso previo 
legalmente tramitado (Considerando Undécimo); 
3) En subsidio, las defensas de Huenuche y Hullical, en conformidad al Artículo 373 letra 
a) del Código Procesal Penal en relación al derecho a un proceso previo legalmente 
tramitado, contraviniendo el Artículo 19 n° 3 inciso 5° de la Carta Fundamental 
(Considerando Décimo Séptimo); 
4) En subsidio, la defensa de Huenuche, en conformidad al Artículo 373 letra a) del 
Código, violentando el Artículo 19 n° 3° de la Carta Política (Considerando Vigésimo 
Primero); 
5) Las defensas de Llanquileo, Llaitul y Huillical, en conformidad al Artículo 373 letra a) 
del Código, en conexión a un procedimiento racional y justo (Considerando Vigésimo 
Cuarto); 
6) En subsidio, la defensa de Huenuche, en conformidad al Artículo 374 letra c) del 
Código, por no habérsele permitido ejercitar las potestades que la ley le confiere 
(Considerando Vigésimo Quinto); 
7) En subsidio, las defensas de Huillical y Llaitul, en conformidad al Artículo 373 letra a) 
del Código, en sintonía con el derecho a ser juzgado por un tribunal imparcial 
(Considerando Trigésimo Séptimo); 
8) En subsidio, la defensa de Llanquileo, en conformidad al Artículo 373 letra a) del 
Código, en conexión al derecho de igualdad ante la ley (Considerando Trigésimo 
Nono); 
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9) En subsidio, las defensas de Huenuche y Hullical, Llanquileo y Llaitul, en conformidad 
al Artículo 374 letra e) del Código, por omitirse en la sentencia los requisitos del 
Artículo 342 letras c) y d) del Código (Considerando Cuadragésimo Primero); 
10) En subsidio, la defensa de Huenuche, en conformidad al Artículo 374 letra e) del 
Código, relativo a la falta de requisitos del Artículo 342 del mismo, acerca de la 
valoración de los medios de prueba y fundamentación que permite reproducir el 
razonamiento (Considerando Cuadragésimo Quinto); y  
11) En subsidio, las defensas de Huenuche, Llanquileo y Llaitul, en conformidad al 
Artículo 373 letra b) del Código (Considerando Cuadragésimo Nono); 
 
El máximo tribunal rechazó los recursos relativos sobre el robo con intimidación y mantuvo 
las condenas a su respecto; y acogió únicamente el recurso de nulidad por el delito de 
homicidio frustrado en la persona de fiscal, condenando a Ramón Esteban Llanquileo 
Pilquimán, José Santiago Huenuche Reiman y Jonathan Sady Huillical Méndez a la pena única 
temporal de 3 años y 1 día de presidio menor en su grado máximo, y a Héctor Javier Llaitul 
Carrillanca a la pena única de 4 años de presidio menor en su grado máximo por su respectiva 
responsabilidad de autores de los delitos reiterados de lesiones simplemente graves inferidas a 
los funcionarios policiales Jorge Ogueda Fuentes, Walter Oyarce Vergara, y Alejandro Rojas 
Rifo, y de menos graves causadas al fiscal Mario Elgueta Salinas. 
 
En cuanto a los hechos asentados en el fallo del Tribunal de Cañete, la Corte Suprema estimó 
que el día 16 de Octubre de 2008 cerca de las 00:30 horas, el Fiscal Adjunto del Ministerio 
Público Mario Elgueta Salinas junto a los funcionarios de la Policía de Investigaciones y 
Carabineros de Chile, fueron a realizar una verificación de una denuncia por delito de robo  
con intimidación en el domicilio José Santos Jonquera Rivas ubicado en el sector Puerto 
Choque de la comuna de Tirúa. Una vez que las autoridades públicas terminaron las primeras 
diligencias en el domicilio del denunciante, abandonaron el sector bajo la misma ruta, siendo 
atacada la caravana de vehículos en los cuales viajaban a la altura del Cementerio local por los 
imputados mediante armas de fuego tipo escopeta. 
 
Un grupo de ellos se ubicó en las cercanías del cementerio, mientras que el restante se ubicó 
justo antes del cruce de caminos allí existente prevaliéndose de lo aislado del lugar, su 
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oscuridad reinante, las condiciones del terreno, y al hecho de que la caravana se detuvo por la 
presencia de árboles cortados en medio del camino que impedían su paso.En este contexto, los 
imputados procedieron a disparar de forma sostenida y reiterada en contra de la persona del 
fiscal y de los funcionarios de Carabineros e Investigaciones con la intención de dar muerte al 
representante del Ministerio Público, resultando como consecuencia de ello lesiones de 
carácter leve para el fiscal y lesiones graves para los funcionarios Jorge Águeda Fuentes, Walter 
Oyarce Vergara y Alejandro Rojas Rifo (todos ellos de la Policía de Investigaciones), además 
de resultar lesionados los carabineros Jorge Sepúlveda Sáez y Eladio Quiroz Silva. 
 
La Corté señaló que, sin perjuicio de haber contemplado la expresión “con el objeto de dar 
muerte al representante del Ministerio Público”, lo cierto es que ésta aún siendo parte del tipo 
objetivo no es suficiente para calificar correctamente al ilícito porque resulta imprescindible 
analizar el tipo subjetivo que, a la postre, el Tribunal de Cañete no desarrolló. 
 
El médico que examinó al fiscal señaló que sólo sufrió lastimaduras leves, y a pesar de que en 
primera instancia no se demostró que los condenados atentaban contra su persona a sabiendas 
del cargo público que ostentaba, sí sabían lo que hacían con respecto a los efectivos de 
Carabineros.  
 
Lo anterior implica que no actuaron en conformidad al Artículo 268 ter del Código Penal “El 
que mate a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público en razón del ejercicio de sus funciones, 
será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado”, pero que en 
virtud del mal recaído sobre la “persona distinta a quien se proponía ofender” (Artículo 1° inciso 3° 
del Código), su actuar se inscribe dentro de la conducta del Artículo 401 “Las lesiones menos 
graves inferidas a guardadores, sacerdotes, maestros o personas constituidas en dignidad o autoridad pública, 
serán castigadas siempre con presidio o relegación menores en sus grados mínimos a medios”.  
 
Para el resto de las lesiones provocadas, tienen el carácter de simplemente graves (Artículo 397 
n° 2° del Código Penal) en los funcionarios de Investigaciones señores Oyarce, Ogueda y 
Rojas. 
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En relación a los recursos: 
 
1.- En cuanto al recurso de nulidad únicamente acogido por los jueces del fondo (causal en 
conformidad al Artículo 373 letra b) del Código Procesal Penal): 
 
La causal se funda en el Artículo 373 letra b) del Código Procesal Penal: “Causales del recurso. 
Procederá la declaración de nulidad del juicio oral y de la sentencia: b) Cuando, en el pronunciamiento de la 
sentencia, se hubiere hecho una errónea aplicación del derecho que hubiere influido sustancialmente en lo 
dispositivo del fallo”. Ello porque el tribunal de primera instancia acreditó las conductas bajo dolo 
directo cuando en realidad a lo sumo fueron hechas a título de dolo eventual tanto en la 
producción del hecho dañoso como al conocimiento de la calidad de autoridad de las personas 
víctimas del los hechos. 
 
El tribunal de primera instancia cuando estima que los atacantes “no podían menos que saber” 
que uno de los ocupantes de la caravana era el fiscal y que es igualmente grave atentar contra 
Carabineros en servicio como contra un fiscal está admitiendo que el objetivo de los atacantes 
era contra el efectivo policial (intención reconocida por los condenados) y no contra el resto, 
aunque el dolo eventual emerja por haber aceptado el riesgo de arremeter contra el resto de los 
sujetos que los acompañaban, que son precisamente el fiscal y los funcionarios de 
investigaciones. El tribunal, en consecuencia, sólo estableció el tipo objetivo de la conducta 
(presencia del fiscal y de funcionarios de investigaciones), pero no el desarrollo del tipo 
subjetivo en orden a conocer la permanencia de estas víctimas como sujetos pasivos 
calificados.  
 
Por último, la Corte señaló también que con respecto a lo anterior, los hechotes difícilmente 
pudieron discernir bajo las condiciones adversas en las que se encontraban (oscuridad, varios 
ocupantes dentro de un vehículo y varios móviles transitando aleatoriamente) a cuál de todos 
ellos matar para herir al resto de los pasajeros, cuestión que no se concilia con el ánimo directo 
exigido por esta figura especial de homicidio (Artículo 268 ter Código Penal). 
 
Con todo, sólo subsiste el dolo genérico solicitado por la defensa tendiente a lesionar los 
delitos comunes contemplados en el Código punitivo. 
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2.- En cuanto al resto de los recursos interpuestos no acogidos por los jueces del fondo: 
 
Por último, y en cuanto al resto de los recursos interpuestos rechazados por el Tribunal, a 
pesar de ser todos importantes para ser expuestos y analizados, hay uno que merece mayor 
atención que es el relativo a los testigos protegidos, cuestión altamente discutida de la Ley 
18.314 y que sin perjuicio de existir en la legislación procesal ordinaria del Código Procesal 
Penal su protección en los artículos 307 y 308, lo relevante en esta crítica es el ponderamiento 
de sus declaraciones con respecto al derecho de defensa del imputado, que se ve vulnerado al 
no poder contra-interrogar debidamente  por la no disposición completa de los antecedentes 
para la diligencia. 
 
El considerando Décimo Séptimo de la sentencia señala que las defensas de José Santiago 
Huenuche Reiman y Jonathan Sady Huillical Méndez, invocan la causal del artículo 373, letra 
a), del Código Procesal Penal, en relación al derecho a un proceso previo legalmente tramitado, 
denunciando contravención al artículo 19, N° 3°, inciso 5º, de la Carta Magna. El Artículo 373 
letra a) del Código dispone: “Causales del recurso. Procederá la declaración de nulidad del juicio oral y de 
la sentencia: a) Cuando, en la cualquier etapa del procedimiento o en el pronunciamiento de la sentencia, se 
hubieren infringido sustancialmente derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los tratados 
internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes”; y el número 3° inciso 5° de la 
Constitución (hoy inciso 6°, por la modificación de la Ley 20.516 de 11 de Julio de 2011 que 
introdujo en su Artículo Unico n° 1 b) un nuevo inciso) señala, respectivamente: “Toda sentencia 
de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al 
legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos”. 
 
Se solicitó al Juez de Garantía de Cañete la exclusión de los testigos protegidos principalmente 
por el desorden en la entrega de los antecedentes y por infringir el derecho a la defensa, por no 
haber el Ministerio Público entregado junto con la acusación los antecedentes recopilados en 
las pesquisas. El Tribunal los excluyó, pero fueron reincorporados nuevamente por la Corte de 
Apelaciones de Concepción en conformidad al recurso interpuesto por el Ministerio Público.  
 
A renglón seguido, la defensa estima que los antecedentes suministrados por los testigos que 
en definitiva declararon (ocho en total) difieren de modo tal y en conjunto con la acusación 
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que afecta gravemente el derecho a la defensa y el debido proceso, por haber falta de 
individualización y de antecedentes nuevos aparecidos con posterioridad a la protesta de la 
defensa y la acusación, además de atentar contra las posibilidades de intervención de la defensa 
debido a que una entrega efectiva de las copias le permitiría ejercer los derechos de presentar 
descargos, interrogar, etcétera. Con ello, se quebrantan los artículos 260 del Código Procesal 
Penal en relación a sus artículos 227 y 228, y al Artículo 259.  
 
Al respecto, los artículos aludidos señalan154: Artículo 260: “Citación a la audiencia. Presentada 
la acusación, el juez de garantía ordenará su notificación a todos los intervinientes y citará, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes, a la audiencia de preparación del juicio oral, la que deberá tener lugar en un plazo 
no inferior a veinticinco ni superior a treinta y cinco días. Al acusado se le entregará la copia de la acusación, en 
la que se dejará constancia, además, del hecho de encontrarse a su disposición, en el tribunal, los antecedentes 
acumulados durante la investigación”; Artículo 227: “Registro de las actuaciones del ministerio 
público. El ministerio público deberá dejar constancia de las actuaciones que realizare, tan pronto tuvieren 
lugar, utilizando al efecto cualquier medio que permitiere garantizar la fidelidad e integridad de la información, 
así como el acceso a la misma de aquellos que de acuerdo a la ley tuvieren derecho a exigirlo. La constancia de 
cada actuación deberá consignar a lo menos la indicación de la fecha, hora y lugar de realización, de los 
funcionarios y demás personas que hubieren intervenido y una breve relación de sus resultados”; Artículo 228: 
“Registro de las actuaciones policiales. La policía levantará un registro, en el que dejará constancia 
inmediata de las diligencias practicadas, con expresión del día, hora y lugar en que se hubieren realizado y de 
cualquier circunstancia que pudiere resultar de utilidad para la investigación. Se dejará constancia en el registro 
de las instrucciones recibidas del fiscal y del juez. El registro será firmado por el funcionario a cargo de la 
investigación y, en lo posible, por las personas que hubieren intervenido en los actos o proporcionado alguna 
información. En todo caso, estos registros no podrán reemplazar las declaraciones de la policía en el juicio oral” 
y ; Artículo 259: “Contenido de la acusación. La acusación deberá contener en forma clara y precisa: 
a) La individualización de el o los acusados y de su defensor; b) La relación circunstanciada de el o los hechos 
atribuidos y de su calificación jurídica; c) La relación de las circunstancias modificatorias de la responsabilidad 
penal que concurrieren, aun subsidiariamente de la petición principal; d) La participación que se atribuyere al 
acusado; e) La expresión de los preceptos legales aplicables; f) El señalamiento de los medios de prueba de que el 
ministerio público pensare valerse en el juicio; g) La pena cuya aplicación se solicitare, y  h) En su caso, la 
solicitud de que se proceda de acuerdo al procedimiento abreviado. Si, de conformidad a lo establecido en la letra 
                                                 
154 Lo destacado es nuestro. 
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f) de este artículo, el fiscal ofreciere rendir prueba de testigos, deberá presentar una lista, individualizándolos con 
nombre, apellidos, profesión y domicilio o residencia, salvo en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 
307, y señalando, además, los puntos sobre los que habrán de recaer sus declaraciones. En el mismo escrito 
deberá individualizar, de igual modo, al perito o los peritos cuya comparecencia solicitare, indicando sus títulos o 
calidades. La acusación sólo podrá referirse a hechos y personas incluidos en la formalización de la investigación, 
aunque se efectuare una distinta calificación jurídica”. 
 
Por lo anterior, se solicita la nulidad del juicio y de la decisión de haber sido integrados por el 
Tribunal de primera instancia, para poder realizar una nueva audiencia de preparación de juicio 
oral excluyendo a seis de los ocho testigos mencionados al comienzo. Sobre esto, sólo la 
defensa del señor Huenuche rindió prueba para acreditar esta pretensión, y en definitiva se 
discute que los antecedentes de la investigación iban con tan nivel de desorden que las 
asesorías de los señores Huenueche y Huillical tuvieron dificultades para examinarlos, y 
sobretodo para unirlos sin estar ningún testigo secreto identificado, lo cual fue corregido por el 
fiscal poniéndolos a disposición en forma debidamente ordenados, y originó que el defensor se 
encontrara con más declaraciones y antecedentes probatorios hasta entonces desconocidos por 
él, subsanándose por ende el desorden. Sobre este desbarajuste, como la defensa no pudo 
acreditar de qué forma provocó los perjuicios que señaló, la Corte Suprema rechazó la causal 
de nulidad. 
 
En el considerando Vigésimo Primero, y de forma subsidiaria a todas las causales 
anteriormente interpuestas, la defensa del señor Huenchue adujo nuevamente la causal de 
nulidad del Artículo 373 letra a) del Código Procesal Penal, por violentar ahora (y en armonía 
con el debido proceso) el Artículo 19 n° 3 de la Carta Magna, que consagra “La igual protección 
de la ley en el ejercicio de sus derechos”.  
 
Esto se funda en que aunque la ley procesal ordinaria acepta la existencia de testigos 
protegidos, dicha condición sólo subsiste hasta la etapa de juicio oral y que bajo ningún 
pretexto está prevista para eximir de responsabilidad al co-imputado que declara contra los 
demás. Sobre el punto, la Corte señala que ello responde a la idea a proteger al testigo, pero en 
ningún modo para brindarle inmunidad. 
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La defensa sostiene que uno de los testigos que cree que el órgano persecutor presentó fue el 
testigo protegido n° 26, el cual es a su vez uno más de los hechotes que manifestó su voluntad 
de declarar y prestar colaboración, y que incluso reconoció su intervención en los hechos y de 
disparar un arma de fuego. Este testigo, al igual que otros imputados en la causa, fueron 
favorecidos por el Artículo 248 letra c) del Código Procesal Penal: “Cierre de la investigación. 
Practicadas las diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o 
encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación y podrá, dentro de los diez días siguientes: c) Comunicar 
la decisión del ministerio público de no perseverar en el procedimiento, por no haberse reunido durante la 
investigación los antecedentes suficientes para fundar una acusación”.  
 
Señala además, que el Ministerio Público no tiene las atribuciones para dar beneficios 
procesales de esta índole según sus fundamentos, y solicita que se declare la nulidad parcial del 
juicio oral y del veredicto, retrotrayéndose al estado de celebrar audiencia preparatoria, y 
suprimiendo así al testigo n° 26. Para esto, aporta prueba documental y de audio. 
 
La Corte consideró en el considerando Vigésimo Tercero, que lo anterior se basa sólo en 
hipótesis o conjeturas, porque meramente presume que el testigo referido coincide con alguien 
que ya obtuvo una franquicia de suspensión condicional en un supuesto otro litigio, y que 
además es parte de uno de los imputados en la causa, por lo que no es dable en opinión del 
tribunal pronunciarse al respecto, además de ser carente de fundamentos. 
 
Posterior y nuevamente en forma directa y subsidiaria relativo a los testigos protegidos, la 
defensa del señor Huenuche promovió la causal del Artículo 374 letra c) del Código Procesal 
Penal: “Motivos absolutos de nulidad. El juicio  y la sentencia serán siempre anulados: c) Cuando al defensor 
se le hubiere impedido ejercer las facultades que la ley le otorga; y las defensas de Huilical y Llaitul dedujeron la 
del Artículo 373 letra a) del mismo Código”; y las de Hullical y Llaitul la del Artículo 373 letra a) del 
Código: “Causales del recurso. Procederá la declaración de nulidad del juicio oral y de la sentencia: a) 
Cuando, en la cualquier etapa del procedimiento o en el pronunciamiento de la sentencia, se hubieren infringido 
sustancialmente derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los tratados internacionales ratificados 
por Chile que se encuentren vigentes, causales que también fueron rechazadas. 
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CONCLUSION 
 
 
 
En virtud de lo expuesto, el terrorismo - como un hecho cometido “con la finalidad de producir en 
la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la 
naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de 
atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar  o  inhibir  
resoluciones  de la   autoridad  o   imponerle   exigencias”155- , no tiene correspondencia dentro del 
derecho penal, y en consecuencia, no es delito , entendido como “toda acción u omisión voluntaria 
penada por la ley”156. Ello,  por ser un fenómeno social cometido mediante delitos comunes 
expresamente tipificados y sancionados en el ordenamiento jurídico nacional (como un 
homicidio calificado, un secuestro o un descarrilamiento, entre otros), incluyendo a las 
agravantes del Artículo 12 del Código Penal  y calificantes contenidas dentro del tipo penal de 
cada ilícito (como cometerlo en razón de un cargo público ostentando por la víctima, o actuar 
con ensañamiento mediante métodos escabrosos). 
 
Un acto terrorista es por esencia “contrario a los derechos humanos”157, siendo por lo tanto de toda 
lógica que nuestra legislación (y en general todas las normativas extranjeras) se preocupe de él, 
sobretodo a raíz de los atentados del 11 de Septiembre de 2001 en Estados Unidos, en donde 
se pudo ver en todo su esplendor las nefastas y dantescas consecuencias que aquel impetra, 
destruyendo los valores democráticos y la paz social de toda una nación. 
 
Por lo anterior, no es una problemática aparente o ficticia, inventada sólo para obtener votos y 
cohesiones políticas en momentos de crisis o para perseguir a un grupo en particular, sino que 
es real y peligrosa por atentar contra las bases del sistema democrático de todo un país, y por 
esta razón es precisamente que los pueblos no la pueden ignorar.  
 
Empero, tampoco podemos transformarnos en un Estado que trate como enemigo al hechor y 
lo sustraiga de sus derechos fundamentales para asegurar el éxito de la investigación 
                                                 
155 Artículo 1° inciso 1° Ley 18.314. 
156 Artículo 1° inciso 1° Código Penal. 
157 Artículo 9° inciso 1° Constitución Política de la República. 
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consagrando una legislación distinta y especial para la persecución de sus actos, como lo 
ocurrido con las leyes sobre conductas terroristas vigentes. 
 
En virtud de estas leyes sobre conductas terroristas, en nuestro país tenemos que su origen fue 
eminentemente político y motivado por circunstancias coyunturales que originaron una 
legislación dudosa y nebulosa sobre la materia, y que a pesar de las modificaciones iniciadas 
(sobretodo desde 1991 con las “Leyes Cumplido” en adelante) no han podido subsanar los 
vicios penales y procesales que de que adolece. 
 
Relativo a cuestiones de derecho penal sustantivo, la norma no contiene una correspondencia 
debida a sus principios y disquisiciones técnicas en su Artículo 1° a raíz del móvil o finalidad 
terrorista tipificada (cual es la base de la misma ley), presentando un tipo penal abierto que hoy 
por hoy no se condice con las legislaciones actuales, toda vez que ellas consagran un tipo penal 
objetivo (contenido en una ley previa) lo más acotado, preciso y estricto posible en consonancia 
al principio de taxatividad (sin perjuicio del tipo penal subjetivo que coexiste con la descripción del 
hecho típico en la generalidad de los casos), que esta Ley no posee; no contiene un bien jurídico 
claramente determinado a proteger, y de contenerlo, es absolutamente redundante e inoficioso 
por ya estar inserto en los tipos penales de los delitos comunes, que con ocasión de un ánimo 
terrorista previo se agrupan bajo el Artículo 2° de la Ley ; y no es consistente con el principio de 
culpabilidad porque la exigencia del voluntario querer ilícito en nada cambia si es o no con 
ánimo terrorista, sin perjuicio que sólo baste con el mero querer de provocar un daño a un 
bien jurídico determinado protegido en una ley para estar en presencia de este principio, 
cuestión que se suscita dentro de los mismos delitos comunes a los que se remite la legislación. 
 
Tampoco el delito terrorista se condice con las distintas clasificaciones del delito en cuanto a su 
forma de ejecución por no ser un delito instantáneo, habitual, continuado (conforme al concurso de 
delitos ideal y medial) o permanente, ya que como también lo hemos señalado, de presentarse estas 
clasificaciones (como por ejemplo en el delito de secuestro), éstas están plenamente 
subsumidas en los delitos ordinarios a los que la ley se refiere; y tampoco está dentro de las 
etapas del iter criminis ni aún a título de faz subjetiva de la conducta (que sería la única que podría 
considerarse con mayor fundamento), debido a que ella está previamente prevenida en el delito 
de amenazas ordinarias, al cual nuevamente la misma Ley contiene. 
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Relacionado a las agravantes o calificantes de todo delito, el delito terrorista tampoco aporta 
una nueva y distinta a las ya contenidas en la legislación ordinaria, y cualquier hipótesis que se 
quiera elucubrar con respecto a las formas de actuación propia de los grupos terroristas tienen 
generalmente de por sí alguna agravante o calificante subsumida dentro de su mismo tipo 
penal. Así, basta con observar el Artículo 12 del Código Penal o la agravante tipificada en el 
delito mismo (es decir calificante) para encontrarlas, no siendo necesaria una ley estricta y 
especial para ello. 
 
En cuanto a la penalidad del delito, tanto su aumento como rebaja, atenuantes y otras penas 
distintas a las privativas de libertad, nuevamente están contenidas en la legislación, y si 
pretendemos justificar de que esta ley especial brinda un debido aumento de penas que no 
podemos hacerlo con la legislación común (habida consideración de la entidad de estos 
ilícitos), no encontraríamos asidero si nos remitimos a las reglas ordinarias sobre la materia, 
situación que dicho sea de paso la misma Ley se remite, nuevamente. 
 
Otro aspecto que tiene bastante relevancia (y sobretodo en su aspecto mediático) es el sistema 
de procesos que contiene esta Ley vulnerando garantías fundamentales para todo imputado, y 
que como vimos someramente, provoca perjuicios al minuto de ejercer bien la defensa.  
 
Relacionado con esto último, vimos también el fallo de casación en el fondo realizado por la 
Excelentísima Corte Suprema de Justicia y algunos de los argumentos esgrimidos por la 
defensa, la cual acoge parcialmente la nulidad pedida y confirma en lo demás lo anteriormente 
resuelto. A pesar de haber rechazado las eventuales transgresiones que al respecto se 
denunciaron por infringir el debido proceso, deja en evidencia que por lo menos en casos 
sobre conductas terroristas provocan ciertos problemas de defensa, sobretodo con la 
institución de testigos secretos o protegidos bajo al alero de esta Ley en cuanto a las diferencias 
que presenta con la legislación ordinaria del Código Procesal Penal. 
 
Así – y aunque de forma ficta ya que las legislaciones no lo consagran de forma expresa – , con 
estas normativas especiales estaríamos aplicando la conocida y discutida doctrina del “derecho 
penal del enemigo”, de los autores Gunther Jackobs y Manuel Cancio Melá, en donde se propone 
la existencia de dos perspectivas para tratar a una persona que ha cometido un hecho punible: 
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la primera, es tratarlo como ciudadano, respetando sus garantías y derechos fundamentales 
como a toda persona humana (es decir, un procedimiento penal ordinario conforme a nuestro 
Código Procesal Penal); y la segunda, tratarlo como enemigo y haciéndole perder su calidad de 
persona y de ciudadano, transformándolo en acreedor del derecho a ser tratado de forma 
especial y distinta, que en nuestro caso, se realiza en conformidad a lo dispuesto por la Ley 
18.314158. 
 
Con todo, todos los hechos cometidos en conformidad al Artículo 2° de la Ley bajo el móvil 
terrorista tipificado en el Artículo 1°, se pueden – y deben – procesar bajo las reglas comunes 
dispuestas en el Código Procesal Penal, y bajo los delitos y penas contenidas en el Código 
Penal y leyes conexas, no siendo necesaria una normativa especial al respecto tanto por una 
cuestión de fondo (no responder a las exigencias del derecho penal general, y ser delitos ya 
prevenidos en el derecho penal especial), como por una cuestión de forma (las herramientas de 
persecución criminal y sus reglas ya están consagradas en nuestro sistema persecutor). 
 
Concluyendo, tanto los actos terroristas como sus formas de actuación y sujetos activos de los 
delitos cometidos bajo su alero, existen como fenómeno social en virtud de otras áreas ajenas 
al derecho como serían la sociología, criminología o incluso las ciencias médicas como la 
psiquiatría o psicopatía, mas no las ciencias jurídicas (y en particular el derecho penal) por 
todas las razones expuestas en este trabajo, siendo delitos penales comunes y ordinarios que 
deben ser sancionados conforme a las reglas generales para todo hecho punible. 
 
 
 
                                                 
158 En palabras de los mismo autores: “el Estado puede proceder de dos modos diferentes con los delincuentes: puede ver en ellos 
personas que delinquen, personas que han cometido un error, o individuos que hay que impedir mediante coacción que destruya el 
ordenamiento jurídico. Ambas perspectivas tienen, en determinados ámbitos, su lugar legítimo, lo que significa al mismo tiempo que 
también pueden ser usadas en un lugar equivocado”. JACOKBS GUNTHER Y CANCIO MELA, MANUEL, Derecho 
penal del enemigo, Editorial Thomson Civitas, Primera Edición, Madrid, España, 2003, p. 47. 
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